Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo

Propuestas Correlacionadas con la Ley de Amparo Vigente
Artículo 21


Capítulo III

De los términos

Cambiar la denominación por plazos y señalar los casos en que las vacaciones de la responsable interrumpen el plazo, para lo cual deberá acreditarse que no consultó el expediente o que no tenía necesidad de hacerlo, ya que contaba con copia de todas las actuaciones, o bien porque la propia quejosa aportó los documentos ante la responsable. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, páginas 1792 y 1793)
Artículo 21. El término para la interposición de la demanda de amparo será de quince días. Dicho término se contará desde el día siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que reclame; al en que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución, o al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos.

Propuestas 

En principio, y volviendo a las injustas causas de improcedencia del juicio de amparo por consentimiento tácito derivado de la preclusión del término que señalan los artículos 21, 22 y 218 de la Ley de Amparo, éste término, atendiendo a las razones antes expuestas sobre la situación real de la sociedad mexicana, debe ampliarse a 30 días, y concretarse a los actos de autoridad derivados de procedimientos judiciales en los que el agraviado sea parte y haya tenido audiencia.

En todos los demás casos, el juicio de amparo debe poder promoverse en todo tiempo, mientras persista la violación a las garantías individuales y subsista el derecho del gobernado, porque el artículo 1º de la Constitución manda que todo individuo goce de las garantías que otorga la Constitución y que éstas no sean restringidas, salvo en los casos y condiciones que la misma establece, que en ésta nunca se establece por consentimiento expreso o tácito del gobernado. (Jorge Arellano Medina, Tomo II, páginas 810 y 811)

Enmienda.

En caso de muerte, secuestro, cuando sobrevenga incapacidad o estado de trastorno mental, estado de guerra, inundación o desastre que impidan al quejoso ejercer su derecho, se suspenderá el término mencionado, hasta que tenga representante legal o se supere el impedimento.

Motivos.

Es evidente que en las hipótesis señaladas, que se prueben plenamente, al consignarse en la Ley de Amparo, se llenará una laguna sobre un aspecto esencial, a fin de permitir la defensa de las garantías individuales. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán, Tomo II, páginas 1137 y 1138)

ARTÍCULO 21. El término para promover  la demanda de amparo será de quince días. Dicho término se contará desde el día siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que reclame; al en que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución, o al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, o en su caso a partir del momento en que entre en vigor la ley reclamada. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2152)

DE LA LEY DE AMPARO.- Respecto a la Ley de Amparo, el principal defecto, entre otros, que permite que los actos de autoridad contrarios a la Constitución y violatorios de las garantías individuales prevalezcan en forma indefinida y permanente, lo presentan los artículos 21,22, y 218, en relación con la fracción XII del articulo 73 de la misma Ley.

Los artículos 21, 22 y 218, de la Ley de Amparo, establecen términos para la presentación de la demanda de garantías; en su fracción XII, dispone que el juicio de amparo es improcedente, entendiéndose por tales aquellos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los términos que se señalan en los citados artículos 21, 22 y 218.

Comentamos anteriormente, que el pueblo mexicano, en su gran mayoría no es conocedor del derecho y menos del juicio de amparo;  generalmente, no tiene la posibilidad de contratar un abogado, menos a uno especialista en la materia, por lo que es injusto que se le tenga por consentido tácitamente un acto por no contar con los medios para defenderse adecuadamente. Comentamos anteriormente, que el pueblo mexicano, en su gran mayoría no es conocedor del derecho y menos del juicio de amparo;  generalmente, no tiene la posibilidad de contratar un abogado, menos a uno especialista en la materia, por lo que es injusto que se le tenga por consentido tácitamente un acto por no contar con los medios para defenderse adecuadamente. (Xavier Gómez Coronel, Tomo V, páginas 6 y 7) 

Indudablemente, los artículos 21,22 , 73, fracción XI y XII, de la Ley de Amparo, como se presentan, son contrarios al principio establecido por los artículos 1º y 133 de la Constitución, porque permiten que una ley o un acto de autoridad inconstitucional, prevalezca en forma indefinida y permanente sin medio de defensa para el gobernado. (Xavier Gómez Coronel, Tomo V, página 8)

En principio, y volviendo a las injustas causas de improcedencia de juicio de amparo por consentimiento tácito derivado de la preclusión del termino que señalan los artículos 21,22,y 218, la Ley de Amparo, este termino, atendiendo a las razones antes expuestas sobre la situación real de la sociedad mexicana, “ debe ampliarse a 120 días, y concretarse exclusivamente a los actos de autoridad derivados de procedimientos judiciales en los que el agraviado sea parte y haya tenido audiencia, sin que se pueda en momento alguno atribuir el inconstitucional consentimiento tácito “.  Debiendo de recordar que si por motivo alguno el Agraviado no recurriere al Derecho Constitucional de utilizar el Juicio de Garantías dentro del término Legal, ello no implica la cesación de la violación Constitucional que se pudiese doler; más sin embargo de darse el caso y ejecutarse sentencia ejecutoria, recordemos que el Juicio de Amparo resulta improcedente contra actos que física y materialmente son imposibles de reparar, Artículo 73 fracción IX. 

En todos los demás casos, el Juicio de Amparo debe poder promoverse en todo tiempo, mientras persista la violación a las garantías individuales y subsista el Derecho del Gobernado, porque el Artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos manda que todo individuo goce de las garantías que otorga la propia Constitución, y que estas no sean restringidas, salvo en los casos y condiciones que ella misma establece; y que en esta nunca se establece por consentimiento expreso o tácito del Gobernado. Por lo que Constitucionalmente resulta imposible  e ilegal renunciar a una Garantía consagrada en la carta Magna. (Xavier Gómez Coronel, Tomo V, página 11)

Se propone se amplié el término para la interposición del juicio de garantías a 30 días se adopta este criterio porque de acuerdo a nuestra época, existe sobrepoblación y esto origina diversos problemas y uno de ellos se relaciona con la pobreza  extrema de la mayoría de los gobernados, quienes por falta de recursos económicos, tardan más en poder utilizar los servicios de algún abogado, que exige la misma Ley de Amparo en sus artículos y evitar actos violatorios de sus garantías constitucionales al quedar impune algún delito cometido en su perjuicio por alguna autoridad corrupta. (Josefina Mondragón Lerma, Tomo V, página 37)

PROYECTO DE REFORMA.-

ARTICULO 23.- El plazo para la interposición de la demanda de amparo será de quince días. Se contará desde el día siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que reclame; al en que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución, o al en que se hubiese ostentado sabedor de ellos o, en su caso, al en que entre en vigor la norma general reclamada.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 21.- El  término para la interposición de la demanda de amparo será de quince días. Dicho término se contará desde el día siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que reclame; al en que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución, o al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos.

COMENTARIO.- En el proyecto de reforma, se propone variar concepto de “término”, por el de “plazo”; tales conceptos son similares y por lo mismo no presentan mayor problema ni ameritan comentario al respecto.

En un aspecto trascendental el proyecto sugiere incluir que el término de 15 días para la promoción del juicio de garantías, se haga extensivo cuando el acto reclamado se haga consistir en una “norma general”, y que dicho lapso se empiece a contar al día siguiente a aquél en que entró en vigor dicha norma. Al respecto, cabe mencionar que tal modificación no resultaría congruente con las diversas disposiciones de la Ley de Amparo, puesto que pugnaría con lo preceptuado en los artículos 22, fracción I, y 24, fracción II, de dicha reglamentación. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 106 y 107)

TERCERA: El término para la interposición de la demanda de amparo genéricamente es de quince días a partir de que se tiene conocimiento de los hechos, o de su ejecución, según lo señala el artículo 21.

Se da en la realidad que en algunas ocasiones se tiene conocimiento de los hechos, pero ese conocimiento de momento, no causa un agravio personal y directo que como requisito de procedibilidad exige el articulo 4 de la propia ley, y por lo mismo no se tiene la acción del amparo, pero resulta que con posterioridad al plazo de los quince días es enterado de que ya existe la causa del agravio personal y directo y entonces puede considerarse como extemporáneo el amparo.

La hipótesis se surte cuando: 

Se promueve ante el Tribunal Fiscal de la Federación, juicio de nulidad de un crédito fincado por la Hacienda Pública Federal, en la demanda de amparo se expresan diversos conceptos de nulidad.

El Tribunal Fiscal de la Federación solo analiza dos, los que indica tienen argumentos que de ser procedentes darían por resultado la declaratoria de nulidad lisa y llana.

El primero de los agravios lo estima infundado, y en el examen del segundo realiza la declaratoria de nulidad lisa y llana.

El demandante notificado de la resolución, carece de acción constitucional  para reclamar la resolución que le fue favorable en cuanto a que le desestimaron el primero de los conceptos de anulación.

Con posterioridad es notificado que la Secretaría de Hacienda interpone el recurso de revisión fiscal a que se refiere el artículo 248 del Código Fiscal de la Federación, tendiente ha anular la sentencia.

Obviamente al particular demandante siguiendo una interpretación literal del artículo 21 de la Ley de Amparo, ya precluyó su derecho de solicitud de amparo.

Por las mismas causas y razonamientos en que se adiciono la Ley de Amparo para establecer el recurso de revisión adhesiva, deberá establecerse el amparo adhesivo y que tendrá por objetivo reclamar actos de autoridad que en principio no afectan a los intereses jurídicos del quejoso, sino que esta afectación se da con posterioridad a su conocimiento y merced a actuaciones de terceros.

Proponiéndose en consecuencia adicionar con un segundo párrafo el artículo 21 con el texto siguiente:

“Cuando la afectación de los intereses jurídicos del quejoso se produzca con posterioridad al conocimiento o notificación de los actos reclamados el término para promover el juicio empezará a contar a partir del día siguiente en que tenga conocimiento de la misma”. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 191 y 192)

3.- Adicionar un segundo párrafo al artículo 21, para quedar como sigue:

"ART. 21. ...

"Si de los informes con justificación rendidos por las autoridades responsables, se advierte la existencia de diversos actos derivados o relacionados con el originalmente combatido en la demanda de amparo o se aprecia la intervención en éste de otras autoridades en su admisión; el quejoso podrá ampliar su demanda dentro del término de tres días contados a partir del siguiente al en que se le notifiquen legalmente dichos informes. (Gustavo Aquiles Gasca, Tomo V, página 238)
Artículo 22 .  Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior:

I.  Los casos en que a partir de la vigencia de una ley, ésta sea reclamable en la vía de amparo, pues entonces el término para la interposición de la demanda será de treinta días.

II.  Los actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro, cualquiera de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, o la incorporación forzosa al servicio del ejército o armada nacionales.

En estos casos la demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo.

En los casos en que el acto de autoridad combatible mediante demanda de amparo consista en acuerdo de la Secretaría de Relaciones Exteriores favorable a la extradición de alguna persona reclamada por un Estado extranjero, el término para interponerla será siempre de 15 días.

Propuestas

A.- Esta propuesta está relacionada con el Libro Primero (Del Amparo en General), Título Primero (Reglas Generales), Capítulo III (De los Términos), artículo 22, fracción II, de la Ley de Amparo.

Asimismo, esta propuesta tiene íntima relación con el Título Segundo (Del Amparo en Materia Agraria) Capítulo Unico, artículo 217, de la referida ley.

B.- Las consideraciones o motivos que explican mi propuesta son las siguientes:

La seguridad jurídica se compone con una amplia gama de supuestos, entre otros, a saber:

La exacta aplicación de la ley, su irretroactividad, en materia penal la prohibición de aplicar pena que no esté expresamente plasmada en la ley (todos estos aspectos se deducen del artículo 14 de la Ley Fundamental).

De igual forma, la seguridad jurídica se refiere a la uniformidad en la interpretación y aplicación de la ley, sobre este aspecto, la propia Constitución Federal y la Ley de Amparo prevén lo relativo a las denuncias por contradicción de tesis, a fin de que el Pleno o las Salas que integran la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinen el criterio que debe prevalecer entre los sustentados entre las propias Salas o los Tribunales Colegiados de Circuito.

La seguridad jurídica también se logra al dar firmeza a las resoluciones que se emitan durante los procedimientos relativos, tan es así, que la propia ley, en general, establece distintos términos para hacer valer los diversos medios de defensa; es en este punto sobre el que se enfoca la presente propuesta.

Algunos doctrinarios han denominado “término abierto” a aquella situación, resolución o actuación procesal, respecto de la cual no existe un término o plazo para su impugnación, es decir, que se puede impugnar en cualquier tiempo.

No es fácil encontrar un ejemplo de dicho “término abierto”, ya que por lo regular en materias civil, penal, fiscal, agraria, etcétera, la ley relativa establece que las resoluciones o actuaciones procesales no son impugnables, o bien, prevén el término en el cual deben hacerse valer los medios de impugnación correspondientes.

Sin duda alguna, el anterior proceder por parte del legislador obedece a la búsqueda de la seguridad jurídica.

Cabe agregar que el propio legislador establece algunas reglas o mecanismos que otorgan mayor tutela a ciertas personas, grupos o clases sociales, por ejemplo, eximiéndolos de ciertas formalidades, o bien dándoles mayores plazos para hacer valer sus derechos o medios de defensa, e incluso, estableciendo la suplencia de la deficiencia o ausencia de la queja.

El Juicio de Amparo, en general, observa lo establecido en los tres párrafos que preceden, inspirada en la búsqueda de seguridad jurídica; sin embargo, existen algunos aspectos que escapan de ello, lo cual, desde luego, crea inestabilidad.

En efecto, en el artículo 22, fracción II, y 217, de la citada ley, se establece, respectivamente, entre otros aspectos, que podrá promoverse juicio de garantías en cualquier tiempo (término abierto) tratándose de actos que importen ataques a la libertad personal, así como cuando el amparo se promueva contra actos que tengan por efecto la privación total o parcial, temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal.

El “término abierto” se justifica ante la posible privación de la libertad personal fuera de procedimiento judicial, es decir, cuando emana de autoridad administrativa, pues en este caso es evidente que el quejoso en todo tiempo está en aptitud de gestionar lo conducente para impedir que se le afecte de dicha libertad pues se parte de la hipótesis de que el acto reclamado no emana de autoridad competente.  Este supuesto no es materia de esta propuesta, por lo que se estima que debe permanecer intocado.

Lo que motiva esta propuesta es la hipótesis de los ataques a la libertad personal dentro de procedimiento judicial así como aquella a que se refiere el artículo 217 de la Ley de Amparo.

En opinión del suscrito, es injustificado el establecimiento del “término abierto” para los supuestos indicados, además de que con ello se propicia inseguridad jurídica.

Así es, en materia penal, existe un término para recurrir tanto, el auto de formal prisión o de sujeción a proceso, así como la sentencia de primera instancia, esto, no obstante que es una de las materias en que existe mayor tutela jurídica; tal situación, lejos de propiciar indefensión (ya que existe suplencia de la queja), origina seguridad jurídica, pues esas determinaciones adquieren firmeza si no se impugnan en su oportunidad.

La posibilidad de promover en cualquier tiempo juicio de amparo contra el auto de término constitucional en muchas ocasiones propicia la paralización del proceso, pues es común que poco antes del cierre de instrucción se haga valer dicho juicio constitucional.

En otras ocasiones, y lo mismo pasa con las órdenes de aprehensión y sentencias condenatorias de segunda instancia, cuando son varios los indiciados, procesados o sentenciados, se ha dado como práctica, cada vez más frecuente, que los abogados defensores promueven sucesivamente diversos amparos por cada uno de tales encausados, tratando de mejorar sus argumentos defensivos, lo cual además de entorpecer el trámite o ejecución de los asuntos, origina un trato jurídico desigual entre los propios inculpados, multiplicando el número de juicios de amparo.

Además, no es lógico ni jurídico, que mientras la legislación común sí prevé término para hacer valer el recurso correspondiente, por otra parte, la Ley de Amparo, establezca término abierto para ejercer la acción de garantías.

En otro aspecto, el suscrito estima que se crea inseguridad jurídica al existir el “término abierto” que la citada Ley de Amaro establece en su artículo 217, tratándose de actos que tengan por efecto la privación total o parcial, temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comual; ya que en este evento, los propios entes agrarios del quejoso (núcleos de población ejidal o comunal vecinos), ejidatarios o comuneros en lo particular, e incluso, personas no sujetas al derecho agrario, o en general, cualquier tercero perjudicado, se encuadra ante la gran incertidumbre de sus respectivos derechos, pues están sujetos a la voluntad de los quejosos sujetos del derecho agrario, respecto a la promoción del juicio de garantías.

Cabe agregar que en ciertas partes de la República Mexicana no es raro el caso de que en los lugares donde hay asentamientos humanos (irregulares o no), después de mucho tiempo de constituidos, núcleos de población por conducto de sus representantes, ejidatarios o comuneros en representación sustituta promuevan juicio de amparo alegando derechos agrarios sobre la propiedad o posesión de los inmuebles que ocupan esos asentamientos humanos, lo cual sin duda alguna propicia inseguridad jurídica.

No escapa al suscrito el hecho de que tanto las personas que están o se pueden ver afectadas en su libertad personal dentro de procedimiento penal o núcleos de población ejidal o comunal, a quienes se pueden afectar sus derechos agrarios, por razón misma de su posición social, económica y jurídica, aunado a la naturaleza propia de los actos que reclaman, pueden estar sujetos a un trato especial.

Sin embargo, dicho trato especial, no puede estar por encima de la seguridad jurídica, pues se estima que ésta es de orden público, ya que la sociedad está interesada en que las actuaciones procesales o circunstancias de hecho, adquieran firmeza por el paso del tiempo.

El trato especial, que estimo lógico y jurídico en los supuestos referidos, puede ser que se otorgue un plazo amplio para promover Juicio de Amparo, tal y como acontece tratándose de leyes autoaplicativas, cuando el agraviado no llamado a juicio reclama éste, pero que se encontraba fuera del lugar en que se siguió dicho juicio, o incluso tratándose de ejidatarios o comuneros en lo particular; con lo anterior evidentemente se abatirá la incertidumbre y se crearía seguridad jurídica.

Conviene hacer notar que tanto en materia penal, como en materia agraria, deben respetarse ciertas formalidades procesales, no obstante de que son materias que en teoría protegen a clases sociales o jurídicas débiles; por lo que, desde mi punto de vista, no existe motivo para no sujetar a dichas clases a términos fijos para la promoción del juicio de garantías.

Como ejemplo de que las clases sociales y/o jurídicas aludidas están sujetas a determinadas formalidades procesales, basta citar la siguiente jurisprudencia número 131/99, sustentada recientemente por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que a la letra dice: 

“TESTIMONIAL EN EL AMPARO AGRARIO.  PROCEDE EL DESECHAMIENTO DE LA OFRECIDA POR LOS NÚCLEOS DE POBLACIÓN EJIDALES O COMUNALES O POR LOS EJIDATARIOS O COMUNEROS, CUANDO NO SE ANUNCIA CON LA ANTICIPACIÓN REQUERIDA POR EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 151 DE LA LEY DE AMPARO, SIN QUE ELLO IMPIDA AL JUZGADOR, SI LO ESTIMA NECESARIO O CONVENIENTE, ORDENAR EL DESAHOGO DE DICHA PRUEBA.  De lo dispuesto por los artículos 107, fracción II, de la Constitución, bis, fracción III, 212, 215, 217, 218, 221, 224 a 227 y 231 de la Ley de Amparo, deriva que el amparo agrario fue establecido con el claro propósito de proteger los derechos agrarios de los núcleos de población ejidales y comunales y de los ejidatarios y comuneros en lo individual, caracterizándose por la obligación que se impone a la autoridad judicial para actuar durante el procedimiento de manera oficiosa para suplir  no sólo la deficiencia de la queja, la de exposiciones, comparecencias y alegatos, sino además, la deficiencia de la defensa a favor de los núcleos de población ejidales o comunales y de los ejidatarios o comuneros; específicamente los artículos 225 y 226 de la Ley de Amparo, imponen a los Jueces de Distrito el deber de recabar de oficio todas las pruebas que puedan beneficiar a las entidades e individuos mencionados y acordar las diligencias necesarias para precisar los derechos agrarios de los mismos y la naturaleza y efectos de los actos reclamados.  Asimismo, deriva de los preceptos citados que todas las prerrogativas que se otorgan a los núcleos de población ejidal y a los ejidatarios y comuneros en particular se encuentran señaladas expresamente y, entre ellas, no aparece la relativa a que tratándose de asuntos en materia agraria si no se anuncia la prueba testimonial oportunamente, en los términos del artículo 151 de la Ley de Amparo, la misma no podrá desecharse.  Por tanto, cuando los mencionado sujetos de derecho agrario no anuncien la prueba testimonial con la anticipación debida, el juzgador debe desecharla, sin que ello impida que si lo estima necesario o conveniente y con base en especial en las atribuciones que le otorgan los artículos 225 y 226 de la Ley de Amparo, pueda ordenar de oficio el desahogo de la prueba.  Con lo anterior se respeta lo establecido por el artículo 151 de la Ley de la Materia, así como el régimen tutelar que consagra esa Ley a favor de los sujetos de derecho agrario, pues conforme a dicho artículo no procede admitir la prueba testimonial cuando no se ofrece con la anticipación que prevé, pero los derechos agrarios quedan protegidos al permitirse al juzgador ordenar el desahogo de la prueba cuando lo considere necesario o conveniente”.

C.- Con apoyo en todo lo expuesto el suscrito llega a dos conclusiones, mismas que me permito someter a su consideración:

PRIMERA CONCLUSIÓN.-

A fin de crear seguridad jurídica, deben suprimirse los términos abiertos que la Ley de Amparo establece en los artículos 22, fracción II (en cuanto a los ataques a la libertad personal dentro del procedimiento penal o judicial), y el diverso numeral 227, en lo que concierne a los actos que puedan tener por efecto la privación parcial o total, temporarl o definitiva de las propiedades o posesiones de los bienes o derechos correspondientes a los núcleos de población ejidal o comunal.

SEGUNDA CONCLUSIÓN.-

En los supuestos a que se refiere el párrafo anterior, claro está a reserva de ser perfeccionado, se propone una modificación a los artículos precisados, a fin de que como plazo para la promoción del juicio de amparo se fije el término de treinta días a partir de que surta efectos la notificación del acto o de que el quejoso se hizo sabedor del mismo.

Con todas las consideraciones hasta ahora apuntadas, se concluye la segunda de mis propuestas.(Enrique Zayas Roldán, Tomo II, páginas  1319 a 1330)
III.  Cuando se trate de sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, en los que el agraviado no haya sido citado legalmente para el juicio, dicho agraviado tendrá el término de noventa días para la interposición de la demanda, si residiera fuera del lugar del juicio, pero dentro de la República, y de ciento ochenta días, si residiere fuera de ella; contando en ambos casos, desde el siguiente al en que tuviere conocimiento de la sentencia; pero si el interesado volviere al lugar en que se haya seguido dicho juicio quedará sujeto al término a que se refiere el artículo anterior.

No se tendrán por ausentes, para los efectos de este artículo, los que tengan mandatarios que los representen en el lugar del juicio; los que hubiesen señalado casa para oír notificaciones en él, o en cualquiera forma se hubiesen manifestado sabedores del procedimiento que haya motivado el acto reclamado.

Propuestas

Las disposiciones legales invocadas anteriormente, permiten interponer el amparo indirecto ante los jueces de Distrito, contra leyes, tratados, reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, expedidos o concertados, en materia fiscal, en un primer supuesto, consistente en que por su sola vigencia, causen perjuicio al quejoso, es decir, que sean autoaplicativos, teniendo ese carácter, la mayoría de los ordenamientos y tratados referidos, cuando operan en materia fiscal, y por consecuencia, por su sola actualidad violan garantías individuales, o vulneran o restrinjan por las autoridades federales, la soberanía de los Estados, o de autoridades de éstos, que invadan la esfera de la autoridad federal, todo ello, en perjuicio de los quejoso contribuyentes.

De este primer supuesto de procedencia del amparo indirecto, derivado de la fracción I, del artículo 114 de la Ley de Amparo, en contra de ordenamiento y tratados fiscales autoaplicativos, desprendemos un caso de jurisdicción exclusiva, que tiene el Poder Judicial Federal, frente a los tribunales administrativos, tanto federales como estatales, con jurisdicción fiscal, a los que excluye totalmente de conocimiento.

El término para interponer el amparo indirecto, en contra de los ordenamientos y tratados internacionales que nos ocupan, lo señala de manera discriminatoria o desigual la Ley de Amparo, puesto que el término para impugnar las leyes autoaplicativas, es de 30 días, de acuerdo  a la fracción I, del artículo 22 de la ley en cita, y para los demás preceptos y tratados, es de 15 días, atendiendo al término que señala el artículo 21 de la Ley de Amparo. Por lo expuesto, opinamos que sería conveniente que se igualaran los términos en la ley, por tratarse de un mismo presupuesto de procedencia del amparo.(Gregorio Sánchez León, Tomo I, páginas 10 y 11)

En principio, y volviendo a las injustas causas de improcedencia del juicio de amparo por consentimiento tácito derivado de la preclusión del término que señalan los artículos 21, 22 y 218 de la Ley de Amparo, éste término, atendiendo a las razones antes expuestas sobre la situación real de la sociedad mexicana, debe ampliarse a 30 días, y concretarse a los actos de autoridad derivados de procedimientos judiciales en los que el agraviado sea parte y haya tenido audiencia.

En todos los demás casos, el juicio de amparo debe poder promoverse en todo tiempo, mientras persista la violación a las garantías individuales y subsista el derecho del gobernado, porque el artículo 1º de la Constitución manda que todo individuo goce de las garantías que otorga la Constitución y que éstas no sean restringidas, salvo en los casos y condiciones que la misma establece, que en ésta nunca se establece por consentimiento expreso o tácito del gobernado. (Jorge Arellano Medina, Tomo II, páginas 810 y 811)

Enmienda.

Art. 22 Fracción III.- CUANDO SE TRATE DE SENTENCIAS DEFINITIVAS O LAUDOS Y RESOLUCIONES QUE PONGAN FIN AL JUICIO, EN LOS QUE EL AGRAVIADO NO HAYA SIDO CITADO LEGALEMNTE PARA EL JUICIO, DICHO AGRAVIADO PODRÁ INTERPONER LA DEMANDA EN CUALQUIER TIEMPO.

Motivos.

La falta de emplazamiento es un aspecto fundamental que viola las garantías individuales y a partir de la misma, no se deben convalidar actuaciones contrarias al orden constitucional, el llamamiento a juicio es condición insuperable para que el mismo exista, de aquí que por esa razón de respeto a la constitución, mientras no haya emplazamiento debe establecerse la posibilidad de impugnar las actuaciones practicadas sin haber oído ni vencido en juicio al agraviado en cualquier momento, si se le tiene por sabedor de los actos violatorios de la ley en perjuicio de sus garantías individuales, tal conocimiento está desprovisto de las formalidades que en el caso específico del emplazamiento tienen un rigor que los propios tribunales federales han elevado a la categoría de solemnidades.

Con respecto a la existencia de mandatarios o domicilio para oír notificaciones, las leyes civiles claramente establecen cuál es el domicilio de una persona y dentro de este concepto jurídico no está comprendido lo que procesalmente se conoce como domicilio para oír notificaciones. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán, Tomo II, páginas 1138 a 1140)

Artículo 22.-  Se exceptúan…..

I.-  Los casos en que…

II.-  Los actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro…

En los casos en que el acto de autoridad combatible mediante demanda de amparo consista en acuerdo de la Secretaría de Relaciones Exteriores favorable a la Extradición de laguna persona por parte del Estado extranjero, ( EL TÉRMINO PARA INTERPONERLA SERA DE 30 DÍAS)

Se considera que el término de 15 días deberá ampliarse, a efecto de que el impetrante de Amparo tenga la oportunidad de agenciarse medios de defensa, tendientes de demostrar que el acuerdo que favorezca su extradición, deberá considerarse ineficaz, demostrando en el proceso del Juicio de Amparo que el motivo por el que el Gobierno Extranjero solicitó su extradición, obedece a cuestiones muy diferentes a las que argumento en el cuerpo de su solicitud de extradición al Gobierno Mexicano, como podían ser entre otras razones las de origen étnico, político-religioso, etc; y que se encubren con pretensiones encuadradas en determinada acción legal ejemplo, acusación por fraude, asalto, o cualquier otra figura delictiva, por otra parte este artículo testado, a excepción de lo preceptuado, por el artículo 21 respecto del término de 15 días para la interposición de la demanda de Amparo, lo que si nos detenemos un momento resulta verdaderamente incongruente, cobre todo que el espíritu de la ley  es normar el procedimiento en el Juicio de Amparo y alcanzar un eficaz control constitucional mediante el cual se respeten las garantías que la Carta Magna otorga a la persona, aunado a lo anterior un acuerdo de esta naturaleza es un ataque a la libertad personal. (Julián Andrade Requena, Tomo II, páginas  1265 y 1266) 

En nuestra opinión la subsistencia del artículo 33 constitucional en nuestro orden jurídico y el Derecho Internacional, pasa necesariamente por su modernización y por su interpretación armónica con otros preceptos de la propia Constitución Federal (artículo 32); así como de diversos instrumentos convencionales de los que México es parte y en general de la altura del Derecho Internacional contemporáneo en materia de derechos humanos. Respetuosamente proponemos a esa Comisión de Estudio de la nueva Ley de Amparo, una reforma legal en la materia que quizá podrá coadyuvar en esta empresa.

En materia de términos procesales:

Artículo 22.- Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior:

….

….

En los casos en que el acto de autoridad combatible mediante demanda de amparo consista en acuerdo de la Secretaría de Relaciones Exteriores favorable a la extradición de alguna persona reclamada por un Estado extranjero, el término para interponerla será siempre de 15 días. El mismo plazo se computará en tratándose de resoluciones dictadas por el Ejecutivo Federal en ejercicio de la atribución contenida en el artículo 33 de la Constitución, aun cuando el extranjero afectado ya haya abandonado el territorio nacional.(Juan de Dios Gutiérrez Baylón, Tomo II, páginas 1303 y 1304)

III.-  EXPOSICION DE MOTIVOS.-  Si bien es cierto que en términos generales, casi toda nuestra legislación señala cuales son los términos fatales o improrrogables para ejercitar ciertas acciones o derechos, también es cierto que las mismas leyes establecen algunas excepciones, para que surtan sus efectos esos los términos legales, para interponer el juicio de amparo está contemplado dentro de esos términos improrrogables, las excepciones para que se cumpla el término para interponer el juicio de garantías; creo oportuno que también sería correcto dejar dentro del artículo de excepciones a aquellas personas que por situaciones particulares no se encuentran en la misma condición de defender sus derechos, tal y como lo he expuesto y me he referido en el proyecto del artículo 7 de la ley de amparo. Por lo que se propone adicionar una fracción más al artículo 22 para quedar en la forma siguiente:

ARTICULO 22.-…..

PROYECTO.-  Fracción IV.-  Cuando el agraviado por una ley o un acto de autoridad sea cualquiera de las personas mencionadas en el artículo 7 de esta misma ley, y no se hayan satisfecho los requisitos de su representación legítima para interponer el juicio de amparo, o cualquier otra condición jurídica señalada en el mismo numeral citado.(Alejandro V. Pintos Romero, Tomo II, páginas  1374 a 1376)

1.- La fracción III del artículo 22 de la Ley de Amparo prescribe dos excepciones al término para la interposición de la demanda de garantías, dependiendo de que el quejoso esté fuera del lugar del juicio pero dentro de la república, o incluso fuera de ella, en estos supuestos el término será de 90 o de 180 días respectivamente, sin embargo tal y como esta redactada la parte final de esta fracción puede dar lugar a confusión si éstos términos de excepción se siguen aplicando cuando el quejoso regresa al lugar del proceso o se hace sabedor del mismo, pues en esos supuestos dice la norma, que deberá estarse al plazo de 15 días, lo que habría que aclarar sería que al quejoso que regresara al lugar del juicio, el término de 15 días le correría a partir de que se hiciera sabedor del mismo. Por otro lado habría que eliminar la última parte del tercer párrafo de la fracción III ya que conforme a él la persona que se encuentra fuera de la República Mexicana o fuera del lugar del juicio, que se haga sabedor del mismo, le correrá el plazo de 15 días, lo que es absurdo y contrario al supuesto genérico de dicha excepción, pues es evidente que los plazos de 90 ó de 180 días, solamente pueden empezar a correr a partir de que la persona que esta fuera del lugar del juicio o que esta fuera del país, tuvo conocimiento de la existencia del juicio seguido en su contra. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1626)

ARTÍCULO 22. Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior:

I. Los casos en que a partir de la vigencia de una ley, ésta sea reclamable en la vía de amparo, pues entonces el término para  promover  la demanda será de treinta días;

En estos casos la demanda de amparo podrá promoverse en cualquier tiempo.

En los casos en que el acto de autoridad combatible mediante demanda de amparo consista en acuerdo de la Secretaría de Relaciones Exteriores favorable a la extradición de alguna persona reclamada por un Estado extranjero, el término para promover será siempre de 15 días;

III. Cuando se trate de sentencias definitivas, laudos o  resoluciones que pongan fin al juicio, en los que el agraviado no haya sido citado legalmente para el juicio, dicho agraviado tendrá el término de noventa días  para promover la demanda, si residiera fuera del lugar del juicio, pero dentro de la República, y de ciento ochenta días, si residiere fuera de ella; contando en ambos casos, desde el siguiente al en que tuviere conocimiento de la sentencia; pero si el interesado volviere al lugar en que se haya seguido dicho juicio quedará sujeto al término a que se refiere el artículo anterior.

No se tendrán por ausentes, para los efectos de este artículo, a quienes tengan mandatarios que los representen en el lugar del juicio; los que hubiesen señalado casa para oír notificaciones en él, o en cualquiera forma se hubiesen manifestado sabedores del procedimiento que haya motivado el acto reclamado. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2152 y 2153)

Artículo 22.- 

...

IV. Cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de población sujeto al régimen ejidal o comunal el término para presentar la demanda será de noventa días. Cuando se cause perjuicio únicamente a los derechos individuales de ejidatarios o comuneros el término será de treinta días. (Gilberto J. Hershberger Reyes, Tomo IV, página 2228).

DE LA LEY DE AMPARO.- Respecto a la Ley de Amparo, el principal defecto, entre otros, que permite que los actos de autoridad contrarios a la Constitución y violatorios de las garantías individuales prevalezcan en forma indefinida y permanente, lo presentan los artículos 21, 22 y 218, en relación con la fracción XII del articulo 73 de la misma Ley.

Los artículos 21, 22 y 218, de la Ley de Amparo, establecen términos para la presentación de la demanda de garantías; en su fracción XII, dispone que el juicio de amparo es improcedente, entendiéndose por tales aquellos contra los que no se promueva el juicio de amparo dentro de los términos que se señalan en los citados artículos 21,22,y 218.

Comentamos anteriormente, que el pueblo mexicano, en su gran mayoría no es conocedor del derecho y menos del juicio de amparo;  generalmente, no tiene la posibilidad de contratar un abogado, menos a uno especialista en la materia, por lo que es injusto que se le tenga por consentido tácitamente un acto por no contar con los medios para defenderse adecuadamente. Comentamos anteriormente, que el pueblo mexicano, en su gran mayoría no es conocedor del derecho y menos del juicio de amparo;  generalmente, no tiene la posibilidad de contratar un abogado, menos a uno especialista en la materia, por lo que es injusto que se le tenga por consentido tácitamente un acto por no contar con los medios para defenderse adecuadamente. (Xavier Gómez Coronel, Tomo V, páginas 6 y 7)

Indudablemente, los artículos 21,22 , 73, fracción XI y XII, de la Ley de Amparo, como se presentan, son contrarios al principio establecido por los artículos 1º y 133 de la Constitución, porque permiten que una ley o un acto de autoridad inconstitucional, prevalezca en forma indefinida y permanente sin medio de defensa para el gobernado. (Xavier Gómez Coronel, Tomo V, página 8)

PROYECTO DE REFORMA.-

ARTICULO 24.- Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior:

I.- Los casos a que se refiere el artículo 11 de esta ley, en que el plazo será de treinta días;

II.- Los casos en que a partir de la vigencia de una norma general, ésta sea reclamable en la vía de amparo, pues entonces el plazo para la interposición de la demanda será de treinta días.

III.- Los actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro, cualquiera de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, o la incorporación forzosa al servicio del ejército o armada nacionales.

En estos casos la demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo, excepto cuando el acto reclamado consista en acuerdo de la Secretaría de Relaciones Exteriores favorable a la extradición de alguna persona, en cuyo caso el plazo será siempre de 15 días.

IV.- Cuando se trate de sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, en los que el agraviado no haya sido citado legalmente para el juicio, dicho agraviado tendrá el término de noventa días para la interposición de la demanda, si residiera fuera del lugar del juicio, pero dentro de la República, y de ciento ochenta días, si residiere fuera de ella; contando en ambos casos, desde el siguiente al en que tuviere conocimiento de la sentencia; pero si el interesado volviere al lugar en que se haya seguido dicho juicio quedará sujeto al término a que se refiere el artículo anterior.

No se tendrán por ausentes, para los efectos de este artículo, los que tengan mandatarios que los representen en el lugar del juicio; los que hubiesen señalado casa para oír notificaciones en él, o en cualquiera forma se hubiesen manifestado sabedores del procedimiento que haya motivado el acto reclamado.

COMENTARIO.- La innovación que presenta el mencionado artículo estriba en adicionar (en la primera fracción del proyecto) un supuesto específico que refiere que la demanda de amparo promovida por menores o incapaces sea de treinta días.

Dicha modificación se considera inadecuada, pues al hacerse alusión al caso específico que se refiere en este caso el artículo 6° de la Ley de Amparo, ello presupone un caso en que la acción constitucional se ejercita por propio derecho de parte del menor, en ausencia de su representante legal; sin embargo a la luz de la modificación que se propone, se pudiera propiciar al abuso de ese dispositivo, al grado que de haber transcurrido mas de quince días a partir de que fuera del conocimiento del representante del menor el acto reclamado y no hiciera valer el juicio de garantías, bastaría con acudir directamente el menor, pues este tendría a su alcance un término mayor, sin que en realidad exista el supuesto de desamparo que refiere el mencionado precepto. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 107 y 110)
Artículo 23.  Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1o. de enero, 5 de febrero, 1o. y 5 de mayo, 14 y 16 de septiembre, 12 de octubre y 20 de noviembre.

Puede promoverse en cualquier día y a cualquiera hora del día o de la noche, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al ejército o armada nacionales, y cualquiera hora del día o de la noche será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como los mensajes y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, aun fuera de las horas del despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas. La infracción de lo prevenido en este párrafo se castigará con la sanción que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de resistencia de particulares y desobediencia.

Propuestas

Es posible que ante el avance tecnológico y científico de este fin de siglo, la Ley de Amparo siga estimando como los medios más rápidos para comunicar sus proveídos y sentencias del correo y telégrafo, a pesar de la existencia de otros medios mucho más eficientes, pero sin posibilidad de ser usados, aún en casos urgentes, por falta de normas jurídicas que así lo permitan. (Mario Pérez de León Espinosa, Tomo I, página 553)

Del análisis del segundo párrafo del referido artículo se advierte una orden imperativa que obliga a dos dependencias de la Federación a recibir y transmitir gratuitamente los mensajes en que se demande amparo, sin que los textos enviados se relacionen con la naturaleza de los actos reclamados contemplados por el párrafo primero del referido artículo.

Aunado a lo anterior, y por la forma genérica en que fue redactado este párrafo se ha permitido la inexacta interpretación y aplicación por parte de las autoridades sobre esta prerrogativa, afectando los costos de operación para la empresa que genera la transmisión de los mensajes a nivel nacional.

El derecho, como un conjunto de normas reguladoras de la conducta humana y como fenómeno social no puede mantenerse estático, ya que es una realidad dinámica que debe evolucionar con el desarrollo social, situación por la que no debe apartarse de los avances tecnológicos exigidos por la misma sociedad.

Asimismo, la tecnología de punta en materia de comunicaciones es una actividad que ha traspasado las fronteras de los diversos medios informativos con los que actualmente contamos para la transmisión de mensajes, por lo que se considera que el contenido de la citada disposición quedará rezagada por los medios de comunicación más sofisticados y de mayor cobertura, tal y como es el caso del fax, la internet, y la mensajería especializada.

Otro aspecto que influye en esta disposición es el hecho de que cuando fue emitida el número de Juzgados y Tribunales que conocían del juicio de amparo no era tan numeroso como hoy en día, es decir, que actualmente la realidad ya superó la hipótesis bajo la cual se concibió. 

En este sentido, un ejemplo claro de la problemática que se refleja en el envío de textos a través de telegramas son las resoluciones emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las cuales han provocando una severa saturación de los equipos, ya que se han recibido textos que exceden la capacidad del sistema operativo que integra la Central de Conmutación de Mensajes (hasta 15 cuartillas), lo cual implica una demora tanto en los servicios de operación telegráfica, como en los servicios públicos que presta el organismo.

La modificación del párrafo de referencia sugiere establecer que la recepción y transmisión de las solicitudes de amparo podrán hacerse vía fax, internet, empresa especializada de mensajería o en su caso a través del organismo denominado Servicio Postal Mexicano (mexpost); situaciones que obligarán a las autoridades que conocen y tramitan el juicio de amparo ha actualizar los medios de comunicación con los cuales obtengan canales de información similar que permita cumplir con una administración de justicia expedita.

Propuesta:

Art. 23. . .  

Puede promoverse cualquier día y a cualquiera hora del día o de la noche, si “sólo” se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, . . . 

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos así como las empresas de mensajería especializada estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados y para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados en el párrafo anterior, a través de los medios de comunicación que se dispongan, siendo éstos el fax, el, internet, y mexpost (Servicio Postal Mexicano). . . 

“La recepción y la transmisión de la solicitud de amparo y la suspensión del acto reclamado sólo será gratuita cuando se trate de los actos específicos que contempla el artículo 22 de la Constitución Federal, para tal efecto deberán precisar con exactitud el acto reclamado y la autoridad responsable, sin perjuicio de que dentro del término de 3 días el quejoso ratifique y amplíe la demanda de amparo.

Asimismo, la transmisión del oficio en donde se conceda la suspensión del acto reclamado que decrete la autoridad que conozca del amparo, deberá contener el punto resolutivo que decreta la misma, sin perjuicio de que con posterioridad la autoridad remita el original del acuerdo a través de los medios de comunicación establecidos por la ley.

“ En el entendido de que cualquier otro mensaje o documentación de la demanda de amparo que se pretenda remitir por alguno de los medios de comunicación establecidos, deberá ser cubierto por el solicitante del servicio conforme a las tarifas que utilizan las empresas.“

Artículos relacionados: 31, 106, 117, 118, 132. (Eduardo Macías Garrido, Tomo III, páginas 1997 a 2000)

La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales, ante el secretario, y en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los jueces podrán habilitar los días y las horas inhábiles, para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de suspensión no comprendidos en el segundo párrafo del presente artículo.

Propuestas

El articulo 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación determina:

"En los órganos del Poder Judicial de la Federación, se "considerarán como días inhábiles los sábados y "domingos, el 1° de enero, 5 de febrero, 21 de marzo, 10 "de mayo, 16 de septiembre y 20 de noviembre, durante "los cuales no se practicarán actuaciones judiciales, salvo "en los casos expresamente consignados en la ley."

Por otro lado, el dispositivo 23, párrafo primero de la Ley de Amparo ordena:

"Son días inhábiles para la promoción, substanciación y "resolución de los juicios de amparo, todos los días del "año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1° de "enero, 5 de febrero, 1° y 5 de mayo, 14 y 16 de septiembre, "12 de octubre y 20 de noviembre."

Basta la simple lectura de ambas disposiciones para darse cuenta de su diferencia, puesto que cada una de ellas señala días distintos como no laborables.

Es pertinente apuntar que el artículo 9°, transitorio de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación establece: 

"A partir de la entrada en vigor de esta ley, los días "hábiles a que se refiere el primer párrafo del Artículo 23 "de la Ley de Amparo serán los que señala el Artículo 160 "de esta ley."

Sobre el particular, la diferencia de contenido ha sido interpretada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al establecer lo siguiente:

DÍAS INHABILES PARA LA INTERPOSICION DE RECURSOS EN JUICIO DE AMPARO. DADA LA CONFUSION QUE PRODUCEN LOS ARTICULOS 160, 163 Y NOVENO TRANSITORIO DE LA LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION, DEBEN TOMARSE COMO DÍAS INHABILES LOS SEÑALADOS EN DICHO ARTICULO 163 Y TAMBIEN LOS ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 23 DE LA LEY DE AMPARO.- produce confusión la incongruencia existente entre los artículos noveno transitorio y 160 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación vigente a partir del 27 de mayo de mil novecientos noventa y cinco, pues mientras el primero de esos preceptos dispone que a partir de su entrada en vigor, los días inhábiles a que se refiere el primer párrafo del artículo 23 de la Ley de Amparo serán los que señala el numeral 160, este precepto nada dispone acerca de los días hábiles o inhábiles; en cambio el artículo 163 de la misma ley orgánica establece como días inhábiles los sábados y domingos, el primero de enero, cinco de febrero, veintiuno de marzo, primero de mayo, dieciséis de septiembre y veinte de noviembre, en los cuales no se practicarán actuaciones judiciales, “... salvo en los casos expresamente  consignados en la ley”,  remisión  que incrementa la duda, pues el artículo 23 de la Ley de Amparo señala como días hábiles para la promoción, sustanciación y resolución de los juicios de amparo todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, primero de enero, cinco de febrero, primero y cinco de mayo, catorce y dieciséis de septiembre, doce de octubre y veinte de noviembre.  Por tanto, dada esta situación confusa que induce a error, debe estarse a lo más favorable al promovente del amparo o de los recursos correspondientes y, en su caso, tomar como inhábiles los días que como tales señalan ambos artículos -163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 23 de la Ley de Amparo-, para efectos del cómputo a que este último precepto se refiere.  (Reclamación 2000/95. Dolores Lobo de Montemayor y otros. 5 de diciembre de 1996. Novena Epoca. Pleno. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo V. Febrero 1997. Tesis P.XX/97. Página 122).

Como puede verse, en el caso no se aplica una u otra de las normas, sino que ambas se integran.

Aceptando lo anterior, el Consejo de la Judicatura Federal, en el artículo 273 del Acuerdo General número 48/1998, publicado en el Diario Oficial de la Federación de 23 de marzo de 1999, determinó:

"Se considerarán días inhábiles, además de los revistos "en el artículo 163 de la Ley, los contemplados en el "artículo 23 de la Ley de Amparo y los demás que "determine el Pleno."

De manera que si el problema ha sido resuelto a nivel de precedente y de manera administrativa, para evitar confusiones, se impone reformar ambos preceptos legales, tanto el 23 de la Ley de Amparo, como el 163 de la Ley Orgánica, para que ambos coincidan entre sí y con el criterio del H. Consejo de la Judicatura. (Enrique Arizpe Narro, Tomo I, páginas 334 a 337)

Sería posible que solucionaran establecer los días inhábiles para realizar actuaciones judiciales, si el artículo veintitrés de la Ley de Amparo y el ciento sesenta y tres de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación no son coincidentes en todos ellos. A diario tenemos que hacerlo en el Poder Judicial Federal, para determinar la oportunidad de muchas promociones, por no disponer de leyes uniformes. (Mario Pérez de León Espinosa, Tomo I, página 552)

9. Propongo modificar el artículo 23, tercer párrafo, de la Ley de Amparo, solo en cuanto se refiere al telégrafo, así como los demás numerales de la misma ley, que igualmente mencionan ese noble pero anacrónico medio de comunicación, a fin de que sea substituido por medio de comunicación modernos y actualizados, como el FAX debidamente autentificado o confirmado, o bien por el correo electrónico (E-Mail), o por ambos, lo que reflejaría una auténtica actualización de la Ley de Amparo. (Bulmaro Corral Rodríguez, Tomo II, página 879)

ARTICULO 23.- Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, en 1° de enero, 5 de febrero, 1° y 5 de mayo, 14 y 16 de septiembre, 12 de octubre y 20 de noviembre. 

Puede promoverse en cualquier día y a cualquiera hora del día o de la noche, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al ejército o armada nacionales, y cualquiera hora del día y de la noche será hábil para tramitar el incidente de suspención y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y trasmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como los mensajes y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspención, aún fuera de las horas de despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas. La infracción de lo prevenido en este párrafo se castigará con la sanción que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de resistencia de particulares y desobediencia.

La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse el día en que se concluya, fuera del horario de labores de los tribunales, ante el secretario, y en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los jueces podrán habilitar los días y las horas inhábiles, para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de suspensión no comprendidos en el segundo párrafo del presente artículo.

La sanción a que se refiere el párrafo tercero de éste articulo se encuentra prevista en el artículo 178 del Código Penal Federal, que indica: 

“Al que, sin causa legítima, rehusare a prestar un servicio de interés público a que la ley le obligue, o desobedeciere un mandato legítimo de la autoridad, se le aplicarán de quince a doscientas jornadas de trabajo en favor de la comunidad ”.

Atendiendo a que dicha conducta del particular sólo se encuentra sancionada con jornadas de trabajo en favor de la comunidad, se considera que tal supuesto debe ser establecido, dado su contenido, como una  sanción meramente administrativa, aplicable sólo por el Juez de amparo, y no por las autoridades penales. (Francisco Salvador Pérez, Tomo II, páginas 930 y 931)

El artículo 23 que se refiere a los días inhábiles deberá concordarse con el artículo 163 de la Ley Orgánica, pues existe discrepancia entre ellos, aunque en mi concepto, por ser la Ley de Amparo una ley especial, debiera prevalecer ésta, pero lo cierto que se aplican las dos. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1046)

Jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y transmitir, IGUALMENTE POR FAX, INTERNET (CORREO ELÉCTRONICO), o cualquier otro medio de comunicación electrónico que en dichas oficinas se empleen, sin costo alguno ni para los interesados.

La propuesta anterior se base en la necesidad de utilizar la moderna tecnología aplicada a la comunicación, por la celeridad que imprimiría a la solicitud de amparo de las personas que se pudieran encontrar en los puestos establecidos en el párrafo segundo del presente artículo de la Ley de Amparo.(Julián Andrade Requena, Tomo II, páginas  1267 y 1268)

Artículo 23, en mi opinión debe agregarse entre los días inhábiles el 25 de diciembre en que en todo el mundo y principalmente en México, se celebra el Nacimiento de Nuestro Señor Jesucristo.

Casi la totalidad de los mexicanos somos cristianos y la mayor parte católicos que celebramos esa fecha y en los tres Poderes de la Unión nunca se trabaja en ella y los funcionarios de dichos Poderes la celebran y en familia, dándole con ello más relevancia y el Estado debe respetar los sentimientos religiosos de sus habitantes.(Félix Galindo D. B., Tomo II, página 1366)
La propuesta es para que el primer párrafo del artículo 23 concuerde con el artículo 163 de la LOPJF.

La adición del primer párrafo que se propone es para ajustarlo a la realidad de la actuación del funcionario Judicial correspondiente.

TEXTO CON MODIFICACIÓN

ARTICULO 23.- Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1o. de enero, 5 de febrero, 21 de mazo, 1o. De mayo, 16 de septiembre, y 20 de noviembre.


Puede promoverse en cualquier día y a cualquiera hora del día o de la noche, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al ejército o armada nacionales, y cualquiera hora del día o de la noche será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.


Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como los mensajes y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, aun fuera de las horas del despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas. La infracción de lo prevenido en este párrafo se castigará con la sanción que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de resistencia de particulares y desobediencia.


La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales, ante el secretario, y en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los jueces podrán habilitar los días y las horas inhábiles, para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de suspensión no comprendidos en el segundo párrafo del presente artículo. (María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, páginas 1384 a 1387)

2.- Respecto a los días hábiles e inhábiles, creo que es urgente que el artículo 23 se actualice a lo que ha establecido esa Suprema Corte de Justicia de la Nación  respecto a la contradicción existente entre dicho precepto y lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1626)

Se agrega a la parte final del párrafo segundo :  “el servidor público que quebrante esta disposición será destituido”.

MOTIVOS.-   Con frecuencia los Tribunales Federales no reciben demandas de amparo contra actos que afectan la libertad personal, en días y horas inhábiles , reservando esa hipótesis solo para los actos prohibidos por el artículo 22 Constitucional.  Por ello, se estima conveniente establecer sanción que inhiba esa ilegal conducta. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1907)

ARTÍCULO 23. Son días hábiles para la promoción, sustanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1o. de enero, 5 de febrero, 21 de marzo, 1o. de mayo, 16 de septiembre y 20 de noviembre, y aquellos días en que se hubiesen suspendido las labores en el Organo Jurisdiccional, durante los cuales no se practicarán actuaciones judiciales, salvo  los casos expresamente consignados en la Ley de Amparo. 

Puede promoverse en cualquier día y a cualquiera hora del día o de la noche, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al ejército o armada nacionales, y cualquiera hora del día o de la noche será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el Gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como los mensajes y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, aun fuera de las horas del despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas. La infracción de lo prevenido en este párrafo se castigará con la sanción que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de resistencia de particulares y desobediencia.

La presentación de demandas o promociones de término podrán hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los órganos jurisdiccionales, ante el secretario, y en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los Jueces podrán habilitar los días y las horas inhábiles, para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de suspensión no comprendidos en el segundo párrafo del presente artículo. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2153 a 2155)

Se considera conveniente la creación de una Oficialía de Partes en los Tribunales Federales para la recepción de los escritos de término en todas las materias, toda vez que existen demasiados problemas para la presentación de promociones fuera del horario de labores de los tribunales, ya que son diversos y en muchos casos distantes los domicilios de los secretarios autorizados y en la mayoría de ocasiones se encuentra al secretario autorizado en su domicilio a altas horas de la noche.

Por lo anterior, se sugiere agregar al párrafo cuarto del Artículo 23 de la Ley de Amparo, lo siguiente:

“Art. 23.-...

... La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse hasta el último día en que éste concluya, ante la oficialía de partes de la materia en que verse el juicio, siempre que dicha presentación aconteciere fuera del horario de labores de los tribunales, y en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso...” (Eduardo Veraza Martínez-Cairo, Tomo IV, páginas 2360 y 2361).

Se pretende homologar los días hábiles previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación con los establecidos en la Ley de Amparo.

Se propone la existencia de oficialías de partes mediante las cuales se facilite la presentación de escritos de término.

Por otra parte, se establece la posibilidad expresa de que en el caso de actos previstos en el segundo párrafo del artículo 23 de la Ley de Amparo, las demandas y promociones relativas al incidente de suspensión puedan ser presentadas ante el secretario autorizado, a fin de que no se entorpezca su tramitación y se pueda dar cabal cumplimiento a dicho precepto.

Sin perjuicio de lo anterior, se mantiene la posibilidad de que en casos diversos a los establecidos en el segundo párrafo del artículo 23 puedan habilitarse días y horas inhábiles, para la tramitación de incidentes de suspensión.

Texto propuesto:

Art.23 Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1° de enero, 5 de febrero, 21 de marzo, 1° de mayo, 16 de septiembre  y 20 de noviembre.

...

...

La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales, ante la oficialía de partes común de los propios tribunales y de no existir ésta en el lugar de residencia del órgano jurisdiccional correspondiente, ante el secretario autorizado.   

Las promociones y demandas relativas al incidente de suspensión tramitado respecto de alguno de los actos citados en el segundo párrafo de este artículo, podrán presentarse  directamente ante el secretario autorizado a fin de que sin demora sean dictadas las providencias correspondientes.   

Sin perjuicio de lo dispuesto en los dos párrafos que anteceden, en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los Jueces podrán habilitar días y horas inhábiles para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de suspensión no comprendidos en el segundo párrafo de este artículo. (Francisco Moreno y Gutiérrez, Tomo IV, páginas 2741 a 2743).

ARTÍCULO 23.-  Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1o. de enero, 5 de febrero, 1o. y 5 de mayo, 14 y 16 de septiembre, 12 de octubre y 20 de noviembre,  así como los señalados en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Puede promoverse en cualquier día y a cualquier hora del día o de la noche, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro  o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al ejército o armada nacionales, y a cualquiera hora del día o de la noche será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como los mensajes y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, aun fuera de las horas del despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas.  La infracción  de lo prevenido en este párrafo se castigará con la sanción que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de resistencia de particulares y desobediencia.    

La presentación de demandas o promociones de término, podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario  de labores de los tribunales, ante el secretario, y en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los jueces podrán habilitar los días y las horas inhábiles, para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de suspensión no comprendidos en el segundo párrafo del presente artículo. (Salvador Bravo Gómez, Tomo V, páginas 20 y 21)

Artículo 23.- Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, 1º de enero, 5 de febrero, 21 de marzo, 1º y 5 de mayo, 14 y 16 de septiembre, 12 de octubre y 20 de noviembre. (Jerónimo Eulogio Quiroz Gutiérrez, Tomo V, página 43)

PROYECTO DE REFORMA.-

ARTICULO 25.- Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1o. de enero, 5 de febrero, 1o. de mayo, 16 de septiembre, y 20 de noviembre y aquellos en que se hubieren suspendido las labores en el órgano jurisdiccional en que deban hacerse las promociones.

Puede promoverse en cualquier día y a cualquiera hora del día o de la noche, si se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al ejército o armada nacionales, y cualquiera hora del día o de la noche será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como los mensajes y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, aun fuera de las horas del despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas. La infracción de lo prevenido en este párrafo se castigará con la sanción que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de resistencia de particulares y desobediencia.

La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los órganos jurisdiccionales, ante el secretario autorizado para tal efecto. Los órganos jurisdiccionales fijarán en lugar visible de sus recintos, el nombre y domicilio de dicho secretario.

En casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los jueces podrán habilitar los días y las horas inhábiles, para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de suspensión no comprendidos en el segundo párrafo del presente artículo.

COMENTARIO.- La modificación substancial que se expone en el proyecto de reforma, se refiere a la redacción del primer párrafo del anterior precepto, además de la coagulación con lo preceptuado en el numeral 26 del ordenamiento analizado.

Como puede observarse, se propone unificar los criterios en este sentido que varían en la disposición de la materia y la Ley Orgánica de Poder Judicial de la Federación, por tanto se considera atinada la mencionada modificación; sin embargo, respecto a la parte adicionada en el sentido de que no se considerarán días hábiles para la promoción, substanciación o resolución del juicio, cuando se hayan suspendido las labores en el órgano jurisdiccional donde deban hacerse las promociones, sería conveniente modificar el vocablo antes subrayado por el de “oficina”, pues en este se incluiría además al servicio postal mexicano como organismo autorizado de recepción de las promociones en juicio, cuando el interesado radique fuera de la residencia del órgano de amparo, y previendo que por razones especiales o de festividad no se encontrare abierto al público. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 110 a 114)

ARTICULO 32.- Las oficinas de correos y telégrafos están obligadas a transmitir los oficios a que se refieren los dos artículos precedentes, sin costo alguno para el Poder Judicial de la Federación.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 23 (párrafo tercero).- Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de las oficinas de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como los mensajes y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, aun fuera de las horas del despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas. La infracción de lo prevenido en este párrafo se castigará con la sanción que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de resistencia de particulares y desobediencia.

COMENTARIO.- Se estima más acertada la redacción del precepto relativo contenido en la legislación vigente, cuenta habida que en el artículo del proyecto de reforma, refiere en forma particular que el servicio postal y de telégrafos utilizado para el envía de notificaciones oficiales, no causará ningún costo para el Poder Judicial de la Federación, ello, seguramente basado en la idea de que es éste el que allega tales comunicados a la oficina de correos; sin embargo, no debe soslayarse que existe una disposición que faculta el envía de algún comunicado aún cuando no revista el carácter de urgente, si el interesado cubre el importe o gasto de envío respectivo, por tanto, cabe la precisión en la norma jurídica examinada, que se contiene en el texto vigente, en el sentido de que las notificaciones realizadas a través del servicio postal mexicano, llámese correo o telégrafo, no sólo no causarán costo para el Poder Judicial de la Federación,  sino tampoco para los interesados (partes). (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 128 a 130)
TEXTO ACTUAL

Artículo 23.-...

JUSTIFICACIÓN

Tiene por objeto dar aplicación al  texto  de  la  presente disposición legal, tomando en cuenta     los     avances tecnológicos.

TEXTO QUE SE PROPONE

Artículo 23.-...

Para los efectos de esta disposición,  los  jefes  y encargados de las oficinas de correos  y telégrafos estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el Gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como los mensajes  y oficios  que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, aun fuera de las horas del despacho y aun cuando existan  disposiciones  en contrario de las autoridades administrativas. La infracción de lo prevenido en este párrafo se castigará con  la  sanción  que  el código penal aplicable en materia federal señala para el delito de resistencia de particulares
y desobediencia. También  podrán
realizarse dichos trámites por vía fax e Internet. (Manuel Fuentes Muñiz, Tomo V, páginas 168 y 169)

Para evitar las incongruencias legislativas que actualmente se derivan de los artículo 23 de la Ley de Amparo y 160, 163 y 9° transitorio de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal y que los creadores de la jurisprudencia se vean obligados a hacer aclaraciones y rectificaciones en cuanto a los adías inhábiles, lo práctico es que un solo ordenamiento jurídico haga el señalamiento de esos días inhábiles, permitiéndome proponer que en la nueva Ley de Amparo, únicamente se disponga que son días inhábiles los que señale la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal y en ésta se precise lo conducente.

De lo antes enunciado, se pone de relieve que ahora, a los días inhábiles que establece la Ley de Amparo, se adicionan los previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. (Dionisio F. Gutiérrez García, Tomo V, páginas 231 y 232)

4.- Adecuar, ya sea la Ley de Amparo o la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación respecto de los días hábiles, ya que el artículo 23 de la primera dispone:

“Art. 23.- Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicios de amparo todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1 de enero, 5 de febrero, 1 y 5 de mayo, 14 y 16 de septiembre, 12 de octubre y 20 de noviembre ...” (Gustavo Aquiles Gasca, Tomo V, página 239)

Se armoniza la Ley de Amparo con la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y se señalan otros días que en la práctica son inhábiles.

Con esta adición se obligará a dar publicidad a los acuerdos por los cuales se declaran días inhábiles para laborar en los órganos jurisdiccionales respectivos.

reforma

ARTÍCULO 23. Son días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los juicio de amparo, todos los días del año, con exclusión de los sábados y domingos, el 1º de enero, 5 de febrero, 21 de marzo, 1º y 5 de mayo, 14 y 16 de septiembre, 12 de octubre, 20 de noviembre, 24, 25 y 31 de diciembre.

Los acuerdos que se dicten inhabilitando días de labores deberán ser publicados en el Diario Oficial de la Federación con la suficiente antelación que les permita a las partes conocerlos.

Puede promoverse en cualquier día y a cualquiera hora del día o de la noche, si se trata de actos que imp9orten peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal deportación, destierro o alguno de los actos prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, así como la incorporación forzosa al ejército o armada nacionales, y cualquiera hora del día o de la noche será hábil para tramitar el incidente de suspensión y dictar las providencias urgentes a fin de que se cumpla la resolución en que se haya concedido.

Para los efectos de esta disposición, los jefes y encargados de la oficina de correos y telégrafos estarán obligados a recibir y transmitir, sin costo alguno para los interesados ni para el gobierno, los mensajes en que se demande amparo por alguno de los actos enunciados, así como los mensajes y oficios que expidan las autoridades que conozcan de la suspensión, aún fuera de las horas del despacho y aun cuando existan disposiciones en contrario de las autoridades administrativas. La infracción de lo prevenido en este párrafo se castigará con la sanción que el Código Penal aplicable en materia federal señala para el delito de resistencia de particulares y desobediencia.

La presentación de demandas o promociones de término podrá hacerse el día en que éste concluya, fuera del horario de labores de los tribunales, ante el secretario, y en casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, los jueces podrán habilitar los días y las horas inhábiles, para la admisión de la demanda y la tramitación de los incidentes de suspensión no comprendidos en el segundo párrafo del presente artículo. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V , páginas 246 a 248)

Artículo 24 .  El cómputo de los términos en el juicio de amparo se sujetará a las reglas siguientes:

I.  Comenzará a correr desde el día siguiente al en que surta sus efectos la notificación, y se incluirá en ellos el día del vencimiento;

II.  Los términos se contarán por días naturales, con exclusión de los inhábiles; excepción hecha de los términos en el incidente de suspensión, los que se contarán de momento a momento;

PROPUESTAS

3.- En relación al computo de los términos en el incidente de suspensión, la experiencia de casi 20 años, como abogado postulante en amparo y como académico de la materia, me dice que los jueces de distrito no celebran audiencias incidentales los sábados, domingos ni días festivos, asimismo en la realidad los términos para la interposición de los recursos en contra de las resoluciones que se dicten en el incidente de suspensión son más amplios de los que señala la Ley de Amparo, pues en contra del texto legal no se computan de momento a momento ni tampoco se toman en cuenta los días inhábiles, por lo que o se adopta un criterio uniforme para aplicar lo dispuesto  en los artículo 24 fracción II y 26 párrafo segundo de la Ley de Amparo, o se modifican dichos preceptos para que los términos sólo se computen por días, y sólo por los que sean hábiles. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1627)

III.  Para la interposición de los recursos, los términos correrán para cada parte desde el día siguiente a aquel en que para ella haya surtido sus efectos la notificación respectiva.

IV.  Los términos deben entenderse sin perjuicio de ampliarse por razón de la distancia, teniéndose en cuenta la facilidad o dificultad de las comunicaciones; sin que, en ningún caso, la ampliación pueda exceder de un día por cada cuarenta kilómetros.

PROPUESTAS

Este artículo que a continuación se cita tiene relación en el artículo 24 de la Ley de Amparo.

Artículo 24º Bis. Cuando la ley no señale término para la práctica de algún acto judicial, o para el ejercicio de algún derecho de las partes, se tendrán por señalados los siguientes:

I.- Tres días para cualquier caso, y

II. Diez días para pruebas. (Guillermo Arturo Medel García, Tomo II, página 1126)

A).- Considero que los artículos que propongo pueden agregarse después de los artículos de la Ley de amparo que les anteceden, es decir se puede recorrer la numeración de los artículos de la Ley de Amparo sin que se pierda el orden, a fin de que la nueva Ley de Amparo sea mas completa y clara en sus temas relativos.

B).- El motivo que tiene el suscrito para hacer las propuestas señaladas obedece a que durante la función de juez de Distrito es necesario tener una Ley de Amparo que sea mas completa, clara y precisa, y mas acorde con la realidad y las materias que comprende, a fin de no estar aplicando tanto la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles.

C).- Finalmente considero que la redacción de la nueva Ley de Amparo al incorporar los artículos propuestos con la redacción señalada de acuerdo a la materia de amparo desde mi punto de vista, sería beneficio que incluyera mas capítulos y artículos que expliquen la forma y trámite de cada etapa procesal del juicio de amparo como se propone. (Guillermo Arturo Medel García, Tomo II, página 1244)

ARTÍCULO 24. El cómputo de los términos en el juicio de amparo se sujetará a las reglas siguientes:

II. Los términos se contarán por días naturales, con exclusión de los inhábiles; excepción hecha de los términos en el incidente de suspensión, los que se contarán de momento a momento y de los que se fijen por meses o por año, concluirán el mismo día en que se hubiese notificado pero del mes o año siguiente. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2155)

ARTICULO 26.- El cómputo de los términos en el juicio de amparo se sujetará a las reglas siguientes:

I.- Comenzará a correr desde el día siguiente al en que surta sus efectos la notificación, y se incluirá en ellos el día del vencimiento;

II.- Se contarán por días naturales, con exclusión de los inhábiles, excepción hecha de los que se fijen por horas, que correrán de momento a momento, y de los que se fijen por meses o por año, que concluirán el mismo día en que se hubiesen iniciado pero del año siguiente.

III.- Para la interposición de los recursos, los términos correrán para cada parte desde el día siguiente a aquel en que para ella haya surtido sus efectos la notificación respectiva.

IV.- Los términos deben entenderse sin perjuicio de ampliarse por razón de la distancia, teniéndose en cuenta la facilidad o dificultad de las comunicaciones; sin que, en ningún caso, la ampliación pueda exceder de un día por cada cuarenta kilómetros.

COMENTARIO.- En relación con la reforma que se propone a la fracción II del anterior numeral, cabe establecer que la redacción propuesta es mas clara o específica, y al no dar lugar a interpretación evitará en lo sucesivo cualquier diferencia de criterios, por tanto, es de considerarse adecuada la reforma en ese sentido. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 114 y 115)
Artículo 25 .  Para los efectos del artículo anterior, cuando alguna de las partes resida fuera del lugar del juzgado o tribunal que conozca del juicio o del incidente de suspensión, se tendrán por hechas en tiempo las promociones si aquélla deposita los escritos u oficios relativos, dentro de los términos legales, en la oficina de correos o telégrafos que corresponda al lugar de su residencia.

PROPUESTAS

Artículo 25.-  Para los efectos del artículo anterior,…, dentro de los términos legales, en la oficina de correos o telégrafos que correspondan al lugar de su residencia, O CUALQUIERA DE LOS MEDIOS ELECTRÓNICOS MENCIONADOS EN EL ARTÍCULO 23.

Este ordenamiento guarda relación directa con la propuesta para reformar el artículo 23, en virtud de los avances tecnológicos aplicados a los sistemas de comunicación. (Julián Andrade Requena, Tomo II, páginas  1268 y 1269)

Para los efectos del artículo anterior, cuando alguna  de las partes reside fuera del lugar del Juzgado o Tribunal que conozca del juicio o del incidente de suspensión, se tendrán por hechas las promociones, si aquella deposita el escrito u oficios relativos, dentro del término legal , en la oficina de correos o telégrafos que corresponda al lugar de su residencia ;  los órganos de amparo y las autoridades responsables, de ser posible,  podrán hacerlo a través del fax.

MOTIVOS.-   La gran cantidad de amparos que se dirigen contra las autoridades responsables, particularmente las de procuración de justicia, y la lentitud de las oficinas de correos y telégrafos, ha influido en diferimientos de audiencias retardando con ello la solución del juicio.  Por ello, se estima oportuno autorizar como medio de comunicación al fax, el cual ha resultado muy eficaz y significa un ahorro de recursos tanto para el poder judicial como para los responsables. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1908)

PROYECTO DE REFORMA.-

ARTICULO 27.- Para los efectos del artículo anterior, cuando alguna de las partes resida fuera del lugar del juzgado o tribunal que conozca del juicio o del incidente de suspensión, se tendrán por hechas en tiempo las promociones si aquélla deposita los escritos u oficios relativos, dentro de los términos legales, en la oficina de correos o telégrafos que corresponda al lugar de su residencia, la que deberá transmitirlos por los medios oficiales de que disponga.

COMENTARIO.- A parte de proponerse una redacción mejorada pero con los propios elementos, la variante que se estima destacada es aquella que se señalada en el párrafo anterior, que mas que modificación se trata de una adición, sin embargo, es de considerarse ociosa dicha precisión, pues la obligación de parte de la oficina postal de transmitir las comunicaciones necesarios para la promoción o gestión del juicio, lógico será a través de los medios a su alcance, pues nadie puede ser obligado a lo imposible. (Taide Noel Sánchez, Tomo V , página 116)
Artículo 26 .  No se computarán dentro de los términos a que se refiere el artículo 24 de esta ley, los días hábiles en que se hubiesen suspendido las labores del juzgado o tribunal en que deban hacerse las promociones.

Se exceptúan de lo previsto en el párrafo anterior, los términos relativos al incidente de suspensión.

PROPUESTAS

Artículo 26. No se computarán dentro de los términos a que se refiere el artículo 24 de esta ley, los días hábiles en que se hubiesen suspendido las labores del juzgado o tribunal en que deban hacerse las promociones. 

Se exceptúan de lo previsto en el párrafo anterior, los términos relativos al incidente de suspensión.

Artículo 26 bis. Los términos a que se refiere este capítulo se interrumpirán por la sola presentación de la demanda o del recurso. aunque la misma se haga ante autoridad incompetente o en vía improcedente. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 491)
En relación al computo de los términos en el incidente de suspensión, la experiencia de casi 20 años, como abogado postulante en amparo y como académico de la materia, me dice que los jueces de distrito no celebran audiencias incidentales los sábados, domingos ni días festivos, asimismo en la realidad los términos para la interposición de los recursos en contra de las resoluciones que se dicten en el incidente de suspensión son más amplios de los que señala la Ley de Amparo, pues en contra del texto legal no se computan de momento a momento ni tampoco se toman en cuenta los días inhábiles, por lo que o se adopta un criterio uniforme para aplicar lo dispuesto  en los artículo 24 fracción II y 26 párrafo segundo de la Ley de Amparo, o se modifican dichos preceptos para que los términos sólo se computen por días, y sólo por los que sean hábiles. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1627)

ARTÍCULO 26. No se computarán dentro de los términos a que se refiere el artículo 24 de esta ley, los días hábiles en que se hubiesen suspendido las labores del juzgado o tribunal en que deban hacerse las promociones.

Se exceptúan de lo previsto en el párrafo anterior, los términos relativos al incidente de suspensión. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2156)
Capítulo IV

De las notificaciones

Artículo 27.  Las resoluciones deben ser notificadas a más tardar dentro del día siguiente al en que se hubiesen pronunciado, y se asentará la razón que corresponda inmediatamente después de dicha resolución.

El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero. En las materias civil, mercantil o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y deberán proporcionarse los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización; pero las partes podrán designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere este párrafo.

Las notificaciones al titular del Poder Ejecutivo se entenderán con el Secretario de Estado o Jefe de Departamento Administrativo que deba representarlo en el juicio de amparo, o, en su caso, con el Procurador General de la República, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 de esta ley, de manera que una vez que se haya cumplimentado tal disposición las subsecuentes notificaciones se harán directamente a los funcionarios designados, quienes igualmente intervendrán en las actuaciones procesales procedentes. Las notificaciones al Procurador General de la República le deberán ser hechas por medio de oficio dirigido a su residencia oficial.

PROPUESTAS

Los artículos 27, 29 y 30 de la Ley de Amparo, establecen que las resoluciones deben notificarse dentro del día siguiente al en  que se hubiesen pronunciado; sin embargo, los diversos artículos 187 y  188 de la misma Ley, otorgan a los Tribunales Colegiados, términos de cinco y quince días, a partir de que dicte sentencia o ejecutoria, para su engrose, lo que implica que existe una aparente contradicción entre las disposiciones relativas a las notificaciones, y las que se refieren a los términos para firmar una ejecutoria, ya que por un lado se impone la obligación a los  actuarios de notificar el día siguiente de que se apruebe una resolución, cuando lo correcto sería notificar, en caso de sentencias o ejecutorias, al día siguiente de terminado su engrose, esto con relación a las posibles sanciones a las que se pudieran hacer acreedores los notificadores, al realizarse las visitas de inspección.

En la práctica de la administración de justicia, ha sido un problema grave el relativo a las notificaciones, en cuanto al  término en el que deben realizarse, toda vez que existe una contradicción que aún no se corrige, a saber:

Es necesario, para entender el problema, precisar qué es lo que se entiende por resoluciones, y toda vez que la Ley de Amparo no  lo define, en términos de su artículo 2, que se refiere a la supletoriedad  de esta Ley, tenemos que atender a lo que establece el Código Federal de Procedimientos Civiles, que en su artículo 220, dice: "Las  resoluciones judiciales son decretos, autos o sentencias: decretos, sí se refieren a simples determinaciones de trámite; autos, cuando decidan  cualquier punto dentro del negocio, y sentencias, cuando decidan el fondo del  negocio"

Ahora bien, el numeral de referencia distingue tres especies de resoluciones: decretos, autos y sentencias; de las cuales las dos primeras, son dictadas dentro del procedimiento que siguen los asuntos en un Tribunal Colegiado, por el Presidente del mismo Tribunal, dado que se trata de actos procesales que le dan inicio y continuidad a la solicitud de amparo, tajes como el de admisión, el que turna el expediente, la expedición de copias, archivo del expediente, etcétera, los cuales pueden considerarse como simples determinaciones de trámite; por otro lado, existen los que  desechan la demanda, formulan requerimiento a alguna de las partes dentro del procedimiento, por citar algunos, y que deciden un punto dentro del negocio; y finalmente, aquéllos que necesariamente son dictados por el Tribunal, como órgano colegiado, esto es, que requieren la discusión y  aprobación de cuando menos dos magistrados, y que deciden el negocio en lo  principal, es decir, la sentencia que pone fin al procedimiento.

De lo anterior, resulta lógico establecer que las dos primeras resoluciones mencionadas en el párrafo que antecede, sí pueden ser notificadas en los términos precisados en el artículo 27 de la  Ley de Amparo, es decir, dentro del día siguiente al en que se  pronuncien, dado que no necesitan discutirse ni mayor trámite que el de su emisión  por parte del Presidente del Tribunal Colegiado, en cambio, tratándose de  las sentencias, que si bien son parte del género resoluciones, pero  como ya se dijo, son pronunciadas por el Tribunal funcionado como órgano colegiado, tienen un tratamiento especifico, en virtud de que pueden ser  susceptibles de modificarse o adicionarse en la sesión correspondiente.

Resulta necesario precisar, que en el lenguaje común, se conoce como "engrose" el trámite que en forma interna, se sigue para que sea firmada, o en su caso redactada y firmada, una ejecutoria o  sentencia pronunciada por los Tribunales Colegiados de Circuito, a partir de que en la correspondiente sesión, se falló un asunto; los términos que establece la ley para ello, en su artículo 188, son de cinco y quince días,  atendiendo a si hubo o no adiciones y reformas propuestas por la mayoría, a partir de que se resolvió el caso en consideración.

Sin embargo, en el capítulo respectivo a los plazos en que las resoluciones deben ser notificadas, se establece que es de un día  a partir de que se dicten, sin hacer distinción respecto de si se trata de  decretos, autos o sentencias, ni si las mismas son pronunciadas por Jueces de Distrito, magistrados de Tribunales Unitarios o magistrados  de Tribunales Colegiados, más aún si ante los órganos colegiados, la sentencia debe ser aprobada, autorizada y firmada por los integrantes del propio Tribunal, quienes lo hacen en forma sucesiva, no conjunta.

Por lo anterior, dada la naturaleza de la resolución colegiada que reviste la ejecutoria o sentencia dictada por un Tribunal  Colegiado de Circuito, debe considerarse que el artículo que establece el  procedimiento para que sea firmado o, en su caso redactada, y esté en estado de ser notificada, debe ser congruente con el  relativo a las  notificaciones en general.

Ahora bien, el hecho de que exista una regulación específica para un trámite interno del Tribunal Colegiado, para los casos en que se resuelva el fondo de un negocio, y otra genérica respecto del momento en que comienza a contarse el término para notificar resolución,  parecería ser razón suficiente para considerar que se debe atender a la especie, atendiendo al principio de que la norma especial aplica sobre la norma  general, sin embargo, en las visitas realizadas por el Consejo de la Judicatura, se ha advertido que algunos magistrados visitadores, consideran que todo tipo de resoluciones deben ser notificadas a más tardar, al día siguiente de aquél en que se pronuncian, sin distinguir de qué clase de resoluciones se trata, o de si éstas deben seguir o no, un  procedimiento establecido en Ley, para que puedan ser notificadas.

Por lo anterior es inconcuso que es jurídicamente imposible notificar tal resolución colegiada, si ésta aún  se encuentra en trámite de "engrose", lo que pone de manifiesto la aparente contradicción e incongruencia de las disposiciones contenidas en los artículos 27 y 188 de la Ley de Amparo.

En este orden de ideas, para evitar posibles sanciones injustas a los actuarios de los Tribunales Colegiados, es indispensable  que se reforme el artículo 187, en el sentido que quedó expuesto en el  primer problema analizado, y posteriormente, se adicione al mismo, que una vez  que se haya firmado la sentencia o ejecutoria correspondiente, se proceda en términos del artículo 27 de la misma Ley de Amparo.

CONCLUSIONES

Debe considerarse que a tener las sentencias de los Tribunales Colegiados de Circuito un tratamiento específico dentro de la Ley Amparo, ello lleva a estimar que el término para que sean notificadas  dichas sentencias, debe ser congruente con el mismo, esto es, que deberá contarse a partir de que concluya el trámite conocido como engrose.

Una solución práctica a tal problema, es que se adicione el artículo 187 de Ley de Amparo, ya reformado en los términos propuestos anteriormente, para establecer que una vez que la sentencia se encuentre firmada, deberá procederse en términos del artículo 27 de la misma ley, adicionando lo siguiente:

"...Una vez hecho lo anterior, se procederá en los "términos del artículo 27 de esta misma ley." (María del Rosario Mota Cienfuegos, Tomo I, páginas 467 a 472)

2. Propongo reformar el artículo 27, párrafo primero, de la Ley de Amparo, a efecto de que se supriman las palabras “a cualquier persona con capacidad legal”, de la disposición que establece:

“El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada…”, pues esta disposición en la actualidad y desde hace mucho tiempo es absolutamente obsoleta e inoperante, ya que si bien existen muchas personas con capacidad legal, en realidad el tecnicismo y la metodología específica del juicio de amparo, incluyendo su terminología y sus instituciones procesales exclusivas, no permiten que “cualquier persona”, pueda gestionar el juicio de garantías, esto como una cuestión evidentemente que no requiere mayor demostración, pero además el uso forense ante los Juzgados Federales, de acuerdo con la legislación de Profesiones, obliga a que en el juicio de amparo se tengan por autorizado únicamente a quien acredite poseer patente profesional para ejercer la profesión de abogado, o bien de Licenciado en Derecho. En consecuencia, el citado artículo 27 solamente debe permitir la autorización a quienes demuestren encontrarse en ejercicio de la citada profesión. (Bulmaro Corral Rodríguez, Tomo II, páginas 874 y 875)

Los artículos 27, 28, 29, 30 cabría redactarlos nuevamente, de manera que sean más concisos, por ejemplo: el párrafo segundo del artículo 27 podría quedar de la siguiente manera, “Las partes podrán designar para oír notificaciones a una persona con capacidad legal, con facultades para promover en el juicio o realizar cualquier acto en defensa del autorizante, facultad que será indelegable y que sólo  podrá ser ejercitada por abogados con cédula profesional.  Los tribunales llevan un registro de cédulas profesionales. Si el autorizado carece de cédula profesional, sólo podrá oír notificaciones y consultar los autos”.

“El emplazamiento el titular del Poder Ejecutivo se entenderá con quién debe representarlo, en los términos del artículo 19 de la Ley de Amparo; las subsecuentes notificaciones se entenderán con el representante”. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1047)

Art. 27.- ... el agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades a un tercero.

Enmienda.

Art. 27.- Mismo texto, adicionando:... TAMPOCO PODRÁ DESISTIRSE DEL JUICIO DE AMPARO.

Motivos.

Si bien la autorización para oír notificaciones es una forma procesal de representación similar al mandato, para desistirse del juicio de amparo tratándose del mismo, se necesitan facultades especiales, de aquí que con mayor razón el autorizado para oír notificaciones carezca de facultades para presentar tal desistimiento por las consecuencias jurídicas que el mismo implica. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán, Tomo II, páginas 1140 y 1141)

Artículo 27.-  Las resoluciones deberán ser notificadas a más tardar dentro,……..

El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en………

LAS NOTIFICACIONES A LOS TITULARES DE LOS PODERES EJECUTIVOS FEDERAL, ESTATAL, JEFE DE GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL Y PRESIDENTES MUNICIPALES SE ENTENDERAN CON LOS FUNCIONARIOS QUE DEBAN REPRESENTARLOS EN EL JUICIO DE AMPARO O EN SU CASO CON EL PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA, LOS PROCURADORES GENERALES DE LOS ESTADOS, EL PROCURADOR GENERAL DEL DISTRITO FEDERAL, LOS SÍNDICOS JUDICIALES DE LOS MUNICIPIOS RESPECTIVAMENTE, DE ACUERDO CON LO DISPUESTO EN EL ARTICULO 19 DE ESTA LEY, de manera que….. LAS NOTIFICACIONES A LOS PROCURADORES GENERALES DE LA REPÚBLICA, DE LOS ESTADOS, DEL DISTRITO FEDERAL Y SÍNDICOS JUDICIALES, LES DEBERÁN SER HECHAS POR MEDIO DE OFICIOS DIRIGIDOS A SUS RESIDENCIAS OFICIALES.

Motiva esta propuesta el hecho consecuente, de las realizadas y expresadas en los artículos 1 y 19 de la Ley de Amparo y a que ninguno de estos tres preceptos consideraba a los Estados y Distrito Federal y Municipios de esta forma se consolida congruentemente el aspecto de notificaciones a estas personas morales públicas, con los del objeto del amparo al resolver toda controversia suscitada por normatividad jurídica o actos de las autoridades indicadas en el armoniza 1º. de esta propuesta de reforma de la Ley de Amparo así mismo se armoniza con lo propuesto respecto a la representación de las autoridades responsables en el Juicio de Amparo, en sus modalidades de ser representadas, como se estableció en la propuesta del artículo 19.(Julián Andrade Requena , Tomo II, páginas  1270 y 1271)
V.-  EXPOSICION DE MOTIVOS.-  Una de las características principales de este proyecto que se propone, es que aquellas personas que por su situación individual tengan alguna desventaja en el entendimiento, de cuales son sus derechos frente a las leyes o actos de autoridad, y cual es la mejor manera de defenderse desde el punto de vista jurídico; y toda vez que el juicio de amparo les otorga este beneficio de defensa, es importante que el Juez Federal como una de las Autoridades encargadas del control constitucional, supervise que inclusive dentro del propio procedimiento del Amparo queden debidamente protegidas las citadas personas, por lo que considero oportuna la siguiente adición a la ley de la materia.

PROYECTO.-  (adicionar el párrafo final del artículo 27 lo siguiente)  El juez tendrá especial cuidado con las notificaciones que se hagan a cualquiera de las personas a que se refiere el artículo 7 de esta ley, así como a sus representantes legítimos, para que se cumplan todas las formalidades del procedimiento.(Alejandro V. Pintos Romero, Tomo II, página 1376)

La propuesta tiene como razón que existe en los Tribunales gran número de juicios y recursos en materia de amparo se interponen bajo la dirección de abogados que, aun a sabiendas de que no asiste la razón al quejoso o las partes en el procedimiento, sólo tienen como finalidad retardar la aplicación de la ley u obtener prerrogativas suspensionales indebidas.

Esta situación puede ser evitada previendo sanciones para los profesionistas y no sólo para las partes en el juicio y no únicamente pecuniarias, sino de suspensión en su ejercicio profesional.

TEXTO CON MODIFICACIÓN

ARTICULO 27.- Las resoluciones  dictadas en los juicios de amparo en materia penal deben ser notificadas a más tardar dentro del día siguiente al en que se hubiesen pronunciado, en las restantes materias dentro de los tres días siguientes, y se asentará la razón que corresponda inmediatamente después de dicha resolución.


El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero. En las materias civil, mercantil o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y deberán proporcionarse los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización; pero las partes podrán designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere este párrafo.

El abogado autorizado en los términos del párrafo que antecede deberá, además, acreditar su aptitud profesional mediante la certificación que expida el órgano estatal correspondiente y podrá ser  sancionado con la suspensión temporal y hasta definitiva en el ejercicio de la profesión, si se demuestra su actuación irregular al interponer demandas o recursos notoriamente improcedentes que sólo tengan como finalidad el retraso en la aplicación de la justicia o la obtención de prerrogativas que únicamente a través del procedimiento de amparo pudo obtener.


Las notificaciones al titular del Poder Ejecutivo se entenderán con el Secretario de Estado o Jefe de Departamento Administrativo que deba representarlo en el juicio de amparo, o, en su caso, con el Procurador General de la República, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 de esta ley, de manera que una vez que se haya cumplimentado tal disposición las subsecuentes notificaciones se harán directamente a los funcionarios designados, quienes igualmente intervendrán en las actuaciones procesales procedentes. Las notificaciones al Procurador General de la República le deberán ser hechas por medio de oficio dirigido a su residencia oficial. (María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, páginas  1388 a 1393)

Párrafos primero y segundo iguales al vigente.

Las notificaciones a titulares de los Ejecutivos Federal, Estatal y Jefe de Gobierno del Distrito Federal, se entenderán... o en su caso con el Procurador General de Justicia... (David Ancira Martínez, Tomo III, páginas 1908 y 1909)

ARTÍCULO 27. Las resoluciones deben ser notificadas a más tardar dentro del día siguiente al en que se hubiesen pronunciado, y se asentará la razón que corresponda inmediatamente después de dicha resolución.

El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero. En las materias civil, mercantil o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y deberán proporcionarse los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización; pero las partes podrán designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere este párrafo.

Las notificaciones al titular del Poder Ejecutivo se entenderán con el Consejero Jurídico del Gobierno Federal, o bien con quien deba representarlo en el juicio de amparo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 de esta ley, de manera que una vez que se haya cumplimentado tal disposición las subsecuentes notificaciones se harán directamente a los funcionarios designados, quienes igualmente intervendrán en las actuaciones procesales procedentes. Las notificaciones al  Consejero Jurídico del Gobierno Federal deberán ser hechas por medio de oficio dirigido a su residencia oficial.

*Nota aclaratoria: En el párrafo que antecede se eliminó  “Secretario de Estado o Jefe de Departamento Administrativo y además se sustituyó al Procurador General de la República por el Consejero Jurídico del Gobierno Federal” (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2156 y 2157)

ARTÍCULO 27.-  Las resoluciones deben ser notificadas a más tardar dentro del día siguiente al en que se hubiesen pronunciado, y se asentará la razón que corresponda inmediatamente después de dicha resolución. 

El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero.  En las materias civil, mercantil o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, y deberán proporcionarse los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización; pero las partes podrán designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los autos, a cualquier persona con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere este párrafo.

Los emplazamientos a los terceros perjudicados, en el juicio constitucional, se efectuarán en el domicilio que éstos hubieren señalado para recibir notificaciones en los juicios ordinarios de donde emane el acto reclamado.

Las notificaciones al titular del Poder Ejecutivo se entenderán con el Secretario de Estado o Jefe de Departamento Administrativo que deba representarlo en el juicio de amparo, o, en su caso, con el Procurador General de la República, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 de esta Ley, de manera que una vez que se haya cumplimentado tal disposición las subsecuentes notificaciones se harán directamente a los funcionarios designados, quienes igualmente intervendrán en las actuaciones procesales procedentes.  Las notificaciones al Procurador General de la República le deberán ser hechas por medio de oficio dirigido a su residencia oficial. (Salvador Bravo Gómez, Tomo V , páginas 21 y 22)

Establece el artículo 27 de la ley de amparo, en su segundo párrafo, que el quejoso y el tercer perjudicado podrán autorizar a cualquier persona, que tenga capacidad legal, para oír y recibir notificaciones, convirtiéndose ésta en un verdadero mandatario judicial puesto que se le permite que, en nombre de aquéllos, realice todos los actos procesales tendientes a obtener la protección de la justicia federal, el propio párrafo consigna una limitante que es la de no substituir o delegar las facultades del mandato a terceras personas. En el mismo párrafo se exige en las materias civil, mercantil o administrativo, que la persona autorizada debe acreditar encontrarse legalmente facultada para ejercer la profesión de abogado, la cual no se encuentra regulada en la normatividad correspondiente a la dirección general de profesiones.

Como puede advertirse del párrafo que antecede, se permite que en toda materia, salvo las expresamente señaladas, se autorice a cualquier persona para comparecer al juicio de garantías, con la única limitante de que tenga capacidad de goce y de ejercicio. Se propone que sea reformado el párrafo correspondiente del citado artículo 27, para dar cabida a las personas que ejercen la profesión de licenciado en derecho y se exija, en cualquier materia, incluyendo la penal, la participación de los peritos juristas quienes deberán autorizar con su firma y con el dato relativo de su cédula profesional, todas las promociones y todas las comparecencias que haga el interesado o bien, el suscribir tales promociones autorizándolas con su firma. En las condiciones apuntadas, se propone la reforma del artículo 27, segundo párrafo de la ley de amparo, que deberá quedar redactado de la siguiente manera:

“art. 27…

El agraviado y el tercer perjudicado podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre a cualquier persona que ejerza la profesión de licenciado en derecho, quien autorizará con su firma y con el número de cédula profesional todas las promociones que tiendan a impulsar el procedimiento respectivo. Dicha persona quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos del promovente, pero no podrá sustituir o delegar dichas facultades en un tercero. Las partes podrán designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los autos, sin que goce de las demás facultades a que se refiere este párrafo. Sin el requisito de la firma y de la cédula profesional en las promociones, no se le dará trámite a ninguna de ellas, incluyendo el escrito inicial del cual, en caso de que le falte este requisito, se prevendrá al quejoso para que lo subsane, so pena de tener por no interpuesta la demanda”. (José Antonio Gómez-Cambrón, Tomo V , páginas 52 a 54)

ARTICULO 29.- 
El agraviado y el tercero perjudicado podrán autorizar a personas con capacidad legal solamente para oír notificaciones e imponerse de los autos.

El quejoso y el tercero perjudicado podrán autorizar para que intervengan en el juicio, en su nombre, a cualquier persona con capacidad legal, quien quedará facultada para interponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir pruebas, alegar en las audiencias, solicitar su suspensión o diferimiento, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad o sobreseimiento por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero. 

En las materias civil, mercantil o administrativa, la persona autorizada conforme a la primera parte de este párrafo, deberá acreditar encontrarse legalmente autorizada para ejercer la profesión de abogado, o registrar su cédula profesional de abogado en el libro respectivo del juzgado o tribunal. La Secretaría, al dar cuenta, deberá certificar haber tenido a la vista dicho documento o la existencia del registro. En todo caso el juez deberá precisar bajo su responsabilidad en el auto respectivo, el alcance de la autorización conferida. Si el juez no define el alcance de dicha autorización, deberá entenderse que fue otorgada en los términos del párrafo primero de este artículo. En el caso en que cualquiera de las partes o los autorizados no estén conformes con ese auto, podrán ocurrir en aclaración ante el propio órgano dentro del término de tres días contados a partir de aquél en que surta efecto la notificación; contra el auto aclaratorio, no procederá recurso alguno. 

La primera notificación al titular del Poder Ejecutivo se entenderá con el Consejero jurídico del Gobierno Federal; las subsecuentes, con quien haya conferido su representación de acuerdo con lo previsto en el artículo 21 de esta ley. Las notificaciones al Consejero Jurídico del Gobierno Federal se harán por medio de oficio dirigido a su residencia oficial.

COMENTARIO.- El proyecto reproduce conducentemente el dispositivo contenido en la ley vigente, sin embargo de manera innovadora propone que la Secretaría del órgano jurisdiccional correspondiente certifique haber tenido a la vista el documento justificativo de la autorización profesional (cédula), y en caso de que las partes no estén de acuerdo con el auto relativo, podrá acudir en aclaración ante la propia autoridad de amparo.

Ahora bien, el tema sobre abundamiento de los medios impugnatorios en el juicio de amparo es muy controvertible, por tanto la opinión particular es que no debería adicionarse la Ley de Amparo en ese sentido, en virtud de que paralelamente a los procedimientos sumarios, la importancia que reviste el juicio de garantías debe asegurar la solución del asunto en un término no muy prolongado, lo cual no sería posible si las partes pudieran interrumpir la secuela procesal haciendo uso de tal o cual medio de defensa, por tanto, al margen de que pudiera considerarse benéfico para las partes la promoción del aludido recurso de “aclaración”, en el caso concreto sobre el reconocimiento del carácter de autorizado en el juicio de amparo, no puede operar la consumación procesal, esto es, que la representación en el juicio de garantías pudiera perfeccionarse y por lo tanto bastaría una nueva petición en ese sentido. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 117 a 120)

CUARTA: Cuando las partes en el Amparo, para integrar sus archivos propios o para realizar estudios de los documentos e informes que obran agregados en actuaciones requieren de copias simples, en la práctica se indica que debe solicitarse por escrito, al cual debe recaer el acuerdo de expedición y se entregan los documentos una vez publicada en la lista de acuerdos la resolución.

Esto trae como consecuencia empleo de esfuerzo y tiempo tanto para las partes como del tribunal, y es uno de los factores que dificulta el acceso a la justicia.

Recientemente fue reafirmado el Código de Comercio en donde se establece la posibilidad de que a petición verbal, y sin necesidad de acuerdo judicial se entreguen copias simples de las actuaciones a los abogados y a las partes, en algunos juzgados se toma nota y recibo de los documentos antes indicado para tener constancia de ello.

La legislación de amparo podría recoger dicho criterio en aras de la simplicidad en el trámite del amparo proponiéndose en consecuencia adicionar el artículo 27 de la Ley de Amparo y que quedaré como párrafo tercero, y el actual tercero quedaré en cuarto lugar. El párrafo tercero en su caso diría:

“El quejoso o su autorizado podrán pedir verbalmente la expedición y entrega de copias simples de las actuaciones del Juicio de amparo incluyéndose los informes con justificación y probanzas aportadas, la autoridad de amparo las expedirá sin necesidad de acuerdo expreso recabando si lo estimare oportuno recibo de su entrega”. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 192 y 193)

Artículo 28 .  Las notificaciones en los juicios de amparo de la competencia de los juzgados de Distrito, se harán:

I.  A las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, por medio de oficios que serán entregados en el domicilio de su oficina principal, en el lugar del juicio por el empleado del juzgado, quien recabará recibo en el libro talonario cuyo principal agregará a los autos, asentando en ellos la razón correspondiente; y fuera del lugar del juicio, por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, el cual se agregará a los autos. Cuando no existiere el libro talonario, se recabará el recibo correspondiente;

PROPUESTAS

Es posible que ante el avance tecnológico y científico de este fin de siglo, la Ley de Amparo siga estimando como los medios más rápidos para comunicar sus proveídos y sentencias del correo y telégrafo, a pesar de la existencia de otros medios mucho más eficientes, pero sin posibilidad de ser usados, aún en casos urgentes, por falta de normas jurídicas que así lo permitan. (Mario Pérez de León Espinosa, Tomo I, página 553)

Enmienda.

Art. 28 Fracción I.- Mismo texto con la siguiente adición: EN CASOS DE URGENCIA SE EMPLEARÁ TELÉGRAFO, TELÉFONO, FAX, INTERNET O CUALESQUIERA OTRO DE LOS MEDIOS QUE PERMITA EL ADELANTO CIENTÍFICO O TECNOLÓGICO.

Motivos.

Es hecho notorio la lentitud del correo, debiendo superarse con los modernos medios de comunicación señalados, para los casos de urgencia destacadamente tratándose de la suspensión de los actos reclamados. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán, Tomo II, páginas  1141 a 1142)

4.- De acuerdo a la fracción I del artículo 28 de la Ley de Amparo, las notificaciones que se hagan a las autoridades que actúen como responsables o como terceros perjudicados en la primera instancia de los juicios de amparo indirecto, se hará por oficio, lo que en realidad equivale a una notificación personal,  lo que hace que el juzgado pierda tiempo notificando por oficio (personalmente) todos los acuerdos a las autoridades; sin embargo lo que sucede es que los juzgados de distrito no siempre notifican todos los acuerdos a las autoridades o cuando menos no lo hacen por oficio, lo que vicia de nulidad al procedimiento, por ello creo que debería reformarse esa fracción para que sólo se notificarán por oficio a las autoridades los autos que admitan o desechen una demanda o un recurso, los que declaren la competencia o incompetencia del juzgado de distrito y las sentencias que sobresean el juicio, concedan o nieguen el amparo, señalen fecha para la celebración de la audiencia constitucional o de una diligencia, así como las que estime pertinente el juez, pero las demás deberían hacerse por lista.

Cabe aclarar que no existe inconveniente para ello, pues incluso así se les hacen las notificaciones a las mismas autoridades en los amparos indirectos en revisión y en los amparos directos tramitados ante los Colegiados o la Corte. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1627 y 1628)

A).- En materia de NOTIFICACIONES.

MOTIVOS.- En amparos Indirectos han existido resoluciones dictadas en revisión en las que se exige por el Juez de Distrito el cumplimiento inmediato, sin que la autoridad responsable conozca los términos de la resolución de Segunda Instancia porque no le es remitida ésta por lo que se sugiere:

Exigir que al notificar una resolución de Segunda Instancia se remitan copias certificadas de esta última.  Y en los casos de las resoluciones de Primera Instancia de las que sí se remiten copias autorizadas, que éstas sean legibles. (Ciro Juárez González, Tomo IV, página 2762).
II.  Personalmente, a los quejosos privados de su libertad, ya sea en el local del juzgado o en el establecimiento en que se hallen recluidos, si radican en el lugar del juicio; o por medio de exhorto o despacho si se encontraren fuera de él.

Lo anterior se observará, salvo el caso de que los quejosos hubiesen designado persona para recibir notificaciones o tuviesen representante legal o apoderado;

También deberán notificarse personalmente a los interesados los requerimientos o prevenciones que se les formulen.

PROPUESTAS

3. Propongo adicionar el artículo 28, fracción II, último párrafo de la Ley de Amparo, a fin de que en todos los casos se notifiquen personalmente las sentencias definitivas y sentencias interlocutorias que lleguen a pronunciarse durante la tramitación del juicio de amparo en lo principal, y en sus incidentes, particularmente el incidente de suspensión, pues el reiterado uso forense de notificar por lista esas resoluciones cuando aparecen pronunciadas con la misma fecha de la celebración de la audiencia que las precede, ubica continuamente al interesado en estado de indefensión, ya que para éste es sumamente difícil conocer cuándo las labores del Juzgado permitirán el pronunciamiento de la resolución correspondiente, es decir, si en la misma fecha de la audiencia o en una posterior incierta.

Propongo además, que en el acto de notificación, se acepte la petición verbal por parte del interesado, de la expedición de copia de la resolución notificada, lo que por lo demás ya autoriza el artículo 3º de la Ley de Amparo. (Bulmaro Corral Rodríguez, Tomo II, página 875)

1.- El artículo 28, fracción III, de la Ley de Amparo, a propósito de las notificaciones por lista en los juicios de amparo de la competencia de los juzgados de Distrito, dispone: “La lista se fijará a primera hora de despacho del día siguiente al de la fecha de la resolución.” Esta disposición es aplicable, en lo conducente, a “Las notificaciones en los juicios de amparo del conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de los Tribunales Colegiados de Circuito, y las que resulten de los procedimientos seguidos ante la misma Corte o dichos Tribunales, con motivo de la interposición de cualquier recurso, o de la tramitación de cualquier asunto relacionado con el juicio de amparo.” (Artículo 29, párrafo primero y fracción III, de la misma Ley de Amparo). No encuentro disposición expresa sobre el particular para los juicios de amparo de la actual competencia legal de los tribunales Unitarios de Circuito.

Es ampliamente conocido que, por el cúmulo de trabajo que actualmente existe en los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, una gran parte de las resoluciones que se emiten diariamente las firma el presidente de Tribunal Colegiado, el magistrado del Tribunal Unitario o el juez de Distrito cerca de la hora en que concluye el lapso de atención al público y que, en principio, se ha considerado el límite de la jornada laboral diaria para el personal de apoyo, o que se firmen por la tarde, por la noche o en las primeras horas de día siguiente. Esto origina que difícilmente se cumpla con la disposición de que la lista se fije “a primera hora de despacho del día siguiente al de la fecha de resolución”, pues en muchos lugares hay una reticencia del personal de apoyo de quedarse varias horas más allá de la en que concluye el lapso de atención al público, o de volver por la tarde por múltiples problemas como son el de transporte, el económico o lo indefinido de la jornada laboral. La firma de las resoluciones en los tiempos señalados también ha originado las llamadas “listas complementarias” que en ocasiones se fijan hasta las doce o trece horas de día. Esta práctica, obviamente no prevista en la Ley, puede provocar que una persona asista a temprana hora al juzgado o tribunal y se retire convencido de que no se ha emitido algún acuerdo, pero posteriormente se entere que se le computó algún término con base en una notificación por lista fechada el día que se retiró con la idea de que no se había emitido la resolución.

Por tanto, de no considerarse conveniente que las notificaciones por lista en las hipótesis señaladas se hagan de diversa manera, PROPONGO que en la nueva ley, el artículo correspondiente al actual artículo 28, en lo conducente, diga: “Las notificaciones en los juicios de amparo de la competencia de los juzgados de Distrito, se harán: 

I...

II...

III... La lista se fijará a primera hora de despacho de los dos días siguientes al de la fecha de la resolución, sin perjuicio de que los interesados puedan ocurrir a preguntar por y a enterarse de determinada resolución...”

Si bien pareciera demorar el procedimiento, éste tendría más firmeza. (José Manuel Mojica Hernández, Tomo IV, páginas 2293 y 2294).

III.  A los agraviados no privados de la libertad personal, a los terceros perjudicados, a los apoderados, procuradores, defensores, representantes, personas autorizadas para oír notificaciones y al Ministerio Público, por medio de lista que se fijará en lugar visible y de fácil acceso, del juzgado. La lista se fijará a primera hora de despacho del día siguiente al de la fecha de la resolución. Si alguna de las partes mencionadas no se presenta a oír notificación personal hasta las catorce horas del mismo día, se tendrá por hecha, poniendo el actuario la razón correspondiente.

En la lista a que se refiere el párrafo anterior, se expresará el número del juicio o del incidente de suspensión de que se trate; el nombre del quejoso y de la autoridad o autoridades responsables y síntesis de la resolución que se notifique.

PROPUESTAS

La necesaria notificación al representante social adscrito al juzgado penal responsable de la presentación de la demanda, cuando los actos reclamados sean resoluciones jurisdiccionales.

¿Cuál es la trascendencia de definir la situación procesal del Ministerio Público adscrito al juzgado penal de donde deriva el acto jurisdiccional reclamado? 

Para efectos prácticos considero es la forma en que se le hará notificación de la presentación de la demanda, y ante la falta de disposición expresa para el caso específico, la diversidad de criterios sostenidos por los Jueces de Distrito, y sus consecuencias procesales, en la forma de realizar la notificación de la demanda hasta la exigencia de copias adicionales del escrito de garantías, a pesar de que como adelante se expone, tampoco fue reformado el artículo 120 de la Ley de Amparo.

En la notificación de la demanda es necesario atender a las formalidades de las notificaciones en los juicios de amparo de la competencia de los Juzgados de Distrito, contenidas en el artículo 28 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, del tenor siguiente:… 

De la anterior transcripción queda de manifiesto que, entre las formalidades de las notificaciones en los juicios de amparo tramitados ante los Jueces de Distrito, no está comprendida en forma expresa la notificación al Ministerio Público adscrito al juzgado responsable, pues es patente que esa disposición es anterior a la adición del último párrafo del artículo 155 de la Ley de Amparo, aunado a que no fue reformado conjuntamente a dicho precepto legal que impone notificar la presentación de la demanda de amparo.

¿Cuáles son entonces las posibilidades para efectuar la notificación exigida actualmente por la ley reglamentaria?

Entre otras, hemos conocido las siguientes:

• 1ª. Enviar oficio en forma directa al agente del Ministerio Público adscrito al juzgado penal de donde deriva el acto reclamado, haciendo de su conocimiento la presentación de la demanda y la posibilidad de formular alegatos por escrito.

• 2ª. Notificar mediante oficio al agente del Ministerio Público adscrito al juzgado penal al que se atribuye el acto reclamado, con copia de la demanda de amparo.

• 3ª. Dependiendo del número de autoridades señaladas como responsables (ejemplo: todos los Jueces comunes y federales en el Distrito Federal), esperar a que llegue el informe y obtenida la certeza del acto, notificar exclusivamente al Ministerio Público adscrito al juzgado que emitió el acto reclamado, o de ser un solo Juez responsable, notificarle mediante oficio.

• 4ª. Solicitar al Juez penal responsable que, en caso de ser cierto el acto reclamado, notifique en el expediente de donde deriva dicho acto al Ministerio Público la presentación de la demanda de amparo, y que se encuentra en posibilidad de formular alegatos por escrito; debe enviar el Juez penal la constancia de notificación al Juez de Distrito.

En lo personal me inclino por la cuarta opción; enseguida, expreso cuáles considero que son los inconvenientes de las restantes posturas, sin que ello implique necesariamente que la última opción sea la correcta.

1ª. Opción: Enviar oficio en forma directa al agente del Ministerio Público adscrito al juzgado penal de donde deriva el acto reclamado, haciendo de su conocimiento la presentación de la demanda y la posibilidad de formular alegatos por escrito.

Pienso que multiplica el envío de correspondencia oficial; es frecuente la presentación de demandas de amparo en contra de órdenes de aprehensión, con el señalamiento de múltiples autoridades jurisdiccionales, siendo que, en la mayoría de los supuestos, podría sólo uno de los Jueces ser el responsable del acto reclamado; sin embargo, como previamente se desconoce quién dictó el acto jurisdiccional, debe enviarse oficio a todos los agentes del Ministerio Público adscritos.

El artículo 155, último párrafo, de la Ley de Amparo, dice "... El Ministerio Público que actúe en el proceso penal...", hipótesis que es susceptible de interpretarse como aquel representante social adscrito al juzgado penal respecto del cual sí es cierto el acto reclamado; de donde, notificarle a un agente adscrito a un órgano jurisdiccional que no emitió el acto reclamado puede considerarse innecesario e incluso improcedente. Además, no existe en principio apoyo legal para notificarle por oficio.

2ª. Opción: Notificar mediante oficio al agente del Ministerio Público adscrito al juzgado penal al que se atribuye el acto reclamado, con copia de la demanda de amparo.

Genera desde luego un requerimiento adicional al quejoso, la exhibición de copia de la demanda de amparo para cada uno de los agentes del Ministerio Público adscritos a los juzgados penales señalados como responsables.

Tal proceder resulta cuestionable a la luz del artículo 120 de la Ley de Amparo, que dispone:

"[...].- Con la demanda se exhibirán sendas copias para las autoridades responsables, el tercero perjudicado si lo hubiere, el Ministerio Público, y dos para el incidente de suspensión si se pidiera ésta y no tuviera que concederse de plano conforme a esta ley."

Sin dejar de advertir que, relacionando dicho artículo con el diverso numeral 5º de la ley reglamentaria, se refiere a las restantes partes en el juicio diversas al quejoso; por lo tanto, aun cuando se establezca el Ministerio Público es de considerarse como el Ministerio Público Federal.

Independientemente de lo opinable que resulta requerir la copia adicional, propicia también el dictado de un primer acuerdo por el Juez de Distrito requiriendo las copias adicionales para el Ministerio Público adscrito al juzgado penal responsable, con el probable desconcierto de la parte quejosa, quien se ve constreñida a exhibir copias adicionales a las que ordinariamente requiere el artículo 120 de la Ley de Amparo; el envío de más correspondencia oficial, y el conocimiento innecesario por el representante social de una adscripción en la cual no existe el acto reclamado.

3ª. Opción. Dependiendo del número de autoridades señaladas como responsables (ejemplo: todos los Jueces comunes y federales en el Distrito Federal), esperar a que llegue el informe y obtenida la certeza del acto, notificar exclusivamente al Ministerio Público adscrito al juzgado que emitió el acto reclamado, o de ser un solo juez responsable, notificarle mediante oficio al representante social .

Es cuestionable la notificación por oficio; puede llegar a dilatar el trámite del amparo si no se cuenta con el informe oportunamente, y más aún si la autoridad responsable es omisa en rendirlo.

4ª. Opción: Solicitar al Juez penal responsable que, en caso de ser cierto el acto reclamado, notifique en el expediente de donde deriva dicho acto al Ministerio Público la presentación de la demanda de amparo, y que se encuentra en posibilidad de formular alegatos por escrito. Debe enviar el Juez penal la constancia de notificación al Juez de Distrito.

Cabe sostener que simplifica en principio el trámite del amparo, no se le exigen más copias al quejoso, no se envían oficios adicionales, no se notifica al Ministerio Público adscrito si no es cierto el acto reclamado.

Sin embargo, ¿cuál podría ser uno de los defectos de esta opción?

No está prevista esta forma de notificar en el artículo 28 de la Ley de Amparo, pues el agente del Ministerio Público adscrito al juzgado responsable no es autoridad responsable, ni es autoridad tercera perjudicada, esto último porque no se está en los supuestos del artículo 5º, fracción III, de la ley reglamentaria en consulta; de haber un tercero perjudicado, dada la naturaleza penal del asunto, tendría que ser el ofendido o las personas que, conforme a la ley, tengan derecho a la reparación del daño a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, si es que los actos afectan dicha responsabilidad. Desde luego que no se trata de la notificación por lista al Ministerio Público, prevista en la fracción III, del artículo 28 de la Ley de Amparo.

Empero, en las dos primeras opciones tampoco está prevista la notificación por oficio por el artículo 28 de la ley invocada.

¿Cuál es entonces el fundamento legal para realizar la notificación por conducto del Juez responsable?

Es susceptible de aplicarse el artículo 30, primer párrafo, de la ley reglamentaria, que dice:

"[...].- No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, la autoridad que conozca del juicio de amparo, del incidente de suspensión o de los recursos correspondientes, podrá ordenar que se haga personalmente determinada notificación a cualquiera de las partes, cuando lo estime conveniente; y, en todo caso, el emplazamiento al tercero perjudicado y la primera notificación que deba hacerse a persona distinta de las partes en el juicio, se harán personalmente."

Como antes se dijo, resulta discutible que el Ministerio Público adscrito al juzgado penal responsable sea parte en el juicio de amparo; atento a lo cual, con apoyo en el párrafo primero del artículo 30 de la Ley de Amparo, el Juez de Distrito está en aptitud legal de mandar notificar la presentación de la demanda al representante social de la adscripción del tribunal que emitió el acto reclamado, que consiste en esencia en la primera notificación que deba hacérsele. No es necesario correrle traslado con copia de la demanda, en primer lugar porque el artículo 120 del ordenamiento citado no se reformó, además de que al estar adscrito al juzgado responsable, puede imponerse de los autos donde el órgano jurisdiccional penal acuerde la rendición de su informe con vista en la copia de la demanda que a dicho juzgador se le envíe.

Podemos sostener que para efectos del juicio de garantías, acorde con los artículos 5º y 120 de la Ley de Amparo, el Ministerio Público que actúa en el proceso de donde derivan los actos reclamados, no es parte estrictamente; considerarlo parte generaría la necesaria entrega de copia de la demanda, interrogatorios, cuestionarios, notificación de la sentencia, etcétera.

Claro está que resulta difícil sostener que si no es parte es un auxiliar, como los testigos o los peritos, pues sí tiene interés en que se dicte sentencia que le beneficie. Será entonces una parte secundaria con sólo la posibilidad de alegar por escrito. (José Eduardo Téllez Espinoza, Tomo I, páginas 288 a 296)

En relación con la utilización de los medios técnicos para notificar a las autoridades, la ley sólo habla de correos y de telégrafos, lo que en el momento actual es absoleto, por lo que deberá permitirse la utilización de todos los medios de comunicación, como son la transmisión de facsímiles, los correos electrónicos etc.  más aun, debe reflexionarse acerca de si las notificaciones a las partes, incluso las personales, pudieran hacerse por algún medio moderno y desde luego utilizar  esos medios para que las diligencias que deban hacerse fuera de la jurisdicción del Juzgado o Tribunal, se encomiendan a otro Juzgado o Tribunal, mediante la transmisión de facsímiles o mediante la red de computadoras que tienen todos los tribunales federales. 

Los artículos 27, 28, 29, 30 cabría redactarlos nuevamente, de manera que sean más concisos, por ejemplo: el párrafo segundo del artículo 27 podría quedar de la siguiente manera, “Las partes podrán designar para oír notificaciones a una persona con capacidad legal, con facultades para promover en el juicio o realizar cualquier acto en defensa del autorizante, facultad que será indelegable y que sólo  podrá ser ejercitada por abogados con cédula profesional.  Los tribunales llevan un registro de cédulas profesionales. Si el autorizado carece de cédula profesional, sólo podrá oír notificaciones y consultar los autos”.

“El emplazamiento el titular del Poder Ejecutivo se entenderá con quién debe representarlo, en los términos del artículo 19 de la Ley de Amparo; las subsecuentes notificaciones se entenderán con el representante”.

En este capítulo debe disponerse que las notificaciones a las partes se hagan por medio de un boletín diario, como se hace en otros Tribunales.  Y esto hoy es necesario, atento el número de Tribunales Colegiados, Unitarios y Juzgados de Distrito que existen,  en especial en las Ciudades de México, Guadalajara, Monterrey, etc. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1046 y 1047)

Artículo 28.-  Las notificaciones en los Juicios de Amparo de la competencia de los Juzgados de Distrito se harán:

I.-  A las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados por medio de oficios que serán entregados en el domicilio de su oficina principal, en el lugar del juicio por el empleado del juzgado, quien recabará recibo eh el libro talonario cuyo principal agregará a los autos, asentando en ellos la razón correspondiente y fuera del lugar del juicio por correo, telégrafo, fax e internet ( Correo Electrónico ), en pieza certificada con acuse de recibo.

II.-  Esta propuesta obedece a que el adelanto e la tecnología aplicada a los medios comunicativos ha rebasado  los medios tradicionales empleados para las acciones notificatorias, además de que no contempla el uso del teléfono del artículo en comento en su redacción original. (Julián Andrade Requena, Tomo II, página 1273)

Artículo 28, agregar una fracción que sería la II Bis, que diga:

“personalmente las sentencias definitivas y las que nieguen la suspensión que se pronuncien en los amparos que se tramitan ante los Juzgados de Distrito y los Tribunales Colegiados”.(Félix Galindo D. B., Tomo II, páginas  1366 y 1367)

5.- Otro aspecto que valdría la pena tomar en cuenta es aprovechar los adelantos tecnológicos en la eficiencia y seguridad de la notificación de las resoluciones y diligenciación de exhortos, pues siempre y cuando el avance técnico lo permitiera y los profesionales de la materia certificaran la seguridad de los sistemas, las notificaciones personales y por oficio podrían hacerse por correo electrónico
, los exhortos y anexos enviarse por medios electrónicos al juez exhortado y éste, independientemente de remitir en original el exhorto diligenciado, enviar por medios electrónicos una copia certificada de éste, y los acuerdos consultarse por Internet; incluso esta solución tendría mayores beneficios pues podría bajar sustancialmente el número de abogados y pasantes consultando expedientes, con la consecuente distracción de los funcionarios judiciales, lo que permitiría que éstos estuvieren más concentrados en sus audiencias, acuerdos y sentencias; más aún podría haber una etapa de experimentación, para que sólo a aquéllos que se inscribieran en un registro, se les hicieran por correo electrónico las notificaciones personales y pudieran consultar los acuerdos por computadora y, posteriormente, de acuerdo al resultado de la prueba continuar o no con esta propuesta.

6.- Un reclamo válido en el foro, es la urgencia de que el Poder Judicial Federal publique un Boletín con los acuerdos del día anterior y de esta manera en lugar de notificarlos por lista, se notifique por Boletín. Durante algún tiempo a mediados de los años ochentas y de manera extraoficial, la lista estuvo apareciendo diariamente en algún periódico que si mal no recuerdo era El Nacional, razón por la que no existe dificultad, máxime con los adelantos técnicos que se tienen en la actualidad, lo único que falta es la decisión para hacerlo y una coordinación adecuada con todos los juzgados y tribunales federales del país. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1628 y 1629)

Se propone adicionar una fracción IV, para citar mediante edictos locales a los terceros indomiciliados.

Considerando que es muy importante que una Ley como la de Amparo que busca preservar la protección de las garantías individuales, sea una ley que contenga un procedimiento que además de sencillo, sea asequible a cualquiera de los quejosos. Es necesario precisar en el capítulo de notificaciones y específicamente en el artículo 28, la forma y términos para notificar a los terceros perjudicados indomiciliados, porque ha sido un caso frecuente que no es posible avanzar en el procedimiento del Juicio de Garantías, porque el quejoso desconoce el domicilio del Tercero Perjudicado, y en muchas ocasiones tampoco la sabe la Autoridad Responsable, y en la mayoría de las ocasiones el Tercero Perjudicado, o no existe real y físicamente o existiendo no se tiene conocimiento de su domicilio; además de que en ocasiones aún percatándose el tercero perjudicado de la controversia de garantías, se oculta o no tiene interés de comparecer e impide la buena marcha del juicio.

Sobre éste aspecto, ha sido práctica común de los Jueces de Distrito, en primer lugar forzar al Quejoso mediante la amenaza de multa y apremios para que proporcione el domicilio del Tercero Perjudicado, pero como ya lo dijimos no lo sabe,  y ante tal manifestación el Juez trata de forzar a la Autoridad responsable para que ésta emplace al Tercero, pero tampoco ésta Autoridad puede conseguirlo. Entonces, ante la imposibilidad de hacer el emplazamiento en forma personal, el Juez hace uso, a falta de disposición expresa en la Ley de Amparo, de las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles, con la autorización que le concede el artículo 2º de la Ley de Amparo, previa la investigación que se hace del domicilio del tercero perjudicado, de no conseguirse ordena que el emplazamiento se haga por edictos que deberán de publicarse por tres veces dentro de un plazo limitado en un Periódico de mayor circulación a nivel Nacional y además en el Diario Oficial de la Federación. Y con eso se creé que el Tercero Perjudicado se dará por enterado, pero la verdad es muy distinta; todos sabemos que nadie o casi nadie lee los “AVISOS”
 del Diario Oficial de la Federación, ni nadie lee en los Periódicos a nivel Nacional los edictos, pero lo más grave es que los edictos en los Periódicos a nivel Nacional cuestan por muy reducidos que sean en su redacción algo cercano a la cantidad de $6,000.00, cada uno, que multiplicado por tres hace $18,000.00, y en el Diario Oficial de la Federación, cuesta cantidad similar con el adicional de que tiene que presentarse el edicto debidamente impreso en un disco compatible con la computadora del Diario Oficial, lo que también resulta complicado de obtener. En síntesis publicar unos edictos para emplazar a un tercero perjudicado, cuestan más de $30,000.00, lo que es muy oneroso y en ocasiones es mayor que el interés patrimonial en juego. Además de que se contradice el principio general que por el trámite de asuntos judiciales no deberán de cubrirse costas y que la impartición de Justicia en México debe ser gratuita.

Absurda solución sería que los edictos fuesen por cuenta del Estado como muchos lo han pretendido. Más sin embargo, nos atrevemos a proponer que para en el caso, a fin de reducir considerablemente el monto del costo de la publicación de los edictos y al mismo tiempo sean más efectivos, puesto que tendrían la posibilidad de ser más leídos, proponemos expresamente se adicione la fracción IV al artículo 28 de la ley de Amparo con la siguiente redacción. 

REDACCION PROPUESTA

ART. 28.- ..............................

.........

.........

.........

En caso de tratarse de la primera notificación que deba hacerse a los Terceros Perjudicados y se ignorase su domicilio, después de haber practicado la investigación pertinente, el Juez podrá ordenar se practique la primera notificación por edictos, mediante la inserción de dos avisos en el periódico de mayor circulación en la Entidad Federativa en la que pretenda ejecutarse el acto reclamado.  (Roberto Aguirre Navar, Tomo III, páginas 1717 a 1720)

Notificaciones.  Debe adecuarse el capítulo referido a los medios de comunicación procesal a los adelantos de la tecnología y permitir el empleo del fax y del corro electrónico.  Además, ha de evitarse el mayor número de diligencias notificación. (Julio César Vázquez Mellado García, Tomo III, página 1776)

Que el capítulo IV del libro primero, referido a las notificaciones, se unifique el criterio, y no se haga la distinción entre las notificaciones de amparo indirecto, directo y recursos, lo cual traerá mayor claridad y seguridad a las partes, precisándose las formas de cuándo y cómo se harán personalmente o por lista. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1792)

Se modifica solo la fracción I, para incluir como forma de notificar al Ministerio Público, adscrito al oficio. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1909)

ARTÍCULO 28. Las notificaciones en los juicios de amparo de la competencia de los Juzgados de Distrito, se harán:

I. A las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, por medio de oficios que serán entregados en el domicilio de su oficina principal, en el lugar del juicio por el empleado del juzgado, quien recabará recibo en el libro talonario cuyo principal agregará a los autos, asentando en ellos la razón correspondiente; y fuera del lugar del juicio, por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, el cual se agregará a los autos. Cuando no existiere el libro talonario, se recabará el recibo correspondiente;

II. Personalmente, a los quejosos privados de su libertad, ya sea en el local del juzgado o en el establecimiento en que se hallen recluidos, si radican en el lugar del juicio; o por medio de exhorto o despacho si se encontraren fuera de él.

Lo anterior se observará, salvo el caso de que los quejosos hubiesen designado persona para recibir notificaciones o tuviesen representante legal o apoderado;

También deberán notificarse personalmente a los interesados los requerimientos o prevenciones que se les formulen; y

III. A los agraviados no privados de la libertad personal, a los terceros perjudicados, a los apoderados, procuradores, defensores, representantes, personas autorizadas para oír notificaciones y al Ministerio Público, por medio de lista que se fijará en lugar visible y de fácil acceso, del juzgado. La lista se fijará a primera hora de despacho del día siguiente al de la fecha de la resolución. Si alguna de las partes mencionadas no se presenta a oír notificación personal hasta las catorce horas del mismo día, se tendrá por hecha, poniendo el actuario la razón correspondiente.

En la lista a que se refiere el párrafo anterior, se expresará el número del juicio o del incidente de suspensión de que se trate; el nombre del quejoso y de la autoridad o autoridades responsables y síntesis de la resolución que se notifique. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2157 a 2159)

Se establece la obligación de que sean notificadas personalmente resoluciones de sobreseimiento y aquellas mediante las cuales se niegue o conceda el amparo, cuya trascendencia requiere un conocimiento certero e indudable por parte de los interesados, con independencia de la fecha en que la resolución correspondiente sea dictada.

TEXTO PROPUESTO

Art. 28 Las notificaciones...

I...

II...

III...

En todo caso deberán ser notificadas personalmente a la  quejosa y tercera perjudicada las resoluciones de sobreseimiento y aquellas mediante las cuales se niegue o conceda el amparo. (Francisco Moreno y Gutiérrez, Tomo IV, páginas 2743 y 2744).

PROYECTO DE REFORMA.-

ARTICULO 30.- Las notificaciones en los juicios de amparo indirecto en primera instancia se harán:

I.- A las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, por medio de oficios que serán entregados en el domicilio de su oficina principal, en el lugar del juicio por el empleado del juzgado, quien recabará recibo que se agregará a los autos, asentando en ellos la razón correspondiente; y fuera del lugar del juicio, por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, el cual se agregará a los autos. 

II.- La primera que se haga al presidente de la República, mediante oficio dirigido al consejero jurídico del Gobierno Federal;

III.- Personalmente:

a).-  A los quejosos privados de su libertad, ya sea en el local del juzgado o en el establecimiento en que se hallen recluidos, si radican en el lugar del juicio; o por medio de exhorto o despacho si se encontraren fuera de él, salvo que hubieren designado persona para recibir notificaciones o tuvieren representante o apoderado;

b).- a los interesados, los requerimientos o prevenciones que se les formulen; 

c).- A los propios interesados las sentencia dictada en la fecha posterior a la de la celebración de la audiencia constitucional o los sobreseimientos dictados antes de dicha audiencia;

d).- El transcurso de los términos de inactividad procesal a que se refieren los artículos 76, fracción V, y 77 de esta Ley;

e).- En los casos que el juzgado así lo estime, por la importancia o trascendencia de la resolución.

f).- El emplazamiento al tercero perjudicado y la primera notificación que deba hacerse a persona distinta de las partes en el juicio, y

IV.- Fuera de los casos a que se refiere la fracción anterior,  a los agraviados no privados de la libertad personal, a los terceros perjudicados, a los apoderados, procuradores, defensores, representantes, personas autorizadas para oír notificaciones y al Ministerio Público, por medio de lista que se fijará en lugar visible y de fácil acceso, del juzgado. La lista se fijará a primera hora de despacho del día siguiente al de la fecha de la resolución. Si alguna de las partes mencionadas no se presenta a oír notificación personal hasta las catorce horas del mismo día, se tendrá por hecha, poniendo el actuario la razón correspondiente.

En la lista a que se refiere el párrafo anterior, se expresará el número del juicio o del incidente de suspensión de que se trate; el nombre del quejoso y de la autoridad o autoridades responsables y síntesis de la resolución que se notifique.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 28.- Las notificaciones en los juicios de amparo de la competencia de los juzgados de Distrito, se harán:

I.- A las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, por medio de oficios que serán entregados en el domicilio de su oficina principal, en el lugar del juicio por el empleado del juzgado, quien recabará recibo en el libro talonario cuyo principal agregará a los autos, asentando en ellos la razón correspondiente; y fuera del lugar del juicio, por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, el cual se agregará a los autos. Cuando no existiere el libro talonario, se recabará el recibo correspondiente;

II.- Personalmente, a los quejosos privados de su libertad, ya sea en el local del juzgado o en el establecimiento en que se hallen recluidos, si radican en el lugar del juicio; o por medio de exhorto o despacho si se encontraren fuera de él.

Lo anterior se observará, salvo el caso de que los quejosos hubiesen designado persona para recibir notificaciones o tuviesen representante legal o apoderado;

También deberán notificarse personalmente a los interesados los requerimientos o prevenciones que se les formulen.

III.- A los agraviados no privados de la libertad personal, a los terceros perjudicados, a los apoderados, procuradores, defensores, representantes, personas autorizadas para oír notificaciones y al Ministerio Público, por medio de lista que se fijará en lugar visible y de fácil acceso, del juzgado. La lista se fijará a primera hora de despacho del día siguiente al de la fecha de la resolución. Si alguna de las partes mencionadas no se presenta a oír notificación personal hasta las catorce horas del mismo día, se tendrá por hecha, poniendo el actuario la razón correspondiente.

En la lista a que se refiere el párrafo anterior, se expresará el número del juicio o del incidente de suspensión de que se trate; el nombre del quejoso y de la autoridad o autoridades responsables y síntesis de la resolución que se notifique.

COMENTARIO.- De acuerdo con el primer párrafo, el proyecto de reforma propone variar el concepto de: “de la competencia de los jueces de Distrito” por las notificaciones “en los juicios de amparo indirecto”, tal precisión es por demás adecuada, si para ello tomamos en cuenta como se ha expuesto con anterioridad que es necesaria la utilización de conceptos mas amplios que abarquen a todos los supuestos que se refiera el dispositivo, y en la especie la variación propuesta incluirá no sólo a los jueces de Distrito, sino también al los Tribunales Unitarios de Circuito y al superior jerárquico de la autoridad a quien se impute la violación, en tratándose de jurisdicción concurrente.

Por otra parte, se propone adicionar un párrafo donde se especifique de manera clara y precisa que deberán notificarse personalmente, las resoluciones a las partes, cuando aquella se emita con fecha posterior a la celebración de la audiencia (engrose), o los sobreseimientos dictados antes de la misma. Lo anterior se considera que es adecuado a la realidad, pues si bien es verdad la Ley de Amparo exige que el fallo constitucional se pronuncie en la propia fecha de la audiencia, el cúmulo de trabajo en los órganos de control constitucional, no permite que en todos los casos sea de esa manera, por tanto, en congruencia con ello debe concebirse que no puede la citada autoridad de amparo exigir que las partes ocurran diariamente a los estrados del tribunal a verificar si ya fue emitida la sentencia, por tanto, si el retraso en el pronunciamiento de la misma pesa sobre la autoridad, habrá de compensar haciendo la notificación en forma personal en el domicilio que las partes hayan señalado para tal efecto, con la finalidad asegurar el conocimiento de las partes del tal fallo para los efectos de su impugnación. (Taide Noel Sánchez, Tomo V , páginas 120 a 124)

Se propone adicionar un párrafo final al artículo 28, fracción I de la Ley de Amparo, en el que se precise que las notificaciones a las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados que debe realizarse mediante oficio, serán entregados en el domicilio de la oficina que designen al rendir sus informes previo y justificado, o al formular promoción expresa.

Lo anterior porque de acuerdo con la competencia que otorgan los reglamentos interiores de cada una de las Dependencia existen Unidades Administrativas a quienes se encuentra asignada la facultad de llevar a cabo la defensa en juicio de las citadas autoridades, de tal forma que en muchas ocasiones al realizarse directamente la notificación en el domicilio oficial de las autoridades, se imposibilita la intervención oportuna en el juicio, lo que les causa grave perjuicio.

Por tal motivo, si bien la primera notificación de continuar realizándose directamente en su domicilio oficial, estimamos que las subsecuentes notificaciones deben realizarse en el domicilio que se autorice al efecto, ya que de lo contrario se deben declarar nulas.

reforma.

ARTICULO 28. Las notificaciones en los juicios de amparo de la competencia de los juzgados de Distrito, se harán:

I.- A las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, por medio de oficios que serán entregados en el domicilio de su oficina principal, en el lugar del juicio por el empleado del juzgado, quien recabará recibo en el libro talonario cuyo principal agregará a los autos, asentando en ellos la razón correspondiente; y fuera del lugar del juicio, por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, el cual se agregará a los autos. Cuando no existiere el libro talonario, se recabará el recibo correspondiente;

Una vez que las autoridades responsables y las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados designen un domicilio para oír y recibir notificaciones en el juicio, éstas deberán ser formuladas en dicho domicilio y serán nulas aquellas que se realicen directamente en su domicilio oficial.

II.- Personalmente, a los quejosos privados de su libertad, ya sea en el local del juzgado o en el establecimiento en que se hallen recluidos, si radican en el lugar del juicio; o por medio de exhorto o despacho si se encontraren fuera de él.

Lo anterior se observará, salvo el caso de que los quejosos hubiesen designado persona para recibir notificaciones o tuviesen representante legal o apoderado;

También deberán notificarse personalmente a los interesados los requerimientos o prevenciones que se les formulen.

III.- A los agraviados no privados de la libertad personal, a los terceros perjudicados, a los apoderados, procuradores, defensores, representantes, personas autorizadas para oír notificaciones y al Ministerio Público, por medio de lista que se fijará en lugar visible y de fácil acceso, del juzgado. La lista se fijará a primera hora de despacho del día siguiente al de la fecha de la resolución. Si alguna de las partes mencionadas no se presenta a oír notificación personal hasta las catorce horas del mismo día, se tendrá por hecha, poniendo el actuario la razón correspondiente.

En la lista a que se refiere el párrafo anterior, se expresará el número del juicio o del incidente de suspensión de que se trate; el nombre del quejoso y la autoridad o autoridades responsables y síntesis de la resolución que se notifique. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, páginas 248 a 251)
Artículo 29 .  Las notificaciones en los juicios de amparo del conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de los Tribunales Colegiados de Circuito, y las que resulten de los procedimientos seguidos ante la misma Corte o dichos Tribunales, con motivo de la interposición de cualquier recurso, o de la tramitación de cualquier asunto relacionado con el juicio de amparo, se harán en la siguiente forma:

I.  A las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, por medio de oficio, por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, cuando se trate de notificar el auto que admita, deseche o tenga por no interpuesta la demanda; el que admita, deseche o tenga por no interpuesto cualquier recurso; el que declare la competencia o incompetencia de la Suprema Corte de Justicia o de un Tribunal Colegiado de Circuito; los autos de sobreseimiento; y la resolución definitiva pronunciada por la Suprema Corte de Justicia o por un Tribunal Colegiado de Circuito, en amparo del conocimiento de ellos. En todo caso, al oficio por el que se haga la notificación se acompañará el testimonio de la resolución. El acuse de recibo postal deberá agregarse a los autos. 

Los jueces de Distrito al recibir el testimonio del auto que deseche o tenga por no interpuesto cualquier recurso o de la sentencia de segunda instancia pronunciada por la Suprema Corte de Justicia o por un Tribunal Colegiado de Circuito, en juicios de amparo promovidos ante dichos jueces, notificarán esas resoluciones a las autoridades responsables por medio de oficio remitido por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, acompañándoles copia certificada de la resolución que tenga que cumplirse. El acuse de recibo será agregado a los autos;

PROPUESTAS

Cuando se promueve demanda de amparo directo, también se está ejercitando el derecho de petición consagrado en los artículos 8º., 34 fracción V, 107 fracción I, de la Constitución Federal, y por lo mismo, al dictarse la sentencia que constituye el acuerdo escrito final que recae al derecho de petición, se tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario, independientemente de que se lo llegue a comunicar la Sala Responsable a la llegada de los autos, ya que si bien es cierto la Ley de Amparo omite en su artículo 29, establecer la notificación personal a los quejosos y terceros perjudicados en cuanto gobernados, debe notificarse personalmente.

Por otra parte, de conformidad con el artículo 17 Constitucional. La justicia no debe tener ni el más insignificante cobro, ni siguiera por concepto de la más pequeña copia.  Inclusive la copia de la sentencia debe ser un derecho y un servicio totalmente oficioso y gratuito y entregarse a todo justiciable, de oficio y sin que la solicite, para que acredite en todo momento su derecho incontrovertible derivado de dicho fallo, pero sin esperar las autoridades judiciales a que lo pidan o lo exijan las partes, porque la propia Constitución en su artículo octavo, determina que a toda petición debe recaer acuerdo por escrito y la petición de justicia tiene por acuerdo final escrito a la sentencia.  Además, en la regulación del amparo directo se vulnera el principio de igualdad de las partes, y por lo mismo, es inconstitucional el artículo 29 fracción I, de la Ley de Amparo, al establecer que sólo a las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados se les deba notificar mediante oficio la sentencia definitiva y acompañando testimonio de la resolución.  Por consecuencia, los tribunales de amparo deben notificar personalmente las sentencias a los quejosos y terceros perjudicados en cuanto gobernados aun cuando la ley no lo diga si no se quiere seguir violando la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos por los propios tribunales de amparo y en el trámite del juicio de garantías.

En apoyo a lo anterior véanse los siguientes criterios:

DERECHO DE PETICION. NOTIFICACION DEL.  Aun cuando la responsable señale haber dado respuesta a la solicitud que el quejoso le presentó de acuerdo con el artículo 8º. De la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, si no demuestra de manera fehaciente que la respuesta a tal solicitud, le fue notificada al solicitante, debe considerarse que no dio contestación al peticionario, violando con ello el precepto constitucional en comento.

Visible en el Semanario Judicial de la Federación, novena época, tomo III, abril de 1996, p. 383.

DERECHO DE PETICION. DEBE ACREDITARSE FEHACIENTEMENTE QUE LA RESPONSABLE NOTIFICO EL ACUERDO AL QUEJOSO PARA DAR CUMPLIMIENTO AL ARTICULO 8º. CONSTITUCIONAL.-  El artículo 8º. Constitucional contiene dos requisitos formales que toda autoridad debe observar con el objeto de cumplir íntegramente con el imperativo constitucional en comento, que son: a) dictar el acuerdo correspondiente y b) que se comunique en breve término ese proveído al interesado conforme a las disposiciones legales que rigen el acto; por tanto aun cuando llegare a estimarse que la autoridad recurrente cumplió con el primero de los requisitos formales, al turnar el escrito de petición suscrito por el agraviado a la autoridad correspondiente, por tratarse de un asunto de su exclusiva competencia, si no acredita en forma fehaciente que se dio a conocer en breve término el contenido del proveído en cuestión al quejoso, por medio de notificación personal o a través del acuse de recibo del Servicio Postal Mexicano que contenga la firma autógrafa del peticionario de garantías, es evidente que no se dio cabal cumplimiento al segundo requisito formal contenido en la garantía tutelada por el artículo 8º. de la Carta Magna.

Visible en el Semanario Judicial de la Federación, novena época, tomo IV, noviembre de 1996, pp. 426 y 427.(Gregorio Sánchez León, Tomo I, página 20, 21 y 22)

Es posible que ante el avance tecnológico y científico de este fin de siglo, la Ley de Amparo siga estimando como los medios más rápidos para comunicar sus proveídos y sentencias del correo y telégrafo, a pesar de la existencia de otros medios mucho más eficientes, pero sin posibilidad de ser usados, aún en casos urgentes, por falta de normas jurídicas que así lo permitan. (Mario Pérez de León Espinosa, Tomo I, página 553)

A).- En materia de NOTIFICACIONES.

MOTIVOS.- En amparos Indirectos han existido resoluciones dictadas en revisión en las que se exige por el Juez de Distrito el cumplimiento inmediato, sin que la autoridad responsable conozca los términos de la resolución de Segunda Instancia porque no le es remitida ésta por lo que se sugiere:

Exigir que al notificar una resolución de Segunda Instancia se remitan copias certificadas de esta última.  Y en los casos de las resoluciones de Primera Instancia de las que sí se remiten copias autorizadas, que éstas sean legibles. (Ciro Juárez González, Tomo IV, página 2762).

II.  Al Procurador General de la República se le notificará por medio de oficio el primer auto recaído en los expedientes de la competencia de la Suprema Corte de Justicia.

Al Agente del Ministerio Público Federal adscrito a los Tribunales Colegiados de Circuito se le notificará por medio de oficio el primer auto recaído en los expedientes de la competencia de dichos Tribunales.

Las demás notificaciones al Ministerio Público Federal, se le harán por medio de lista.

III.  Fuera de los casos a que se refieren las fracciones anteriores, las notificaciones, en materia de amparo, en la Suprema Corte de Justicia o en los Tribunales Colegiados de Circuito, se harán con arreglo a las fracciones II y III del artículo precedente.

PROPUESTAS

En relación con la utilización de los medios técnicos para notificar a las autoridades, la ley sólo habla de correos y de telégrafos, lo que en el momento actual es absoleto, por lo que deberá permitirse la utilización de todos los medios de comunicación, como son la transmisión de facsímiles, los correos electrónicos etc.  más aun, debe reflexionarse acerca de si las notificaciones a las partes, incluso las personales, pudieran hacerse por algún medio moderno y desde luego utilizar  esos medios para que las diligencias que deban hacerse fuera de la jurisdicción del Juzgado o Tribunal, se encomiendan a otro Juzgado o Tribunal, mediante la transmisión de facsímiles o mediante la red de computadoras que tienen todos los tribunales federales. 

Los artículos 27, 28, 29, 30 cabría redactarlos nuevamente, de manera que sean más concisos, por ejemplo: el párrafo segundo del artículo 27 podría quedar de la siguiente manera, “Las partes podrán designar para oír notificaciones a una persona con capacidad legal, con facultades para promover en el juicio o realizar cualquier acto en defensa del autorizante, facultad que será indelegable y que sólo  podrá ser ejercitada por abogados con cédula profesional.  Los tribunales llevan un registro de cédulas profesionales. Si el autorizado carece de cédula profesional, sólo podrá oír notificaciones y consultar los autos”.

“El emplazamiento el titular del Poder Ejecutivo se entenderá con quién debe representarlo, en los términos del artículo 19 de la Ley de Amparo; las subsecuentes notificaciones se entenderán con el representante”.

En este capítulo debe disponerse que las notificaciones a las partes se hagan por medio de un boletín diario, como se hace en otros Tribunales.  Y esto hoy es necesario, atento el número de Tribunales Colegiados, Unitarios y Juzgados de Distrito que existen,  en especial en las Ciudades de México, Guadalajara, Monterrey, etc. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1046 y 1047)

Artículo 29.-  Las notificaciones de Amparo del conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de los Tribunales Colegiados de Circuito,…  se harán en la siguiente forma:

I.-  A las Autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, por medio de oficio, por correo, telégrafo, fax e internet  ( Correo Electrónico ), en pieza certificada por acuse de recibo cuando se trate de notificar el auto que admita,…

II.-  A LOS PROCURADORES GENERALES DE LA REPÚBLICA, DE LOS ESTADOS, DEL DISTRITO FEDERAL, Y A LOS SÍNDICOS JURÍDICOS MUNICIPALES, SE LES NOTIFICARÁ por medio de oficio, el primer auto recaído en los expedientes de la competencia de la Suprema Corte de Justicia.

Al agente del Ministerio Público…

LAS DEMAS NOTIFICACIONES A LOS MINISTERIOS PÚBLICOS FEDERALES, ESTATALES, DEL DISTRITO FEDERAL Y SÍNDICOS JURÍDICOS MUNICIPALES SE LES HARÁN POR MEDIO DE LISTA.

Como en propuesta antecedentes sobre a los artículos a reforma nos motiva el adelanto tecnológico aplicado a la comunicación y a los cambios en la legislación y en el espectro Político-Social pero primero por lo que respecta a las diligencias de notificación que la actual disposición al respecto de este artículo, prevé que se realice por medio de oficio o a través de correo en pieza certificada, sin considerar el uso del telégrafo, fax e internet  ( Correo Electrónico ) de las personas morales, físicas y morales oficiales, así mismo se debe incluir a los Ministerios Públicos del Fuero Común Estatales y del Distrito Federal e igual que a los Síndicos Jurídicos de los Municipios. (Julián Andrade Requena, Tomo II, páginas  1275 a 1277)

Se propone modificar la fracción II, para que se indique: al Ministerio Público Federal adscrito se les notificará por oficio. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1909)

ARTÍCULO 29. Las notificaciones en los juicios de amparo del conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de los Tribunales Colegiados de Circuito, y las que resulten de los procedimientos seguidos ante la misma Corte o dichos tribunales, con motivo de la interposición de cualquier recurso, o de la tramitación de cualquier asunto relacionado con el juicio de amparo, se harán en la siguiente forma:

I. A las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, por medio de oficio, por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, cuando se trate de notificar el auto que admita, deseche o tenga por no interpuesta la demanda; el que admita, deseche o tenga por no interpuesto cualquier recurso; el que declare la competencia o incompetencia de la Suprema Corte de Justicia o de un Tribunal Colegiado de Circuito; los autos de sobreseimiento; y la resolución definitiva pronunciada por la Suprema Corte de Justicia o por un Tribunal Colegiado de Circuito, en amparo del conocimiento de ellos. En todo caso, al oficio por el que se haga la notificación se acompañará el testimonio de la resolución. El acuse de recibo postal deberá agregarse a los autos.

Los Jueces de Distrito al recibir el testimonio del auto que deseche o tenga por no interpuesto cualquier recurso o de la sentencia de segunda instancia pronunciada por la Suprema Corte de Justicia o por un Tribunal Colegiado de Circuito, en juicios de amparo promovidos ante dichos Jueces, notificarán esas resoluciones a las autoridades responsables por medio de oficio remitido por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, acompañándoles copia certificada de la resolución que tenga que cumplirse. El acuse de recibo será agregado a los autos;

II. Al procurador general de la República se le notificará por medio de oficio el primer auto recaído en los expedientes de la competencia de la Suprema Corte de Justicia.

Al agente del Ministerio Público Federal adscrito a los Tribunales Colegiados de Circuito se le notificará por medio de oficio el primer auto recaído en los expedientes de la competencia de dichos tribunales.

Las demás notificaciones al Ministerio Público Federal, se le harán por medio de lista; y

III. Fuera de los casos a que se refieren las fracciones anteriores, las notificaciones, en materia de amparo, en la Suprema Corte de Justicia o en los Tribunales Colegiados de Circuito, se harán con arreglo a las fracciones II y lII del artículo precedente. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2159 y 2160)

Artículo 29 Bis.- Se notificará personalmente a los representantes de los núcleos de población ejidal o comunal y a los ejidatarios y comuneros, según sea el caso, de lo siguiente:

I. El auto que deseche la demanda;

II. El auto que decida sobre la suspensión; 

III. La resolución que se dicte en la Audiencia Constitucional; 

IV. Las resoluciones que recaigan a los recursos; 

V. Cuando el Tribunal estime que se trata de un caso urgente o que, por alguna circunstancia, se puedan afectar sus intereses, y 

Cuando la Ley así lo disponga expresamente. (Gilberto J. Hershberger Reyes, Tomo IV, página 2728).

Reformas:

ARTICULO 31.- Las notificaciones en los juicios de amparo del conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de los Tribunales Colegiados de Circuito, y las que resulten de los procedimientos seguidos ante la misma Corte o dichos Tribunales, con motivo de la interposición de cualquier recurso, o de la tramitación de cualquier asunto relacionado con el juicio de amparo, se harán en la siguiente forma:

I.- A las autoridades responsables y a las autoridades que tengan el carácter de terceros perjudicados, al Procurador General de la República y al Ministerio Público por medio de oficio, por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, cuando se trate de notificar el auto que admita, deseche o tenga por no interpuesta la demanda; el que admita, deseche o tenga por no interpuesto cualquier recurso; el que declare la competencia o incompetencia de la Suprema Corte de Justicia o de un Tribunal Colegiado de Circuito; los autos de sobreseimiento; y la resolución definitiva pronunciada por la Suprema Corte de Justicia o por un Tribunal Colegiado de Circuito, en amparo del conocimiento de ellos. En todo caso, al oficio por el que se haga la notificación se acompañará el testimonio de la resolución. El acuse de recibo postal deberá agregarse a los autos.

Los jueces de Distrito al recibir el testimonio del auto que deseche o tenga por no interpuesto cualquier recurso o de la sentencia de segunda instancia pronunciada por la Suprema Corte de Justicia o por un Tribunal Colegiado de Circuito, en juicios de amparo promovidos ante dichos jueces, notificarán esas resoluciones a las autoridades responsables por medio de oficio remitido por correo, en pieza certificada con acuse de recibo, acompañándoles copia certificada de la resolución que tenga que cumplirse. El acuse de recibo será agregado a los autos;

II.- Al Procurador General de la República se le notificará por medio de oficio el primer auto recaído en los expedientes de la competencia de la Suprema Corte de Justicia.

Al Agente del Ministerio Público Federal adscrito a los Tribunales Colegiados de Circuito se le notificará por medio de oficio el primer auto recaído en los expedientes de la competencia de dichos Tribunales.

Las demás notificaciones al Ministerio Público Federal, se le harán por medio de lista.

III.- Fuera de los casos a que se refieren las fracciones anteriores, las notificaciones, en materia de amparo, en la Suprema Corte de Justicia o en los Tribunales Colegiados de Circuito, se harán con arreglo a las fracciones II y III del artículo precedente.

COMENTARIO.- Respecto a la única adición que se propone hacer en la fracción I del precepto legal antes transcrito, en el sentido de puntualizar que al Procurador General de la República y al Agente del Ministerio Público, deba notificárseles por medio de oficio, ésta se estima innecesaria, pues de un análisis detallado a la norma jurídica relativa, se advierte con claridad que aquella regula el supuesto en que las autoridades figuren como terceros perjudicados en el juicio de garantías, luego, la redacción enunciativa del mencionado dispositivo contempla a dichas autoridades, esto es, que se ser señalados como terceros perjudicados el Procurador General de la República o el Agente del Ministerio Público, habrá de notificárseles por medio de oficio o en pieza certificada con acuse de recibo, las determinaciones enumeradas en ese dispositivo; por otra lado, no puede inferirse que se trate de regular un supuesto distinto, pues la fracción II del tal artículo, norma los supuestos de intervención especial de aquella institución de representación social y prevé la forma particular de notificación en esos casos. (Taide Noel Sánchez, Tomo V , páginas 125 a 128)
Artículo 30.  No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, la autoridad que conozca del juicio de amparo, del incidente de suspensión o de los recursos correspondientes, podrá ordenar que se haga personalmente determinada notificación a cualquiera de las partes, cuando lo estime conveniente; y, en todo caso, el emplazamiento al tercero perjudicado y la primera notificación que deba hacerse a persona distinta de las partes en el juicio, se harán personalmente.

Las notificaciones personales se harán conforme a las reglas siguientes:

I.  Cuando deban hacerse al quejoso, tercero perjudicado o persona extraña al juicio, con domicilio o casa señalados para oír notificaciones en el lugar de la residencia del juez o tribunal que conozca del asunto, el notificador respectivo buscará a la persona a quien deba hacerse, para que la diligencia se entienda directamente con ella; si no la encontrare, le dejará citatorio para hora fija, dentro de las veinticuatro horas siguientes; y si no se espera, se hará la notificación por lista.

El citatorio se entregará a los parientes, empleados o domésticos del interesado, o a cualquier otra persona que viva en la casa, después de que el notificador se haya cerciorado de que vive allí la persona que debe ser notificada; de todo lo cual asentará razón en autos. Si la notificación debe hacerse en la casa o despacho señalado para oír notificaciones, el notificador entregará el citatorio a las personas que vivan en esa casa o se encontraren en el despacho, asentando razón en el expediente. El citatorio contendrá síntesis de la resolución que deba notificarse.

PROPUESTAS

La fracción primera de este artículo, no contempla el supuesto en el que el actuario al practicar la diligencia de notificación, no encontrare a la persona buscada y al mismo tiempo otra que recibiera el citatorio en su ausencia.  De igual forma, la posibilidad de que durante la práctica de la notificación, dicho funcionario no localizare el domicilio buscado por causa de cambio de nombres o números, o reorganización oficial de las calles o avenidas.  “Circunstancias en la que, no obstante existir el domicilio señalado, la notificación deberá practicarse por lista”.
En ese orden de ideas, la interpretación del artículo 30, fracción I no debe limitarse a lo dispuesto por el diverso 312 del Código Federal de Procedimientos Civiles, cuenta habida de que dicho precepto no establece los casos concretos antes señalados, sino que únicamente contempla la negativa del interesados para recibir la notificación, y el supuesto en el que la persona buscada u otra presente, no acudiera al llamado del notificador. (José Francisco Becerril Mendoza, Tomo III, páginas 2044 y 2045)
II.  Cuando no conste en autos el domicilio del quejoso, ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones, la notificación se le hará por lista. En cambio, si no consta en autos el domicilio del tercero perjudicado o de persona extraña al juicio, ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones, el empleado lo asentará así, a fin de que se dé cuenta al presidente del Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente, al juez o a la autoridad que conozca del asunto, para que dicten las medidas que estimen pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio. Si a pesar de la investigación se desconoce el domicilio, la primera notificación se hará por edictos a costa del quejoso, en los términos que señale el Código Federal de Procedimientos Civiles.

PROPUESTAS

Por este conducto me permito someter a la consideración de esa Comisión que Usted dignamente preside las siguientes propuestas de reformas a los artículos 30, fracción II, 108 y 151 de la Ley de Amparo, en los siguientes términos:

De acuerdo con el artículo 30, fracción II, si pese a la investigación que se realice se desconoce el domicilio del tercero perjudicado, la primera notificación se debe hacer por edictos, a costa del quejoso, en términos del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Al respecto, se propone que se establezca la consecuencia que podría originar la falta de emplazamiento al tercero perjudicado si, habiéndose proporcionado los edictos, el quejoso no acredita dentro de un plazo razonable que ordenó su publicación, o bien si no justifica la causa que haya impedido que ordenara tal publicación, lo que puede traducirse en una falta de interés de su parte para la tramitación y prosecución del juicio de amparo.

Dicho plazo podría ser de quince días a partir de la fecha en que haya recibido los edictos de mérito, e incluso podría ser prorrogable por una sola vez y por igual término, a solicitud expresa del propio quejoso.

La anterior propuesta obedece a que en la práctica la falta de publicación de los edictos a cargo del quejoso origina el retraso en la resolución de los asuntos correspondientes y tal omisión obedece en múltiples ocasiones, no a la falta de recursos del quejoso, sino a un evidente abuso del juicio de amparo ya que con tal proceder se logra retrasar también la solución del juicio de origen, con el único fin de ganar tiempo en perjuicio de la contraparte, la que no cuenta con medio de defensa alguno para remediar tal situación.

La redacción del precepto legal en comento podría quedar en los términos siguientes:

Artículo 30.- …

…

I.- …

…

II.-  Cuando no conste en autos el domicilio del quejoso, ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones, la notificación se le practicará por medio de lista.  En cambio, si no consta en autos el domicilio del tercero perjudicado o de persona extraña al juicio, ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones, el notificador lo asentará así, a fin de que se dé cuenta al Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente, al Juez o a la autoridad que conozca del asunto, para que dicten las medidas que estimen pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio.  Si a pesar de la investigación se desconoce el domicilio, la primera notificación se practicará por edictos a costa del quejoso, quien deberá acreditar que ordenó su publicación dentro de los quince días siguientes a la fecha en que reciba los edictos, plazo que podrá prorrogarse por igual término, por una sola vez y a  solicitud expresa del quejoso.  El incumplimiento a lo anterior ocasionará la improcedencia del juicio.

III.-… 

(Graciela M. Lambda Durán, Tomo IV, páginas 2684 a 2686).

III.  Cuando deba notificarse al interesado la providencia que mande ratificar el escrito de desistimiento de la demanda o de cualquier recurso, si no consta en autos el domicilio o la designación de casa o lugar para oír notificaciones, ni se expresan estos datos en el escrito, la petición será reservada hasta que el interesado llene la omisión, notificándose el trámite por lista.

PROPUESTAS

Modificación del artículo 30 de la Ley de Amparo concerniente al emplazamiento al quejoso y tercero perjudicado.

Dicho precepto no expresa claramente cual es el procedimiento que habrá de seguirse para oír y recibir notificaciones, ya sea del quejoso o del tercero perjudicado. (Antonio Montes Peña, Tomo II, página 1255)

Se propone eliminar la supletoriedad vigente para los edictos, reduciendo el término de las publicaciones a 7 días. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1909)

ARTICULO .- Las notificaciones personales se harán conforme a las reglas siguientes:

I.- Cuando deban hacerse al quejoso, tercero perjudicado o persona extraña al juicio, con domicilio o casa señalados para oír notificaciones en el lugar de la residencia del juez o tribunal que conozca del asunto, el notificador respectivo buscará a la persona a quien deba hacerse, para que la diligencia se entienda directamente con ella; si no la encontrare, le dejará citatorio para hora fija, dentro de las veinticuatro horas siguientes; y si no se espera, se hará la notificación por lista.

El citatorio se entregará a los parientes, empleados o domésticos del interesado, o a cualquier otra persona que viva en la casa, después de que el notificador se haya cerciorado de que vive allí la persona que debe ser notificada; de todo lo cual asentará razón en autos. Si la notificación debe hacerse en la casa o despacho señalado para oír notificaciones, el notificador entregará el citatorio a las personas que vivan en esa casa o se encontraren en el despacho, asentando razón en el expediente. Al citatorio se anexará copia de la resolución que deba notificarse.

II.- Cuando no conste en autos el domicilio del quejoso, ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones, la notificación se le hará por lista. En cambio, si no consta en autos el domicilio del tercero perjudicado o de persona extraña al juicio, ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones, el empleado lo asentará así, a fin de que se dé cuenta al presidente del Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente, al juez o a la autoridad que conozca del asunto, para que dicten las medidas que estimen pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio. Los funcionarios antes mencionados podrán ordenar a los cuerpos de seguridad municipales, estatales o federales dicha investigación, los que estarán obligados a informar de su resultado. Todas las autoridades que cuenten con datos para la localización, están obligados a proporcionarlos. Los funcionarios que no acaten las órdenes del respectivo órgano jurisdiccional, serán consignados por el delito de desobediencia.  Si a pesar de la investigación se desconoce el domicilio, la primera notificación se hará por edictos a costa del quejoso, en los términos que señale el Código Federal de Procedimientos Civiles.

III.- Cuando deba notificarse al interesado la providencia que mande ratificar el escrito de desistimiento de la demanda o de cualquier recurso, si no consta en autos el domicilio o la designación de casa o lugar para oír notificaciones, ni se expresan estos datos en el escrito, la petición será reservada hasta que el interesado llene la omisión, notificándose el trámite por lista.

III.- Cuando deba notificarse al interesado la providencia que mande ratificar el escrito de desistimiento de la demanda o de cualquier recurso, si no consta en autos el domicilio o la designación de casa o lugar para oír notificaciones, ni se expresan estos datos en el escrito, la petición será reservada hasta que el interesado llene la omisión, notificándose el trámite por lista.

COMENTARIO.- En primer término, se estima de suma transcendencia señalar que no es del todo atinada la modificación que propone el proyecto de reforma, en cuando a que al citatorio habrá de anexarse copia de la resolución que deba notificarse. Lo anterior se afirma de esa manera, pues resultaría sumamente gravoso y nada práctico para el Poder Judicial de la Federación o en general para la autoridad que conozca del juicio de amparo, mandar fotocopiar todas sus determinaciones para hacerlas del conocimiento de las partes, entre otras cosas, porque dado el abuso en la promoción del juicio de garantías, existe un gran número de juicios en materia penal de “mera información”, que son accionados con el único propósito de conocer el avance de alguna averiguación criminal y que en su mayoría son sobreseidos por inexistencia del acto reclamado, por tanto, en estos casos y en muchos otros de similar naturaleza, basta con notificar la síntesis del fallo emitido, tal y como lo establece la legislación vigente, sin adelantarse a la voluntad de las partes, quien de manera expresa deberán acudir al juzgado o tribunal a peticionar la copia respectiva de la resolución si es que la consideran de utilidad o beneficio a sus intereses.

Respecto a la fracción II del artículo antes transcrito, el proyecto de reforma propone adicionar un párrafo en que se faculte a la autoridad de amparo para ordenar a los cuerpos policiacos o de seguridad, municipales, estatales o federales la localización del domicilio del tercero perjudicado o su residencia, además de precisar que todas las autoridades que cuenten con datos que puedan auxiliar a ese respecto, estarán obligadas a proporcionarlos cuando el órgano jurisdiccional lo solicite. La mencionada adición es por demás atinada, porque si bien en la práctica jurídica ya se actualiza el procedimiento de investigación mencionado, el cual fue concebido por la experiencia en la aplicación del derecho, al encontrarse debidamente reglamentado en un apartado específico de la Ley de Amparo, se otorga más seguridad jurídica a las partes, al propio tiempo de facilitar la actividad jurisdiccional de la autoridad del conocimiento. (Taide Noel Sánchez, Tomo V , páginas 131 a 135)

JUSTIFICACIÓN

Lo anterior en virtud de que la expresión  "podrá"  ordenar, implica una determinación de carácter potestativo, la que podrá     la     autoridad discrecionalmente   observar, pudiendo  con  ello  causar prejuicios    de    imposible reparación o en su defecto, dejar en estado de indefensión a  las  partes,  cuando  en supuestos no previstos  de manera expresa en la ley, exista razón suficiente para ello. Por tal razón se propone cambiar el referido término por "deberá"' ya que esta palabra jurídicamente  impone  una obligación  y  no  como  ha quedado asentado una facultad discrecional.

TEXTO QUE SE PROPONE

Artículo 30.- No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, la autoridad que conozca  del  juicio  de amparo, del incidente de suspensión  o  de  los recursos correspondientes, deberá ordenar que se haga personalmente determinada notificación a cualquiera de las partes, cuando lo estime conveniente; y, en todo caso, el emplazamiento al tercero perjudicado y la primera  notificación  que deba hacerse a persona distinta de las partes en el juicio,  se     harán personalmente, cuando exista razón para ello. (Manuel Fuentes Muñiz, Tomo V, página 169)

En el Libro Segundo de la Ley de Amparo, no existe disposición alguna respecto a la forma y términos en que han de llevarse a cabo las notificaciones a los terceros perjudicados en los juicios de amparo que interponen los núcleos de población ejidal o comunal, motivo por el cual resulta aplicable lo dispuesto por el artículo 30 de la Ley de Amparo, que establece, que el emplazamiento al tercero perjudicado y la primera notificación que deba hacerse a persona distinta de las partes en el juicio, se harán personalmente, y la fracción II del propio dispositivo legal determina, que cuando no conste en autos el domicilio del tercero perjudicado o de persona extraña al juicio, ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones, y después de haberse investigado el domicilio, la primera notificación se hará por edictos a costa del quejoso, en los términos que señala el Código Federal de Procedimientos Civiles.

Sobre el particular, es preciso mencionar que como es del dominio público los núcleos de población no cuentan con los medios económicos necesarios para hacer frente a un gasto de esa naturaleza y al no poder cubrir el costo de la publicación de los edictos, se hace nugatoria la impartición de justicia, toda vez que los Tribunales Federales insisten en que las notificaciones en estos casos se hagan conforme al citado artículo 30 de la Ley de Amparo.

En tal virtud, se considera necesario adicionar el Capítulo Primero con un artículo en el que se establezca que las notificaciones a los terceros perjudicados y a las personas distintas de las partes en el juicio, se harán personalmente, cuando esto sea posible, y de no ser así, después de haberse realizado la investigación correspondiente al domicilio, previa razón que asiente en autos el actuario, las notificaciones de referencia se realicen por lista. (Ernesto Jímenez Navarrete, Tomo V, páginas 179 y 180)

5.- Adicionar un segundo párrafo al artículo 30, fracción II, de la Ley de Amparo, en los siguientes términos:

“Art. 30.- ...II...

Cuando el quejoso no exhiba la constancia que acredite haber ordenado la publicación de Edictos en los diarios respectivos, dentro del término que se le fije para el efecto, se sobreseerá el juicio de garantías por incumplimiento a lo dispuesto por el artículo 116, fracción II, de la misma ley. (Gustavo Aquiles Gasca, Tomo V, páginas 239 y 240)

ARTICULO 30. . . .

...

II.  Cuando no conste en autos el domicilio del quejoso, ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones, la notificación se le hará por lista. En cambio, si no consta en autos el domicilio del tercero perjudicado o de persona extraña al juicio, ni la designación de casa o despacho para oír notificaciones, el empleado lo asentará así, a fin de que se dé cuenta al Magistrado Instructor del Tribunal Colegiado de Círculo correspondiente, al juez o a la autoridad que conozca del asunto, para que dicten las medidas que estimen pertinentes con el propósito de que se investigue su domicilio. Sí a pesar de la investigación se desconoce el domicilio, la primera notificación se hará por edictos a costa del quejoso, en los términos que señale el Código Federal de Procedimientos Civiles.

III.  . . . (Gloria Tello Cuevas, Tomo V, página 294)
Artículo 31 .  En casos urgentes, cuando lo requiera el orden público o fuere necesario para la mejor eficacia de la notificación, la autoridad que conozca del amparo o del incidente de suspensión, podrá ordenar que la notificación se haga a las autoridades responsables por la vía telegráfica, sin perjuicio de hacerla conforme al artículo 28, fracción I, de esta ley. El mensaje se transmitirá gratuitamente, si se trata de cualquiera de los actos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 23 de esta ley, y a costa del interesado en los demás casos. Aun cuando no se trate de casos urgentes, la notificación podrá hacerse por la vía telegráfica, si el interesado cubre el costo del mensaje.

Propuestas


ACTUAL ARTICULO 31. En casos de urgencia, cuando así lo requiera el orden público o fuere necesario para la mejor eficacia de la notificación, y también en los casos de suspensión mediante exhibición, en los amparos de la libertad a que se refiere la fracción II del artículo 136 de esta ley, la autoridad que conozca del amparo o del incidente de suspensión podrá ordenar que la notificación se haga a las autoridades responsables por la vía telegráfica o la electrónica que se disponga por la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de hacerla conforme al artículo 28, fracción I, de esta ley.  El mensaje se transmitirá gratuitamente si se trata de cualquiera de los actos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 23 de esta ley, ya a costa del interesado en los demás casos.  Aun cuando no se trate de casos urgentes, la notificación podrá hacerse por vía telegráfica si el interesado cubre el costo del mensaje.(Juventino V. Castro y Castro, Tomo I, página 152)

Este artículo que a continuación se cita tiene relación con el artículo 31 de la Ley de Amparo.

Artículo 31 Bis. Las diligencias que no puedan practicarse en el lugar de la residencia del tribunal en que se siga el juicio, deberán encomendarse al juez de Distrito o de Primera Instancia para asuntos de mayor cuantía del lugar en que deban practicarse.

Si el tribunal requerido no puede practicar en el lugar de su residencia, todas las diligencias, encomendará a su vez, al juez local correspondiente, dentro de su jurisdicción, la práctica de las que allí deban tener lugar.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación puede encomendar la práctica judicial de la república, autorizándola para dictar las resoluciones que sean necesarias para la complementación del asunto encomendado. (Guillermo Arturo Medel García, Tomo II, páginas 1226 y 1227)

A).- Considero que los artículos que propongo pueden agregarse después de los artículos de la Ley de amparo que les anteceden, es decir se puede recorrer la numeración de los artículos de la Ley de Amparo sin que se pierda el orden, a fin de que la nueva Ley de Amparo sea mas completa y clara en sus temas relativos.

B).- El motivo que tiene el suscrito para hacer las propuestas señaladas obedece a que durante la función de juez de Distrito es necesario tener una Ley de Amparo que sea mas completa, clara y precisa, y mas acorde con la realidad y las materias que comprende, a fin de no estar aplicando tanto la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles.

C).- Finalmente considero que la redacción de la nueva Ley de Amparo al incorporar los artículos propuestos con la redacción señalada de acuerdo a la materia de amparo desde mi punto de vista, sería beneficio que incluyera mas capítulos y artículos que expliquen la forma y trámite de cada etapa procesal del juicio de amparo como se propone. (Guillermo Arturo Medel García, Tomo II, página 1244)

ARTÍCULO 31. En casos urgentes, cuando lo requiera el orden público o fuere necesario para la mejor eficacia de la notificación, la autoridad que conozca del amparo o del incidente de suspensión, podrá ordenar que la notificación se haga a las autoridades responsables por la vía telegráfica, sin perjuicio de hacerla conforme al artículo 28, fracción I, de esta ley. Por lo que respecta a la vía telegráfica el mensaje se transmitirá gratuitamente, si se trata de cualquiera de los actos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 23 de esta ley, y a costa del interesado en los demás casos. Aun cuando no se trate de casos urgentes, la notificación podrá hacerse por la vía telegráfica, si el interesado cubre el costo del mensaje. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2162)

Reforma:

ARTICULO 35.- En casos urgentes, cuando lo requiera el orden público o fuere necesario para la mejor eficacia de la notificación, la autoridad que conozca del amparo o del incidente de suspensión, podrá ordenar que la notificación se haga a las autoridades responsables por la vía telegráfica, sin perjuicio de hacerla conforme al artículo 30, fracción I, de esta ley. El mensaje se transmitirá gratuitamente, si se trata de cualquiera de los actos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 25 de esta ley, y a costa del interesado en los demás casos. Aun cuando no se trate de casos urgentes, la notificación podrá hacerse por la vía telegráfica, si el interesado cubre el costo del mensaje.

TEXTO VIGENTE.-

ARTICULO 31.- En casos urgentes, cuando lo requiera el orden público o fuere necesario para la mejor eficacia de la notificación, la autoridad que conozca del amparo o del incidente de suspensión, podrá ordenar que la notificación se haga a las autoridades responsables por la vía telegráfica, sin perjuicio de hacerla conforme al artículo 28, fracción I, de esta ley. El mensaje se transmitirá gratuitamente, si se trata de cualquiera de los actos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 23 de esta ley, y a costa del interesado en los demás casos. Aun cuando no se trate de casos urgentes, la notificación podrá hacerse por la vía telegráfica, si el interesado cubre el costo del mensaje.

COMENTARIO.- El proyecto de reforma, reproduce literalmente el artículo mencionado, con la única salvedad de las adecuaciones en cuanto a la cita de los preceptos que regulan los supuestos jurídicos a que hace referencia; sin embargo, en la parte destacada (subrayada) del artículo transcrito en el párrafo que precede, se prevé la posibilidad de que las notificaciones se realicen vía telegráfica, aún cuando el asunto no sea catalogado como urgente, siempre y cuando el interesado cubra el costo del mensaje. Ahora bien, la forma en que se encuentra redactado el precepto en estudio, no permite establecer con claridad si el supuesto que refiere es una facultad del juzgador o si las partes lo pueden hacer valer como una prerrogativa en su favor, por tanto, sería indispensable clarificar tal situación a fin de que el juicio constitucional retome su esencia, al caso, que la hipótesis jurídica mencionada refiere a una facultad de decisión del órgano de control constitucional, pues de otra manera generaría la influencia de clases sociales y la distinción racial en el medio de defensa extraordinario, al ser evidente que sólo algunos de los individuos que se ostentan como quejoso tendrían acceso a esa distinción, mientras que otros no pudieran sufragar tales gastos, al grado que la diferencia de medios económicos sería el factor determinante para que un procedimiento de garantías se substanciara y resolviera en menor o mayor tiempo. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 136 y 137)

I.- Para lograr una equidad en el proceso, consideramos como viable que se instituya la gratuidad en la emisión de los informes que se solicitan vía telegráfica y, para el efecto se propone el texto siguiente:

“En casos urgentes, cuando lo requiera el orden  público o fuere necesario para la mejor eficacia de la notificación, la autoridad que conozca del amparo o del incidente de suspensión podrá ordenar que la notificación se haga a las autoridades responsables por la vía telegráfica, sin perjuicio de hacerla conforme al Artículo 28, fracción I, de esta Ley. El mensaje que transmita la autoridad y los informes que rindan las responsables, se transmitirá gratuitamente. Aún cuando no se trate de casos urgentes, la notificación podrá hacerse por la vía telegráfica.” (Miguel Bio Chan, Tomo V, página 221)
Artículo 32.  Las notificaciones que no fueren hechas en la forma que establecen las disposiciones precedentes, serán nulas. Las partes perjudicadas podrán pedir la nulidad a que se refiere este artículo, antes de dictarse sentencia definitiva, en el expediente que haya motivado la notificación cuya nulidad se pide, y que se reponga el procedimiento desde el punto en que se incurrió en la nulidad.

Este incidente, que se considerará como de especial pronunciamiento, pero que no suspenderá el procedimiento, se substanciará en una sola audiencia, en la que se recibirán las pruebas de las partes, se oirán sus alegatos, que no excederán de media hora para cada una y se dictará la resolución que fuere procedente. Si se declarare la nulidad de la notificación, se impondrá una multa de uno a diez días de salario al empleado responsable, quien será destituido de su cargo, en caso de reincidencia.

Las promociones de nulidad notoriamente infundadas se desecharán de plano y se impondrá al promovente una multa de quince a cien días de salario.

PROPUESTAS

ARTÍCULO 32. Las notificaciones que no fueren hechas en la forma que establecen las disposiciones precedentes, serán nulas. Las partes perjudicadas podrán pedir la nulidad a que se refiere este artículo, antes de dictarse sentencia definitiva, en el expediente que haya motivado la notificación cuya nulidad se pide, y que se reponga el procedimiento desde el punto en que se incurrió en la nulidad.

Este incidente de nulidad de notificaciones, se considerará como de especial pronunciamiento, y  no suspenderá el procedimiento, mismo que se sustanciará en una sola audiencia, en la que se recibirán las pruebas de las partes, se oirán sus alegatos, que no excederán de media hora para cada una y se dictará la resolución que fuere procedente. Si se declarare la nulidad de la notificación, se impondrá una multa de uno a diez días de salario al empleado responsable, quien será destituido de su cargo, en caso de reincidencia.

Las promociones de nulidad notoriamente infundadas se desecharán de plano y se impondrá al promovente una multa de quince a cien días de salario. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2162 y 2163)

II.- La segunda propuesta deriva del artículo 32 de la citada ley, respecto a la nulidad de las notificaciones hechas por los empleados responsables, quienes serán destituidos de su cargo en caso de reincidencia, lo cual a criterio del suscrito resulta bastante drástico, por lo que más bien deberían de aplicarse las medidas de apremio conforme al Código de Procedimientos Federal, a dichos empleados. (Luciano Ortíz Coranguez, Tomo V, página 51)

Con esta reforma se pretende que las notificaciones que se practiquen después de dictarse la sentencia puedan impugnarse a través del incidente de nulidad.

reforma

ARTÍCULO 32. Las notificaciones que no fueren hechas en la forma que establecen las disposiciones precedentes, serán nulas.

Las partes, perjudicadas podrán pedir la nulidad a que se refiere este artículo, antes de dictarse sentencia definitiva, en el expediente que haya motivado la notificación cuya nulidad se pide, y que se reponga el procedimientos desde el punto que se incurrió en la nulidad.

También podrá pedirse la nulidad de las notificaciones realizadas después del dictado de la sentencia definitiva dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que tenga conocimiento de la misma.

Este incidente, que se considerará como de especial pr9onunciamiento, pero que no suspenderá el procedimiento, se substanciará en una sola audiencia, en la que se recibirán las pruebas de las partes, se oirán sus alegados, que no excederán de media hora para cada una y se dictará la resolución que fuere procedente. Si se declarare la nulidad de la notificación, se impondrá una multa de uno a diez días de salario al empleado responsable, quien será destituido de su cargo, en caso de reincidencia.

Las promociones de nulidad notoriamente infundadas se desecharán de plano y se impondrá al promovente una multa de quince a cien días de salario. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, páginas 251 y 252)
Artículo 33.  Las autoridades responsables estarán obligadas a recibir los oficios que se les dirijan, en materia de amparo, ya sea en sus respectivas oficinas, en su domicilio o en el lugar en que se encuentren. La notificación surtirá todos sus efectos legales, desde que se entregue el oficio respectivo, ya sea a la propia autoridad responsable o al encargado de recibir la correspondencia en su oficina; y si se negaren a recibir dichos oficios, se tendrá por hecha la notificación y serán responsables de la falta de cumplimiento de la resolución que contenga. El actuario respectivo hará constar en autos el nombre de la autoridad o empleado con quien se entienda la diligencia, y, en su caso, si se niega a firmarla o a recibir el oficio.

PROPUESTAS

Se propone que las notificaciones que se hagan a las autoridades surtan efectos en forma similar a como sucede con las hechas a las partes. Ello con el propósito de asegurar el conocimiento certero de las resoluciones por parte de las autoridades y por ende su mejor cumplimiento.  Asimismo, se pretende equilibrar las oportunidades procesales de las autoridades y las restantes partes.

Sin perjuicio de lo anterior, se propone mantener la regla vigente respecto de las notificaciones relativas a los incidentes de suspensión, las cuales surten efectos a partir del momento de su recepción, con el objeto de que no se frustre el fin de dicha medida cautelar.

Propuesta

Art. 33 Las autoridades responsables estarán obligadas a recibir los oficios que se les dirijan en materia de amparo, ya sea en sus respectivas oficinas, en su domicilio o en el lugar en que se encuentren.  La notificación surtirá todos sus efectos legales al día siguiente de que se entregue el oficio respectivo, ya sea a la propia autoridad responsable o al encargado...

Las notificaciones relativas al incidente de suspensión que se hagan a las autoridades responsables surtirán todos sus efectos legales desde el momento en que se entregue el oficio respectivo; debiendo seguirse en todo caso las formalidades previstas en el párrafo anterior. (Francisco Moreno y Gutiérrez, Tomo IV, páginas 2744 y 2745).

Se estima conveniente que las notificaciones que se practiquen a las autoridades responsables surtan sus efectos a partir del día siguiente al que se realicen, por equidad procesal. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, página 252)
Artículo 34.  Las notificaciones surtirán sus efectos:

I.  Las que se hagan a las autoridades responsables, desde la hora en que hayan quedado legalmente hechas.

II.  Las demás, desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación de la lista en los juzgados de Distrito, Tribunales Colegiados de Circuito o Suprema Corte de Justicia.

PROPUESTAS

Artículo 34. Que a todas las partes de les notifique por lista, atendiendo a que se está buscando una igualdad ante la ley ya que por las nuevas modalidades del amparo las autoridades sí deben estar litigando sus asuntos. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1792)
JUSTIFICACIÓN. Estimamos que los términos para la autoridad deben ser iguales que las demás partes, ya que en la práctica los términos para la autoridad se reducen considerablemente. 

TEXTO PROPUESTO. ARTICULO 34.- Las notificaciones surtirán sus efectos desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación de la lista en los juzgados de Distrito, Tribunales Colegiados de Circuito o Suprema Corte de Justicia. (Luis Orlando Hernández, Tomo III, páginas 2075 y 2076)

ARTÍCULO 34. Las notificaciones surtirán sus efectos:

I. Las que se hagan a las autoridades responsables, desde la hora en que hayan quedado legalmente hechas; y

II. Las demás, desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación de la lista en los Juzgados de Distrito, Tribunales Colegiados de Circuito o Suprema Corte de Justicia. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2163 y 2164)

Se homologa el texto de este artículo con el propuesto para el artículo 33.

Propuesta

Art. 34 Las notificaciones surtirán sus efectos:

I. Las que se hagan a las autoridades responsables, al día siguiente al en que hayan quedado legalmente hechas, a excepción de las relativas al incidente de suspensión, que surtirán sus efectos desde la hora en que se hayan practicado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior. (Francisco Moreno y Gutiérrez, Tomo IV, páginas 2745 y 2746).

ARTICULO 34.- Las notificaciones surtirán sus efectos:

I.- Las que se hagan a las autoridades responsables, desde la hora en que hayan quedado legalmente hechas.

II.- Las demás, desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación de la lista en los juzgados de Distrito, Tribunales Colegiados de Circuito o Suprema Corte de Justicia.

COMENTARIO.- Sólo cabe señalar que la redacción limitativa del anterior numeral, es incorrecta, toda vez que también los Tribunales Unitarios de Circuito y el superior jerárquico de la autoridad a quien se impute la violación, (art. 37 de la Ley de Amparo) están facultados para instruir un juicio de amparo, y por lo mismo, correlativamente a dicha actividad, ordenan o realizan por conducto de sus actuarios correspondientes, notificaciones por medio de lista, de ahí que debe incluírseles en los casos hipotéticos que se mencionan o cambiar la redacción e introducir a tal dispositivo un concepto mas amplio y general que los contemple. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 139 y 140)

ARTICULO 34. Las notificaciones surtirán sus efectos:

I.- Las que se hagan a las autoridades responsables, a partir del día siguiente a aquél en que hayan quedado legalmente hechas.

II.- Las demás, desde el día siguiente al de la notificación personal o al de la fijación de la lista en los juzgados de Distrito, Tribunales Colegiados de Circuito o Suprema Corte de Justicia. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, página 252)

Capítulo V

De los incidentes en el juicio

Artículo 35. En los juicios de amparo no se substanciarán más artículos de especial pronunciamiento que los expresamente establecidos por esta ley.

En los casos de reposición de autos, el juez ordenará la práctica de certificación en la que se hará constar la existencia anterior y la falta posterior del expediente. Queda facultado el juzgador para investigar de oficio la existencia de las piezas de autos desaparecidas, valiéndose para ello de todos los medios que no sean contrarios a la moral o al Derecho. Si la pérdida es imputable a alguna de las partes, la reposición se hará a su costa, quien además pagará los daños y perjuicios que el extravío y la reposición ocasionen y quedará sujeta a las sanciones previstas por el Código Penal. Contra la interlocutoria que dicten los jueces de Distrito en el incidente de reposición de autos, procede el recurso de revisión.

Los demás incidentes que surjan, si por su naturaleza fueren de previo y especial pronunciamiento, se decidirán de plano y sin forma de substanciación. Fuera de estos casos, se fallarán juntamente con el amparo en la sentencia definitiva, salvo lo que dispone esta ley sobre el incidente de suspensión.

PROPUESTAS

En la actualidad la Ley de Amparo no contempla de una manera clara y precisa el procedimiento que debe seguirse en relación a los incidentes que contiene la misma, sino que únicamente en los artículos 35 al 65 se abordan los incidentes de competencia, acumulación, reposición de autos.

La idea fundamental consiste en agregar al articulo 35 de la propia ley todos los incidentes que contempla la Ley de Amparo, con esto seria mas fácil poder ubicar de una manera más rápida y sencilla el incidente que cualquier gobernado puede hacer valer ante las instancias procesales correspondientes. 

Esto facilitaría de gran manera que en este articulo se enunciaran de manera clara y precisa cuales y cuantos son los incidentes y además la forma precisa para; hacerles valer ya que es bien conocido que él articulo 2º de la propia ley en comento, menciona la supletoriedad aplicándose el Código Federal de Procedimientos Civiles.

Seria de mucha utilidad que se agregara un articulo 35 bis en donde sé precisara en forma concreta y redondeando la idea del articulo 2º la supletoriedad en los casos en que algún incidente no tuviese reglamentación procesal concreta.

Por tal motivo se sugiere y recomienda el siguiente texto en los artículos de la ley que a continuación se precisan:

Artículo 35º Tercer Párrafo

Los demás incidentes...,salvo lo que dispone esta ley sobre el incidente de suspensión y el tramite de los se deberán estar a lo dispuesto por esta ley y en su caso se aplicara en forma supletoria el Código Federal de Procedimientos Civiles.

Artículo 35 bis

Los incidentes que contempla esta ley son los siguientes: clasificación de impedimento, reposición de autos, nulidad de notificaciones y actuaciones, obtención de documentos, objeción de documentos, incumplimiento e inconformidad, cumplimiento substituto, daños y perjuicios, repetición del acto reclamado.

Con lo anterior estaríamos como se ha mencionado en contar con una directriz procesal adecuada ya que la ley si bien es cierto contempla los anteriores incidentes en forma aislada, en diversos artículos consideramos oportuno que se agregara este articulo para tener los incidentes agrupados en el apartado preciso y ser más fácil su invocación así como la forma a través de la cual se deben de substanciar.  (Guillermo Pacheco de la Rosa, Tomo III, páginas 2137 a 2139)

ARTÍCULO 35. En los juicios de amparo no se sustanciarán más artículos de especial pronunciamiento que los expresamente establecidos por esta ley.

En los casos de reposición de autos, el Juez ordenará la práctica de certificación en la que se hará constar la existencia anterior y la falta posterior del expediente. Queda facultado el juzgador para investigar de oficio la existencia de las piezas de autos desaparecidas, valiéndose para ello de todos los medios que no sean contrarios a la moral o al derecho. Si la pérdida es imputable a alguna de las partes, la reposición se hará a su costa, quien además pagará los daños y perjuicios que el extravío y la reposición ocasionen y quedará sujeta a las sanciones previstas por el Código Penal. Contra la interlocutoria que dicten los Jueces de Distrito en el incidente de reposición de autos, procede el recurso de revisión.

Los demás incidentes que surjan, si por su naturaleza fueren de previo y especial pronunciamiento, se decidirán de plano y sin forma de sustanciación. Fuera de estos casos, se fallarán juntamente con el amparo en la sentencia definitiva, salvo lo que dispone esta ley sobre el incidente de suspensión, por exceso o defecto de cumplimiento y de nulidad de notificaciones. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2164 y 2165)

ARTÍCULO 35.-   En los juicios de amparo no se substanciarán más artículos de especial pronunciamiento que los expresamente establecidos por esta ley, pero de ser necesario, para acreditar un hecho dentro del procedimiento de amparo que tenga directa repercusión para el trámite del mismo, podrá llevarse a cabo, a fin de que los interesados ofrezcan las pruebas que estimen pertinentes y expresen los alegatos respectivos, pero en ningún caso su trámite podrá exceder de quince días hasta su resolución. 

En los casos de reposición de autos el juez ordenará la práctica de certificación en la que se hará constar la existencia anterior y la falta posterior del expediente.  Queda facultado el juzgador para investigar de oficio la existencia de las piezas de autos desaparecidas, valiéndose para ello de todos los medios que no sean contrarios a la moral o al Derecho.  Si la pérdida es imputable a alguna de las partes, la reposición se hará a su costa, quien además pagará los daños y perjuicios que el extravío y la reposición ocasionen y quedará sujeta a las sanciones previstas por el Código Penal.  Contra la interlocutoria que dicten los jueces de Distrito en el incidente de reposición de autos, procede el recurso de revisión.

Los demás incidentes que surjan, si por su naturaleza fueren de previo y especial pronunciamiento, se decidirán de plano y sin forma de substanciación.  Fuera de estos casos, se fallarán juntamente con el amparo en la sentencia definitiva, salvo lo que dispone esta ley sobre el incidente de suspensión. (Salvador Bravo Gómez, Tomo V, página 23)

1.- La Ley de Amparo regula en forma muy escueta lo relativo a incidentes.

2.- El artículo 35 de la Ley de Amparo no determina cuáles son los incidentes de previo y especial pronunciamiento, ni establece que otros incidentes pueden surgir en el juicio de amparo.

3.- El citado artículo 35 omite por completo la regulación o tramitación de los incidentes, estableciendo solamente que los incidentes de previo y especial pronunciamiento se decidirán de plano.

Fuera de estos casos, se fallarán conjuntamente con la sentencia.

Lo anterior estimo se debe a que el juicio de amparo es de carácter sumario en atención al bien jurídicamente protegido que son las garantías individuales.

4.- Los incidentes que existen en el juicio de amparo son: 1.- nulidad de notificación, 2.- suspensión, 3.- revocación de la suspensión, 4.- responsabilidad proveniente de garantías y contragarantías de la suspensión, 5.- competencia, 6.- acumulación, 7.- falsedad material, 8.- inejecución de la sentencia y 9.- repetición del acto reclamado.

5.- En relación con el incidente de nulidad de notificación el artículo 32 de la Ley de Amparo nos dice qué tipo de incidentes es, es decir, si es de especial pronunciamiento.

6.- Conforme a la redacción del artículo 35 en relación con el 32 ambos de la Ley de Amparo, se desprende que dicho incidente es de especial pronunciamiento y se decide de plano, ello en virtud de que no puede ser fallado en la sentencia pues de debe promover antes de ella.

En consecuencia las notificaciones hechas de manera defectuosa en ejecución de sentencia, no son objetables en incidente.

7.- En virtud de que no puede intentarse por la vía incidental la nulidad de notificación una vez dictada la sentencia, la forma de combatirse lo será a través del recurso de queja o de revisión según sea el caso. Queja cuando se haya declarado ejecutoriada la sentencia, y revisión en caso contrario. (Federico Lechuga Rojas, Tomo V, páginas 47 y 48)

En tratándose de materia de incidentes o cuestiones accesorias, la Ley de Amparo no hace referencia específica de cuales son los que se pueden hacer valer en la esa vía sumaria, a excepción del incidente de suspensión, sin embargo, podemos distinguir entre otros, el incidente de nulidad de notificaciones, el incidente de pago de daños y perjuicios originados con motivo de la concesión de la suspensión del acto reclamado y el incidente de violación a la suspensión, entre otros. Como se puede observar, la legislación reglamentaria del juicio constitucional, da demasiado margen a que se presenten controversias de criterio sobre los casos de aplicación, pero más aún sobre el procedimiento relativo, por tanto, sería pertinente establecer las bases en un capítulo especial, para la actualización de tales medios de defensa y los mecanismos de solución. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 140 y 141)

Debe hacerse desaparecer la contradicción existente, o al menos la falta de precisión en la redacción del actual artículo 35 de la Ley de Amparo, permitiéndome proponer que en un precepto de la nueva Ley de Amparo, se clarifique, en el sentido de que los incidentes que establece dicho ordenamiento se substancien en la forma prevenida y los demás incidentes que puedan surgir, de ser de previo y especial pronunciamiento, se decidan dando vista a las partes por tres días y emitiéndose la resolución respectiva dentro de otros tres días, y de no ser de previo y especial pronunciamiento, se decidan en la sentencia. También debe plasmarse la regla de que los incidentes que suspendan el procedimiento, se substancien en el principal y los que no suspendan el procedimiento en cuerda separada. El incidente de suspensión se continué substanciándose en cuerda separada y por duplicado. (Dionisio F. Gutiérrez García, Tomo V, página 232)
Capítulo VI

De la competencia y de la acumulación

Artículo 36. Cuando conforme a las prescripciones de esta ley sean competentes los jueces de Distrito para conocer de un juicio de amparo, lo será aquél en cuya jurisdicción deba tener ejecución, trate de ejecutarse, se ejecute o se haya ejecutado el acto reclamado.

Si el acto ha comenzado a ejecutarse en un Distrito y sigue ejecutándose en otro, cualquiera de los jueces de esas jurisdicciones, a prevención, será competente.

Es competente el juez de Distrito en cuya jurisdicción resida la autoridad que hubiese dictado la resolución reclamada, cuando ésta no requiera ejecución material.

PROPUESTAS

En el proyecto, se adiciona el anterior precepto con un párrafo más, que literalmente dice: “…Si el acto reclamado pudiese ejecutarse en la jurisdicción de dos o más jueces de Distrito, será competente el juez que haya prevenido.”

Al respecto, es indispensable dejar anotado que la inclusión que se propone no tiene razón de ser, por las siguientes razones: en primer lugar, resulta sumamente difícil que un acto en particular, susceptible de ser reclamado en el juicio de garantías, se pudiese ejecutar paralela o contemporáneamente en dos jurisdicciones distintas, por el contrario si pudiese ser que comenzara tal ejecución en un punto geográfico determinado y prosiguiera o continuara en uno diferente, sin embargo este último supuesto ya se encuentra regulado en el propio dispositivo; además, con la adición contenida en la propuesta de reforma, se alentaría la promoción innecesaria de juicios de amparo, cuando por el sólo hecho de señalar autoridades ejecutoras de distintas jurisdicciones, pudiesen los quejosos “escoger” caprichosamente de entre los juzgadores de amparo, el que más convenga a sus intereses. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 142 y 143)
Artículo 37.  La violación de las garantías de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 fracciones I, VIII y X, párrafos primero y segundo de la Constitución Federal, podrá reclamarse ante el juez de Distrito que corresponda o ante el superior del tribunal que haya cometido la violación.

PROPUESTAS

Propongo la reforma al artículo 37 de la Ley de Amparo, a fin de que en los casos de la violación a las garantías que indica, se establezca la obligación de promover el juicio de amparo ante el superior del tribunal que cometa la violación, pues cabe considerar dos beneficios evidentes derivados de esta reforma: a) una participación, educación, y efectiva presencia de los tribunales del fuero común en la defensa de las garantías constitucionales, y un control más amplio desde el punto de vista constitucional sobre los actos de los jueces penales de primera instancia; b) un alivio en la carga de trabajo de los juzgados de Distrito, que debe redituar en una mejor impartición de la justicia federal. (Bulmaro Corral Rodríguez, Tomo II, página 876)

El capítulo de competencia deberá redactarse en una forma más concisa en el menor número de palabras, para que sea más claro.

Los artículos 37, 38, 39, 40 y 41 se refieren, el primero a la hipótesis   de que pueda conocer del juicio de amparo, por violación de ciertas garantías en materia penal, el superior del Juez que haya cometido la violación o sea, en tratándose de la materia federal, un Tribunal Unitario y en materia común, un Tribunal Superior de un Estado o del Distrito Federal.  Los demás se refieren a la llamada jurisdicción concurrente.  En mi concepto, todos estos preceptos deberán derogarse, porque en el momento actual ya son inútiles y no se aplican.

Cuando la Ley de Amparo se redactó en el año de 1936, el número de Juzgados de Distrito era, prácticamente, de uno o dos por Estado, con un sólo Tribunal Unitario, los Tribunales Colegiados aun no existían.  Además muchos circuitos abarcaban el territorio de más de un estado, recuerdo que en 1949 en el Distrito Federal había un Tribunal Unitario  y 6 juzgados de Distrito: dos civiles, dos penales y dos administrativos.  En ese año todavía no se creaban los Tribunales Colegiados.

En esta situación, facilitar a los quejosos la promoción del juicio era necesario, máxime que la fracción  XII del artículo 107 Constitucional creaba a la jurisdicción concurrente; pero en el momento actual ya no existe esa necesidad.  Hay Juzgados de Distrito por todas partes; se han multiplicado los Tribunales Unitarios y existen innumerables Tribunales Colegiados; basta comparar las siguientes cifras:  en el Distrito Federal en el año de 1949 había 6 juzgados de distrito  ahora,  para sólo referirme a la materia civil, existen 9 Tribunales Colegidos y 10 Juzgados de Distrito, a éstas hay que agregar los laborales, los penales y los administrativos.  No se justifica, por tanto, la existencia de la jurisdicción concurrente sobre todo, porque prácticamente en toda la República, hay ya gran facilidad de comunicaciones.

La supresión de estos preceptos implica la supresión en muchos otros, de la frase “o por el superior del tribunal responsable” o de frases similares, como: “o la autoridad que conozca del juicio”, con lo que se mejora la comprensión de los artículos en que se incluye.

Por último, un recuerdo personal: he preguntado desde hace tiempo a Ministros de la Suprema  Corte, a Magistrados, a Jueces de Distrito  acerca de la promoción de este tipo de juicios y ninguno me ha sabido decir si los ha habido o no; personalmente recuerdo un sólo caso, que se dio a finales de 1949 o a principios de 1950, en el que un auto de formal prisión, dictado por un Juez de Distrito Penal en el D.F. fue impugnado en amparo, ante el Tribunal Unitario, y no tengo conocimiento de ningún otro caso y han transcurrido 50 años.

Y si esto es así, lo lógico es eliminar tanto la fracción XII del artículo 107 constitucional como los 5 preceptos antes mencionados. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1047 a 1049)

Se proponen algunas reformas, las que se precisan en el apartado siguiente. No sin antes  poner de manifiesto que todo lo anterior no es simplemente “Un ideal de justicia” o “Un sueño  imposible”, ya que  la Política Criminal se ha encargado  de hacer creer a la opinión pública que en la medida de la dureza de las penas habrá disminución del delito. Lo que visto a la luz de la realidad queda descubierto como falso. Yo se que esta propuesta, en principio y dada la creencia popular ya mencionada, se antoja descabellada y absurda porque surgirían las siguientes preguntas:

 ¿No se incrementará en progresión geométrica la delincuencia? ¿Qué sucederá con la opinión pública? ¿Cuántas criticas se recibirán? etc.  No obstante, ésta, que se antoja una  simplísima propuesta, abriría realmente el camino hacia un derecho verdaderamente humano y auténticamente racional, despojado de la contaminación de la mencionada Política Criminal que obedece más a intereses de cúpulas  Gubernamentales que a los fines de Derecho. Y en relación al resultado de poner en práctica la presente propuesta, seguramente, y  muy lejos de las expectativas  mencionadas, no pasaría nada. Es decir, ni se incrementaría la delincuencia, ni tampoco aumentaría la impunidad y mucho menos habría un caos social, porque ciertamente los índices delincuenciales se han incrementado gracias precisamente al pésimo sistema que se tiene de impartición de justicia, el que propicia que los indiciados que están siendo procesados se contaminen con los sentenciados y aunado a las familias  de aquellos que caen en conductas antisociales  dado que se va desarrollando un odio, un rencor y un desprecio hacia la sociedad. Demostrar mi aserto implicaría un estudio de campo de un costo muy elevado y de mucho tiempo. Sin embargo, valdría la pena  el detenerse, al menos un poco en mi propuesta y sus consecuencias para que mi objetivo estuviera cumplido. Es decir, estaría satisfecho con saber que hay intentos por crear legislación   acorde con nuestros avances tecnológicos. Y si una vez estudiada mi propuesta no se aplicara a la nueva Ley de amparo, estaría convencido de que todavía nuestra sociedad no está preparada para  estar bajo un Derecho Humano. (Luis Angel Sánchez Albarrán, Tomo II, páginas  1126 y 1127)

Las violaciones de las garantías de los artículos  14 y 16 en Materia Penal, etc.

Es decir, se adiciona la hipótesis del artículo 14 párrafo II, en el sentido de que nadie pueda ser privado de su libertad sino mediante juicio seguido ante los Tribunales previamente establecidos. (Luis Ángel Sánchez Albarran, Tomo II, página 1130)

El artículo 37, establece que en tratándose de la violación cometida a las garantías contenidas en los artículos 16, en materia penal, 19 y 20, fracciones I, VIII y X, párrafo primero y segundo de la Constitución, puede reclamarse ante el Juez de Distrito o ante el Superior del Tribunal al que se atribuye la violación reclamada.  Se estima que tal numeral debe ser modificado y recoger para la federación la exclusiva competencia para tramitar y resolver juicios de amparo, pues dicha función debe ser desempeñada únicamente por los órganos creados especialmente para ello, puesto que la institución del amparo está contenida en una ley de carácter federal, además de que la creación de dicho precepto es antigua y en la práctica no acontece que los quejosos promuevan los juicios de amparo ante los Tribunales Estatales, que tienen a su cargo como función primordial resolver los recursos interpuestos en contra de sus inferiores, amén de que en la actualidad existe mayor facilidad para el acceso a la justicia federal.

La anterior propuesta no implica desde luego, trastocar la competencia que tienen los Tribunales Unitarios de Circuito por ser estos también autoridades de carácter federal.

Se propone modificar el artículo 37 de la Ley de Amparo y aclarar que únicamente los tribunales federales son competentes para tramitar y fallar juicios de amparo, debiendo quedar el numeral citado con la siguiente redacción:

“Artículo 37.- La violación de las garantías de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20, fracciones I, VII y X, párrafos primero y segundo de la Constitución Federal, podrá reclamarse ante el Juez de Distrito que corresponda o ante el Tribunal Federal Superior de aquél al que se le atribuya la violación”. (Emilio Alberto Hassey Domínguez, Tomo III, páginas 1611 y 1612)

Es uno de los incidentes más importantes y tal vez menos conocidos, pues normalmente se tramita entre los propios tribunales, con nula o escasa participación de las partes.

1.- En relación a la competencia concurrente que algunos preceptos de la Ley de Amparo establecen como los artículos 37 a 41, creo que es necesario meditar si en la actualidad se justifica que las autoridades judiciales del fuero común puedan conocer de los juicios de garantías interpuestos en contra de sus inferiores por haber violado alguna de las garantías penales del artículo 16 constitucional o por haber violado las garantías previstas en los artículos 19 y 20 fracciones I, VIII y X de la Constitución.

En la actualidad  debido a la facilidad de las comunicaciones y a la creación de un sinnúmero de juzgados de distrito ya no se justifica la competencia concurrente, pero sobre todo hay que tomar en cuenta que el juicio de amparo es complejo no solamente por las características específicas del proceso, sino por el alto nivel de conocimientos constitucionales y jurídicos que debe tener el juez de amparo, lo que hace que normalmente los titulares de los tribunales locales no conozcan el juicio de garantías, ni mucho menos los criterios adoptados al respecto por el Poder Judicial Federal, y por supuesto no sobra decir el desconocimiento que normalmente se tiene de la materia constitucional. Bajo estas circunstancias insisto debe replantearse si todavía sigue siendo conveniente la existencia de la jurisdicción concurrente. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1630)

Derogarlo

El uso que se ha tenido de esta competencia es mínimo y con resultados adversos al dictarse resoluciones por órganos no especializados en amparo.  Además , las razones  que motivaron  su origen  han sido rebasados paulatinamente al incrementarse el número de juzgados de Distrito en el territorio Nacional. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1910)

ARTÍCULO 37. La violación de las garantías de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20, fracciones I, VIII y X, párrafos primero y segundo de la Constitución Federal, podrá reclamarse ante el Juez de Distrito que corresponda o ante el superior del tribunal que haya cometido la violación es decir en jurisdicción concurrente. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2165)

El artículo 37 de la Ley que le da facultades al Superior de la autoridad, para conocer del amparo del cual normalmente conoce un juez de Distrito, cuando se violan las garantías del artículo 16 en materia penal, 19 y 20 fracciones I, VIII y X. Debe desaparecer por ser obsoleto en la actualidad, por existir en cada Estado varios jueces de Distrito que normalmente atienden esos asuntos. (Mario Gómez Mercado, Tomo IV, página 2677).

La llamada jurisdicción o competencia concurrente, debe desaparecer de la fracción XII del artículo 107 Constitucional y del actual artículo 37 de la Ley de Amparo, primero por su inutilidad práctica, pues basta con realizar una investigación o consulta a los Tribunales de las entidades federativas del País, para constatar que en toda la República, en la última década, no se ha radicado ni siquiera una centena de dichos negocios, que en la práctica se les denomina despectivamente  “amparoides”. Segundo, porque de acuerdo a la unidad de criterio o a los intereses regionales, el superior jerárquico y el inferior, generalmente deciden en el mismo sentido, y resulta más práctico, ocurrir ante un Tribunal distinto (Federal), para romper esa unidad de criterio y en tercero, porque históricamente puede  justificarse la jurisdicción o competencia concurrente en materia de amparo, por el escaso número de Juzgados de Distrito que existían y la dificultad en las comunicaciones, lo que actualmente es desvirtuado por la realidad, pues existen en todas las poblaciones importantes, Juzgados Federales y además las vías de comunicación han acortado considerablemente las distancias, y puedo afirmar, que casi invariablemente (salvo las capitales de los Estados), es más cercano un Juez de Distrito, que el superior jerárquico de un Juez de Primera Instancia del fuero común. (Dionisio F. Gutiérrez García, Tomo V, páginas 232 y 233)

En cuanto al procedimiento, estimo que la nueva Ley de Amparo, debe liberar a los Tribunales del fuero común, que como expresé en otra parte, se encuentran saturados de trabajo y empobrecidos por los raquíticos presupuestos que ejercen, de la encomienda de recibir la demanda de amparo, certificar al pie de la misma, emplazar y en fin de preparar el conocimiento del juicio de amparo directo, pues tal deber debe incumbir en forma exclusiva a los Tribunales Colegiado de Circuito. En resumen, en materia de amparo directo, deben ser los mencionados Tribunales Colegiados de Circuito, los que reciban la demanda de amparo, certifiquen al pie de la misma la fecha de su presentación, requieran de las responsables sus informes, concedan o nieguen la suspensión de los actos reclamados, dispongan el emplazamiento de los terceros perjudicados y del Ministerio Público Federal, realicen dichos emplazamientos y se encarguen de la substanciación y resolución del juicio, como sucede en todos los procedimientos judiciales, administrativos, laborales etc., pues quien tiene competencia para conocer del juicio y obviamente para dictar la Sentencia, es quien debe realizar todos los actos preparatorios del juicio. (Dionisio F. Gutiérrez García, Tomo V, página 236)
Artículo 38.  En los lugares en que no resida juez de Distrito, los jueces de Primera Instancia dentro de cuya jurisdicción radique la autoridad que ejecuta o trate de ejecutar el acto reclamado tendrán facultad para recibir la demanda de amparo, pudiendo ordenar que se mantengan las cosas en el estado en que se encuentren por el término de setenta y dos horas, que deberá ampliarse en lo que sea necesario, atenta la distancia que haya a la residencia del juez de Distrito; ordenará que se rindan a éste los informes respectivos y procederá conforme a lo prevenido por el artículo 144. Hecho lo anterior, el juez de Primera Instancia remitirá al de Distrito, sin demora alguna, la demanda original con sus anexos.

PROPUESTAS

Por otro lado, la Ley de Amparo prevé la participación de las autoridades judiciales locales como auxiliares de los jueces de distrito, para recibir demandas, para ordenar que las cosa se mantengan en el estado en que se encuentran y para girar oficios a las autoridades; sin embargo no todos los jueces interpretan de las misma manera los artículos 38, 39 y 40 del citado ordenamiento, pues mientras que unos estiman que al llegar las constancias al juez de distrito, éste deberá acordar sobre la admisión o no de la demanda y sobre la suspensión, otros señalan que los jueces federales tan solo deben continuar el procedimiento, pues la demanda ya fue admitida y la suspensión concedida.

Al respecto considero que ninguno de los artículos citados faculta a las autoridades judiciales locales a admitir la demanda de amparo si no tan solo, por la urgencia del caso, a tenerla por presentada, sin prejuzgar sobre su admisión o no, así como a dictar una especie de suspensión que sólo deberá tener vigencia en tanto el juez de distrito resuelva sobre la suspensión de oficio o la provisional. Situación similar sucede con el recurso de revisión, pues aunque el tribunal ante quién se exhibe lo tenga por presentado, pueda requerir las copias que faltan, o en su caso tenerlo por no presentado por no exhibir las copias faltantes, ello no lo faculta a admitir el recurso ni mucho menos en sustituirse en la autoridad revisora.

Por ello en la reforma debe hacerse una nueva redacción de estos artículos en los que se establezca de manera clara si la facultad que se concede a los jueces locales sólo es para recibir demandas o incluso sirve para admitirlas, en el entendido de que la primera opción sería la más ortodoxa, pues sólo los jueces federales pueden conocer del amparo y por lo tanto admitirlo. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1631 y 1632)

ARTÍCULO 38. En los lugares en que no resida Juez de Distrito, los Jueces de primera instancia dentro de cuya jurisdicción radique la autoridad que ejecuta o trate de ejecutar el acto reclamado tendrán facultad para recibir la demanda de amparo, pudiendo ordenar que se mantengan las cosas en el estado en que se encuentren por el término de setenta y dos horas, término  que deberá ampliarse en lo que sea necesario, atenta la distancia que exista   a la residencia del Juez de Distrito; ordenará que se rindan a éste los informes respectivos y procederá conforme a lo previsto por el artículo 144. Hecho lo anterior, el Juez de primera instancia remitirá al de Distrito, sin demora alguna, la demanda original con sus anexos, es decir en el presente caso se trata de la competencia auxiliar. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2166)

El proyecto de reforma, sugiere variar la redacción de este artículo; sin embargo en la substancial se mantiene regido por los propios elementos que lo distinguen, no obstante lo anterior la nueva estructura propuesta otorga un mejor entendimiento de la hipótesis jurídica que regula, con la variante que se destaca a continuación.

La nueva redacción sería la siguiente: “…En los lugares en que no resida juez de Distrito, (no hubiere órgano de control constitucional) los jueces de Primera Instancia dentro de cuya jurisdicción radique la autoridad que ejecuta o trate de ejecutar el acto reclamado tendrán facultad para recibir la demanda de amparo, pudiendo conceder o negar la suspensión, y procede conforme a lo prevenido por el artículo 162. Hecho lo anterior, el juez de Primera Instancia remitirá al de Distrito, sin demora alguna, la demanda original con sus anexos.” (Taide Noel Sánchez, Tomo V, páginas 143 y 144)
Artículo 39.  La facultad que el artículo anterior reconoce a los jueces de primera instancia para suspender provisionalmente el acto reclamado, sólo podrá ejercerse cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o de alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal.

PROPUESTAS

Más de 180 juzgados de Distrito en la República Mexicana  ocupan casi la mitad de su tiempo y de sus recursos humanos y materiales en el trámite de juicios de amparo promovidos contra órdenes de detención o de aprehensión atribuidas a autoridades no judiciales como son, entre otros, los procuradores de  justicia, los agentes del Ministerio Público y los directores de policía, así como la ejecución de tales órdenes que con frecuencia se reclaman de decenas de cuerpos policíacos.

Este trabajo implica, como en todos los juicios de amparo, la recepción, registro y análisis de la demanda, la formación del expediente principal y del incidente de suspensión, el dictado y notificación de cinco o más acuerdos que deben hacerse del conocimiento, de una considerable cantidad de autoridades, sobre  todo en lugares donde la zona metropolitana está formada con varios municipios, como los casos de Monterrey, Guadalajara y el Distrito Federal, entre otros.

Sin embargo, rara vez encontraremos una demanda con la que se persiga realmente una seria declaración de inconstitucionalidad de los  actos reclamados, pues en casi la totalidad de los casos a los promoventes  no les interesa una sentencia que generalmente es de sobreseimiento, ni la resolución  interlocutoria en la que casi siempre se niega la suspensión definitiva de los actos.  Lo único que pretenden es obtener una “protección rápida",  a través de la suspensión de los actos reclamados, con la esperanza de que esa situación perdure el mayor tiempo posible.

SOLUCIÓN QUE SE PROPONE:

Las reformas al artículo 107, fracción VII, de la Constitución Federal y de los artículos 123 y 146 de la Ley de Amparo, fundamentalmente, así como del 39, 89 y 117 para precisarlos, aclararlos o adecuarlos.

Estas reformas darían lugar a lo siguiente:

A).- ELIMINACIÓN DEL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN SOLO ENTRATÁNDOSE DE LOS ACTOS ALUDIDOS.  Para ello se sugiere decretar la suspensión de plano, oficiosamente, en el auto inicial, tomando  las medidas de aseguramiento del quejoso, toda vez que el articulo 130 de la Ley de Amparo establece en su último párrafo la obligación de conceder la suspensión provisional siempre que se trate de la restricción de la libertad personal fuera de procedimiento judicial, sin que dicho precepto exija el cumplimiento de los requisitos que establece el artículo 124; por tanto no existe obstáculo para decretarla oficiosamente. Además, el mismo hecho de presentar una demanda contra éste tipo de actos genera la presunción de que  implícitamente se pide la suspensión.

B).- LA  ELIMINACIÓN  DE  LA  SENTENCIA  DE SOBRESEIMIENTO Y DE LA DECLARACION DE EJECUTORÍA EN ESTOS CASOS.  Pues es sabido de todos los juzgadores federales, que resultan ser trámites inútiles, ya que a ninguna de las partes les interesan y sí, en cambio, ocasionan junto con el incidente, un gran gasto de recursos humanos, materiales y económicos que pueden emplearse mejor en los trámites y resoluciones que sí sean importantes.

Para esto se propone que antes de la admisión de la demanda se  abra y registre un expediente auxiliar y se dicte un acuerdo decretando oficiosamente la suspensión, en el mismo auto se requerirá a las responsables y al promovente para que en el plazo de cinco días aquéllas informen solo sobre la existencia o inexistencia de los actos y en el mismo plazo el promovente podrá aportar prueba documental o  el testimonio de dos personas para acreditarlo. Si se acredita la existencia del acto  se admitirá la demanda; si no, se tendrá por no interpuesta.

C).- IRRECURRIBILIDAD DEL AUTO INICIAL EN COMENTO. Sugiero que no se reformen los artículos 83 y 95 ni los relativos a éstos, ya que el auto a que se refiere el inciso anterior deberá ser irrecurrible, pues su naturaleza y la transitoriedad del mismo hacen impráctico un medio de defensa en su contra. En cambio, el promovente presentará  nuevamente su demanda cuando realmente existan los  actos que reclama. (José Luis Rodríguez Santillán, Tomo I, páginas 590 a 592)

Puede aprovecharse la oportunidad de esta reformas para precisar que la suspensión decretada por los jueces de primera instancia es por tiempo limitado, en  concordancia con el artículo 38 que establece su duración en 72 horas; asimismo se elimina la palabra "provisionalmente", para así quitar la posibilidad de confusión con la suspensión provisional decretada por el juez de distrito en el incidente de suspensión. Finalmente se precisa que el juez federal deberá proveer nuevamente sobre la suspensión, una vez que tenga conocimiento del asunto. ajustándose a lo dispuesto en el artículo 123 (reformado); de esta manera el juez de distrito no se verá obligado a sostener una situación jurídica que pueda considerar incorrecta y con plenitud de jurisdicción  iniciará  el  procedimiento  con  una declaración propia de suspensión.

Reforma:

ARTÍCULO 39.-  La facultad que el artículo anterior reconoce a los jueces de primera instancia para suspender por tiempo limitado la ejecución del acto reclamado solo podrá ejercerse cuando se trata de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal  fuera de procedimiento judicial, deportación o destierro, o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, sin perjuicio de que el juez de distrito. En su oportunidad, provea nuevamente sobre dicha suspensión en términos del articulo 123. (Jóse Luis Rodríguez Santillan, Tomo I, páginas 604 y 605)

Se propone modificarlo para extender sus alcances a cualquier acto que tenga  por objeto  afectar  la libertad personal, con la redacción siguiente :

La facultad concedida en el artículo anterior, solo se ejercerá tratándose  de actos  que importan peligro de privación de la vida, ataques  a la libertad personal, deportación o destierro o cualquiera de los prohibidos por el artículo 22 Constitucional.

Al contrario de lo que acontece con la jurisdicción concurrente, en la competencia auxiliar se prevé la posibilidad de ampliar sus alcances, ya que el acto de afectación no admite demora para la suspensión. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1910)

En el proyecto que se revisa, se pretende la remoción de este artículo, para que pase a formar parte como un segundo párrafo del numeral anterior; tal postura se considera por demás acertada, habida cuenta que no regula un supuesto fáctico distinto, sino que se refiere a una precisión sobre lo ya establecido. (Taide Noel Sánchez, Tomo V, página 144)
Artículo 40.  Cuando el amparo se promueva contra un juez de Primera Instancia y no haya en el lugar otro de la misma categoría, o cuando reclamándose contra diversas autoridades, no resida en el lugar juez de Primera Instancia o no pudiere ser habido y siempre que se trate de alguno de los actos enunciados en el artículo anterior, la demanda de amparo podrá presentarse ante cualquiera de las autoridades judiciales que ejerzan jurisdicción en el mismo lugar, si es que en él reside la autoridad ejecutora. El juez recibirá la demanda y procederá conforme a los dos artículos precedentes.

PROPUESTAS

Esencialmente el amparo fue instituido para salvaguardar las garantías individuales, cuyo respeto debe ser invariable por los órganos de gobierno.

Estas garantías individuales ahora se les ubica como Derechos Humanos, la Constitución contempla la existencia de la Comisión Nacional y ordena la implementación en cada una de las entidades federativas, de una Comisión Estatal de Derechos Humanos.

La tarea asignada a las comisiones consiste en velar por la vigencia de esos de los Derechos Humanos, quedando facultados para difundir la cultura de los Derechos Humanos, y recomendar el cese de cualquier violación a ellos.

Las recomendaciones emitidas quedan sujetas a la voluntad de sus destinatarios para su acatamiento.

El segundo párrafo del artículo 97 constitucional faculta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuando así lo juzgue conveniente averiguar algún hecho que constituya una violación de las Garantías Individuales.

En el Artículo 40 de la Ley de Amparo promulgada el 14 de diciembre de 1882 prescribe:

“Art. 40. Siempre que al revisar las sentencias de amparo aparezca de autos  que la violación de garantías de que se trata está castigada por la ley penal, como delito que pueda perseguirse de oficio, consignará la Corte á la autoridad responsable, al juez federal ó local que deba juzgar de ese delito, para que proceda conforme á las leyes“.

Se estima en consecuencia de que la protección de las Garantías Individuales - Derechos Humanos, en una forma efectiva debe corresponder a la Ley de Amparo y por ello restablecer el mandato contenido en la Ley de Amparo de 1882 para que cuando la Autoridad de Amparo advierta una violación grave o sistemática de parte de alguna autoridad, consigne los hechos a la potestad jurisdiccional que corresponda para que se pronuncie sobre el delito cometido. (Javier Herrera Anaya, Tomo V, páginas 197 y 198)
� En la actualidad ya existen algunos Códigos Procesales que permiten este clase de notificaciones, como el del Estado de Hidalgo el que en su artículo 110 habla de las notificaciones por medios electrónicos.
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